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Capítulo I Introducción


 Los Estados Miembros de la Unión Europea, en cuanto titulares soberanos —por cesión parcial de la misma— del proyecto supranacional comunitario se dotan, para sí y durante periodos de siete años, de un Marco Financiero Plurianual que orienta el destino de los recursos públicos europeos, prioriza las áreas de intervención del presupuesto comunitario, anhela la obtención de resultados a través de la cofinanciación, vertebra estructuras territoriales, moderniza la arquitectura de gestión y control de las Administraciones Públicas, provoca la metamorfosis de las economías nacionales y regionales y, finalmente, evoca una cohesión entre territorios y personas.

Unos Marcos Financieros Plurianuales que son coetáneos en el tiempo a la evolución del propio proyecto comunitario. Un presupuesto que resulta ser reflejo de la madurez de iniciativas comunitarias asentadas a lo largo de las décadas de integración europea y, al tiempo, actúa como instrumento de flexibilidad ante circunstancias sobrevenidas.

No resulta hoy posible estudiar la posición de Europa y sus socios sin detenerse, de manera profusa, en las prioridades políticas que fija la Comisión Europea, en cuanto guardiana de los Tratados y, que, posteriormente, democratizan Consejo Europeo y Parlamento ofrecer un marco de recursos financieros que hacen de la Unión un proyecto vivo, actualizado y resiliente a los retos que, como actor global en el mundo, corresponde al viejo continente.

El análisis de las diferentes rúbricas que conforman cada Marco Financiero Plurianual es fiel testigo de los avances y/o retrocesos que cada período Europa se ha dado para sí.

Resulta, por tanto, en este primer momento, hacer hincapié en la diferente naturaleza jurídica y tratamiento, en materia de gestión y control, que debe recibir cada una de las diferentes líneas que conforman la financiación de la Unión Europea para cada período de siete años.

Al respecto, resulta conveniente resaltar que el presupuesto comunitario se entrega a fórmulas muy variadas en su implementación, control y auditoría. Desde financiación finalista, cofinanciación con Estados y regiones a través de los Programas Operativos, líneas de concurrencia competitiva sectoriales o verticales, instrumentos financieros... es variada la forma de ejecución presupuestaria que, a la postre, no es sino la ejecución de Europa como proyecto político.

¿Todo lo anterior son Fondos Europeos? En lenguaje coloquial sí, de ahí la confusión y maraña de vías de financiación a la que se enfrenta la ciudadanía, el tejido público o privado, o toda aquella entidad que se asome al balcón de la financiación comunitaria.

Desde un punto de vista tradicional, los Fondos Europeos han estado, y están, vinculados a la Política de Cohesión económica y social a la que el Tratado de Lisboa, con acierto, decidió apellidar, también, territorial.

Una política estructural y no coyuntural. Una política que pretende la obtención de cambios nucleares en las posibilidades económicas, sociales y territoriales de los Estados Miembros y Regiones que se dotan para sí de un presupuesto plurianual, con vocación de permanencia, con disposición de plena adaptación a las circunstancias, y que convive, como hemos señalado, con otras líneas de financiación comunitaria más cercana a Programas temáticos o verticales.

Fondos Europeos como sinónimo de oportunidad, prosperidad y reto. Y, también, de rigurosidad, de control, de auditoría y de rendición de resultados.

Un binomio perfecto que, además de ofrecer un marco presupuestario para el desarrollo de políticas públicas de diferente corte territorial y temático permite, entre otros muchos objetivos, iniciar un proceso de modernización del funcionamiento de las Administraciones Públicas, actuar como punto de encuentro de la colaboración público-privada y, en consecuencia, aunar esfuerzos para la obtención de economías y sociedades de escala.

Haciendo un barrido histórico diremos, sin riesgo a equívocos, que la Cohesión y la Política Agraria Común han presentado un peso muy sustancial en las rúbricas presupuestarias de cada período de programación.

Sin embargo, progresivamente, se han ido incorporando programas temáticos en materias tan diversas como la innovación, la protección medioambiental, la competitividad de las PYME, así como, instrumentos propios y específicos sinónimo del proceso de evolución europea, véase los procesos de adhesión, los fondos de cohesión, la financiación para el reto migratorio, lucha contra el terrorismo internacional o, en última instancia, fondos adicionales para la lucha contra la pandemia sanitaria, por un lado, y las consecuencias económicas y sociales, por otro.

Por tanto, de las variadas formas de desarrollo presupuestario, una de las más significativas, históricas e, incluso, diría yo, románticas y simbólicas de la Unión, es la Política de Cohesión a través de los Fondos Europeos cuya semántica se estira, en ocasiones, con excesiva laxitud.

En todo caso, con independencia del paraguas «Fondos Europeos» para terminar vinculando a dicha expresión todo euro comunitario puesto en circulación por las instituciones europeas, no es menos cierto que los Fondos Europeos anudados a la Cohesión han venido representando un tercio del presupuesto comunitario, lo cual, a todas luces, permite objetivar la relevancia de una política comunitaria basada en la reducción de las disparidades económicas y sociales y los retos territoriales, además, como hemos tenido ocasión de comprobar recientemente, de hacer frente a desafíos puntuales e imprevisibles derivados de la pandemia que ha conllevado, entre un volumen importante de medidas, auspiciar la iniciativa de Recuperación y Resiliencia conformada por el Instrumento Next Generation, dispuesto en base al Mecanismo de Recuperación y Resiliencia y REACT-UE.

Al margen de todo lo anterior, y de que gran parte de las reglas que van a conformar la implementación de mecanismos extraordinarios traen causa de los principios informadores contenidos en la muy innovada arquitectura normativa de la Política de Cohesión que, período tras período, ha ido asumiendo un volumen de novedades relevantes desde la perspectiva de la gestión y el control debe centrarse el alcance de la presente obra.

Dispone el lector en sus manos un libro que, en puridad, bien podría ser considerado un Manual o guía práctica para acercarse al profuso mundo de los Fondos Europeos y, en particular, a las cuatro grandes fases por las que discurre la vida de los mismos: Programación, Gestión, Control y Evaluación.

El objetivo que pretendo al exponer el ciclo vital de los Fondos Europeos enmarcados en la Política de Cohesión, con función reflejo en los mecanismos extraordinarios, tiene como fundamento dotar al ordenamiento jurídico administrativo comunitario, nacional y regional, de una exposición sectorial en cuanto a las diferentes partes que conforman la vida de los Fondos Europeos, si bien, con un hilo conductor a través de diferentes llamadas que evocan la interrelación entre la Programación, la Gestión, las Verificaciones y la Evaluación.

Tras una breve presentación, el lector afrontará la primera de las etapas que conforman, como digo, el ciclo de vida, de los Fondos Europeos a través de los correspondientes Programas Operativos.

La Programación, tal y como se recoge en el libro, se define como el conjunto coherente, ordenado, sistemático e instrumental de fases y procesos que permite a un Estado o Región disponer de un instrumento de financiación comunitaria adaptado a las singularidades sociales, económicas y territoriales de éstos.

Sin duda, se trata del primer momento, del primer hacer de sujetos soberanos y autónomos que, en el marco de sus respectivas competencias abordan la compleja tarea de disponer de un instrumento de financiación «a medida» de los retos que sus territorios y estructuras económicas demandan.

Mediante la Programación se ejercita, inicialmente, la imaginación de actuaciones que, mediante la cofinanciación comunitaria, van a disponer de un escenario de estabilidad presupuestaria para el desarrollo de los diferentes proyectos. Sin embargo, como todo arte, la Programación no es libre y se inserta en un complejo entramado de reglas, directrices, orientaciones, consejos no volitivos y si imperativos, que traen causa de las diferentes disposiciones reglamentarias, esto es, el origen y causa de todo cuanto a lo largo de un intenso período de tiempo tanto Comisión Europea, Estado Miembro y Región debaten, analizan y confrontan para advenir el instrumento de financiación nacional o regional correspondiente.

Por tanto, como señalo, la Programación data de las disposiciones reglamentarias, comunes para el conjunto de los Fondos y específicas para cada tipo de los mismos. Del marco reglamentario emanan las condiciones habilitantes para programar actuaciones, la tipología de regiones, el grado de concentración temática, la lógica de intervención, la batería de indicadores de realización que van a servir para medir el rendimiento o productividad de la financiación comunitaria, la tasa de cofinanciación y la capacidad de absorción de sendas por parte de los presupuestos nacionales o regionales, el punto de encuentro o desencuentro de las políticas estatales o descentralizadas respecto del querer hacer y el deber hacer, la interacción con la gestión y programación presupuestaria... un sinfín de elementos que, como señalo, traen causa del diseño de la política comunitaria basada en principios como partenariado, gobernanza, proporcionalidad y subsidiariedad.

La Programación es sinónimo de gobernanza multinivel y multiactor con repercusión inmediata en la selección de las actuaciones a programar, las sendas financieras disponibles, los compromisos en cuanto al rendimiento de las mismas, los trabajos intuitivos para la selección de los sistemas de gestión y control, el estudio de los potenciales órganos gestores de las actuaciones enmarcadas en cada período de programación...

Programación es, igualmente, fiel reflejo de la evolución de los modelos territoriales de Estados en el contexto federalizante comunitario y en el reconocimiento de la diversidad para la consecución de objetivos de Unión. El tránsito de la Europa de los Estados a la Europa de las Regiones es fiel espejo de los diferentes modelos de organización territorial del poder, pero, también, de la necesaria complementariedad de políticas públicas, del efecto tractor de grandes proyectos para el desarrollo de tejidos menores, de la imprescindible colaboración y cooperación interadministrativa, en definitiva, de la obtención de un producto plural y poliédrico en cuanto temáticas, ámbitos de intervención, potenciales beneficiarios de líneas cofinanciadas...

Diremos, igualmente, que en la Programación nada es casualidad y todo es causalidad.

Ni el más mínimo detalle se deja a la improvisación cuando se desarrollan instrumentos de financiación plurianuales basados en diagnósticos sectoriales, impulso de estrategias temáticas, garantía de principios horizontales, voluntades políticas... que coadyuva, en su conjunto, a la mejor definición de potencialidades, pero, también, de debilidades que pretenden ser superadas a través de la cofinanciación comunitaria.

Igualmente, Programación se verbaliza en la necesaria adaptación de las estructuras político-administrativas a los requisitos marcados por las disposiciones reglamentarias. Encontrar el punto de equilibrio entre ambas es vital para que las costuras de este traje en el que la Programación cumple función de hilvanes no salten por los aires. Sobre ello, sobre las estructuras, gobiernos, condiciones... también estudiaremos en el Capítulo de Programación.

Y, finalmente en este pequeño anticipo de la Programación, la aprobación de los Programas Operativos en cuanto instrumentos de desarrollo económico, social y territorial que nacen con vocación de permanencia en el tiempo, con solidez en el cumplimiento de las condiciones previas y en continuo que deben cumplirse para obtener la cofinanciación que, en definitiva, cumple con su mayor función, ofrecer espacios de oportunidad de financiación para tejido público y privado anhelando el efecto cohesionador entre políticas y economías estatales y regionales.

La segunda fase de vida de esta obra está dedicado a la Gestión de los Fondos Europeos.

Como hemos anticipado, con la aprobación de los instrumentos singulares de financiación comunitaria, no ha hecho sino comenzar el largo viaje para garantizar la plena y efectiva implementación de las políticas comunitarias de origen en los territorios de destino. Gestión se conjuga a través de un conjunto de instrumentos específicos que coexisten junto con las políticas europeas o, mejor dicho, como consecuencia de las mismas.

Los denominados «Sistemas de Gestión y Control» constituyen el conjunto ordenado de normas, funciones y procedimientos necesarios para disponer de un marco de gestión que permita declarar el gasto ejecutado por las Administraciones Públicas a la Comisión Europea de conformidad con los requisitos y singularidades propias de la normativa comunitaria aplicable a los Fondos Europeos.

Y, he aquí, un aspecto fundamental. Los sistemas tradicionales que las Administraciones Públicas emplean para el desarrollo de sus políticas se ven fuertemente influenciados por la dotación financiera que cada una de sus actuaciones reciben a través de la financiación comunitaria.

En la gestión y control de Fondos Europeos se produce una importante revolución de conceptos, procesos, procedimientos, flujos de información, requisitos, condicionantes... que obligan a una necesaria adaptación y regularización de los sistemas tradicionales de gestión acogidos por el Derecho Administrativo.

Así, la contratación pública, los regímenes de subvenciones por concurrencia competitiva, los convenios de colaboración, los encargos a medios propios... necesitan acoger en su régimen de funcionamiento aspectos tan relevantes como los principios rectores para la selección de operaciones, los criterios y procedimientos de selección de las mismas, el análisis y metodología de cálculo de los indicadores de realización que miden el rendimiento de las líneas cofinanciadas, la lucha contra el fraude, la aplicación de opciones de costes simplificados, los requisitos de información, comunicación y publicidad... todo ello, realizado, en tiempo y forma, por cada uno de los sujetos que intervienen en la implementación de estos instrumentos de financiación comunitaria.

Diríamos que nada es lo que parece y todo debe ser objeto de prueba. No queda nada al azar de los acontecimientos y todo obedece a un ordenado y coherente sistema en el que las partes funcionan como un todo, sin que quepa la posibilidad de conservar los elementos integrantes en el conjunto de la globalidad.

De todo ello se ofrecerán ejemplos prácticos por cuanto, como he señalado al comienzo, esta obra pretende conformar una hoja de ruta a lo largo de las cuatro fases que conforman la vida de los Programas Operativos afectos, todos ellos, a unas reglas comunes y, sin embargo, obligados a acoger las singularidades propias de los Fondos financiadores, bien sea FEDER, FSE...

Toda política pública debe ser sometida a cuantos controles, ex ante y ex post, se considere necesario para garantizar la regularidad en la ejecución del gasto público, el sometimiento a los marcos jurídicos que amparan la gestión presupuestaria y administrativista y, en este caso, la adaptación a los requisitos inexcusables a los que quedan afectos los tradicionales sistemas de gestión.

Advenimos, en consecuencia, a un procedimiento de verificaciones administrativas e in situ que consiste, precisamente, en la comprobación jurídica y financiera del gasto ejecutado en el marco de un Programa Operativo atendiendo a las singularidades derivadas de la aplicación de unas reglas de funcionamiento que distan muy mucho de las aplicables al resto del gasto público no cofinanciado junto con, evidentemente, el resto de requisitos que establezcan los marcos jurídicos no comunitarios.

Las verificaciones de gestión, en su doble vertiente —administrativas e in situ—, como señalo, tienen, por tanto, la función de revisión integral del gasto público ejecutado con carácter previo a conformar una solicitud de reembolso a las instituciones comunitarias a fin de obtener el retorno de la tasa de cofinanciación.

Son procedimientos, también ad hoc, creados en los orígenes reglamentarios y desarrollados por las diferentes instituciones que conforman los Programas Operativos, actuando éstos como marco general de coexistencia de responsabilidades en cada uno de los hitos de los mismos.

Las verificaciones son sinónimo de garantía jurídica y contable y de observancia y aplicación de la normativa nacional y/o regional aplicable a cada uno de los sistemas de gestión.

Como señalo, presentan una doble vertiente: administrativas o documentales e in situ. Ambas conforman un mismo procedimiento, iterativo en el tiempo y ejercido, como he señalado, ex ante a la presentación de la solicitud de reembolso.

Así, analizaremos de qué forma se planifica este procedimiento; cuáles son las claves a tener en cuenta atendiendo a la tipología de gestores; tipo de gastos; calendario de certificación; aspectos objeto de revisión en la contratación pública, los regímenes de subvenciones por concurrencia competitiva, los convenios de colaboración o encargos a medios propios, estructura de los informes de verificaciones administrativas e in situ; alcance de las verificaciones; sistema de muestreo...

Evaluación. Concluirá el lector con la lectura del último capítulo en el que se analizará las diferentes técnicas de evaluación, por un lado, y selección y seguimiento de indicadores de realización que permitirá concluir la efectividad de las políticas públicas cofinanciadas, esto es, el tránsito de una gestión económico-administrativa a la evaluación de la relación coste-beneficio de las políticas cofinanciadas.

Tipología de indicadores de realización; metodología de cálculo; sistemas de recopilación, análisis y seguimiento; contribución a las metas programadas; condicionantes estructurales y coyunturales que facilitan o dificultan la consecución de los objetivos planteados...

Comenzará, a continuación, el lector el recorrido por el ciclo de vida de los Fondos Europeos.

Junto a los denominados «Fondos Europeos de la Política de Cohesión», la presente obra analiza —en el Capítulo más extenso de la misma— las Conclusiones alcanzadas por el Consejo Europeo celebrado en julio 2020 que trajo consigo un doble escenario de esperanza e ilusión al proyecto europeo, a través de la aprobación del Marco Financiero Plurianual 2021-2027, por un lado, y el Instrumento Next Generation, articulado a través del denominado «Mecanismo de Recuperación y Resiliencia» y de REACT-UE.

Ambas rúbricas, acogidas bajo las siglas NGEU (Next Generation EU) constituye la mayor respuesta de la Unión Europea para hacer frente, de un lado, a las consecuencias sanitarias de la pandemia SARS-CoV-2 y, derivado de la misma, las contingencias económicas y sociales acaecidas tras la expansión del virus.

Sin embargo, podemos afirmar sin riesgo a equívocos, que la respuesta política y financiera de la Unión fue eso y mucho más.

Se trata de un momento de oportunidad histórica para:


	
(i)  proceder primero, a un profundo proceso de reconstrucción de los Estados Miembros y sus Regiones que tiene por objeto mitigar el impacto generado por la crisis sanitaria;

	
(ii)  afrontar, en segundo término, una fase de recuperación de la normalidad —ni vieja, ni nueva— a través de instrumentos de fomento público a favor de los sectores que con mayor virulencia ha sacudido la pandemia sanitaria;

	
(iii)  transformar el modelo económico y social en base a una agenda digital, verde y social y,

	
(iv)  concluir, en último término, con la disposición de unas estructuras económicas y sociales mucho más resilientes que aquellas que han visto como, en muchos casos, la crisis sanitaria las ha destruido como castillo de naipes.



A partir de ahí, el reto es enorme.

No son pocas las voces que auguran un mal uso o una escasa capacidad de absorción de los Fondos de Recuperación y Resiliencia.

Tampoco es nuevo.

Convivimos en un clima caracterizado por la falta de confianza y el recelo innato a considerar que no disponemos de mecanismos, sistemas, procedimientos, recursos humanos, tejido privado... capaces de hacer frente, en calidad colectiva de proyecto de Estado, al desafío generacional de mayores dimensiones visto en el último siglo.

Frente a ello, la presente obra trata de aportar, de sumar, de ofrecer instrumentos con los que podamos responder afirmativamente en el próximo lustro sobre el resultado de la encomienda que la Historia nos ofrece.

España es un país extraordinario con unas estructuras públicas y privadas capaces de dar respuesta efectiva al desafío que nos disponemos a afrontar.

Para ello es básica la colaboración público-privada, el diseño de proyectos tractores, la disposición de un conjunto de líneas basadas en la doble transformación digital y verde, la necesidad de alcanzar una cohesión social y reducción de brechas de género que permita poder afirmar que, por fin, de una gran crisis, de la gran crisis, nuestro país ha salido fortalecido.

La aplicación conjunta de principios iusnaturalistas y positivistas; de figuras públicas y privadas; de lugares de encuentro jurídico de diferentes Derechos; de las más solemnes proclamaciones garantistas de equilibrio en el ejercicio de prerrogativas y potestades, así como, de facultades y derechos, a la determinación en la consecución de los objetivos desde la óptica del tejido privado de nuestro país... aspectos que son tratados tras la aprobación y publicación del instrumento marco de medidas urgentes para la modernización de la Administración Pública y ejecución del Plan Nacional de Recuperación, Transformación y Resiliencia.

Por ello, el último Capítulo, basado en numerosas conclusiones de sus precedentes, aborda de forma pormenorizada las fórmulas que considero conveniente aplicar en un marco que denomino bajo la rúbrica del «Ordenamiento Jurídico de la Recuperación y Resiliencia», a fin de poner en común la potencialidad de todo nuestro Derecho.

La respuesta, como el desafío, debe ser histórica.








  La política de cohesión y los fondos europeos 








Capítulo II La política de cohesión y los fondos europeos


 La conformación del proyecto europeo ha tenido siempre, desde sus inicios, un ejercicio de reciprocidad entre la Unión Europea y los Estados Miembros.

Dos sujetos aportantes a una misma causa regidos por relaciones basadas en la correspondencia.

Dar y recibir. Ofrecer y acoger.

Resulta imposible sino comprender la construcción de una vieja idea de Unión de forma distinta a la de un crecimiento armónico, progresivo, paulatino y útil, fin último de toda política pública no ajena a la europea. Volveremos sobre esta idea inicial más adelante.

Un proyecto comunitario fundado en el generoso ejercicio de cesión parcial de soberanía nacional por parte de los Estados Miembros en favor del proyecto europeo.

Soberanía es identidad, cedida ésta todos los Estados adquieren, en mayor o menor medida, identificación y equivalencia respecto de las realidades distantes a kilómetros del centro de impulsión política de cada Estado, para acabar convirtiéndose en muchas ocasiones, en espejos reflejo de problemas, dificultades, debilidades, riesgos... pero también en oportunidades, desafíos, esperanzas y fortalezas.

Sentados por doctrina autorizada los principios que rigen la convivencia pactada de dos realidades, la nacional y la comunitaria, es cierto que dicho mecanismo ha funcionado de manera correlativa entre Estados y Unión.

Así, frente al principio de primacía del derecho comunitario su correlativo principio de autonomía institucional y procesal; frente al principio de efecto directo de la reglamentación comunitaria su antónimo contrapuesto de participación de Estados, y posteriormente Regiones, en el diseño e implementación del acervo comunitario; frente al principio de atribución de las competencias comunitarias observamos el principio responsabilidad del Estado Miembro en la observancia y cumplimiento del derecho europeo; o, finalmente, por no ser éste un trabajo destinado a realizar un análisis jurídico de los principios informadores del Derecho Comunitario el principio correlativo para ambos, la lealtad institucional.

En este contexto, la Política de Cohesión no ha sido ajena a los principios enunciados en el párrafo anterior, es más, diría yo que en muchos casos Cohesión ha ejemplificado de una forma notable la puesta en práctica de un complejo mecanismo de participación, dirigido y destinados por y para Instituciones diversas, con estructuras territoriales antagónicas desde el unitarismo de bandera al federalismo confeso, con diferentes niveles administrativos, repartos competenciales antagónicos, sensibilidades asimétricas, realidades heterogéneas, culturas administrativas distintas... la diversidad que inicialmente separa unida por una sola idea, converger.

Aquí está la clave, Cohesión es converger.

Cohesión es reducir las diferencias existentes entre economías, sociedades, territorios, estructuras públicas, tejidos privados... Cohesión es el instrumento por excelencia de crecimiento organizado, coherente, planificado, personalizado y, sobre todo, estructural.

Si por algo se caracteriza la Política de Cohesión y, a través o mediante ella, la utilización de los Fondos Europeos es tanto por lo que representa como, a partes iguales, por lo que no es.

Cohesión es dar respuesta, de manera estructural, a los retos que tienen las diferentes estructuras territoriales y sociodemográficas de un entorno físico en base a unas variables que actúan como elementos determinantes de las necesidades que pretenden ser cubiertas a través de la cofinanciación estructural.

Por el contrario, Cohesión huye del oportunismo, del momento concreto temporal, de la necesidad inmediata, de la financiación rápida y desordenada, de las prisas, de la satisfacción de una necesidad puntual, aislada, alejada de los desafíos que la unidad territorial presenta... existiendo mecanismos de financiación complementarios a los Fondos Europeos para fomentar la financiación de ideas y proyectos de naturaleza vertical o sectorial.

Ésta es la clave.

Comprender que a través de la Política de Cohesión, la Unión Europea, los Estados Miembros y las Regiones ofrecen un espacio financiero plurianual, basado en análisis y diagnósticos previos que permiten conocer las necesidades de la población, del territorio, de las empresas, de la planta administrativa, de los agentes sociales... esto es, de la sociedad.

Porque Cohesión y Fondos Europeos es diversidad.

Plantear una Política de Cohesión sin entender y aceptar lo anterior constituye el primer motivo para no continuar con la lectura de este libro.

Una diversidad distinta en sí misma entre los Estados Miembros, en un primer momento, y entre las diferentes Regiones y entes locales de un mismo Estado Miembro, en segundo término.

Heterogeneidad, diferencia, pluralidad, disparidad, diversidad, cohesión... Fondos Europeos.

Cohesión: de la Unicidad a la Pluralidad, supra e infra estatal

Como decíamos líneas anteriores, el proyecto comunitario se basa en la despersonalización del Estado como paso previo constituyente de un ente suprasoberano capaz de sobrepasar los límites territoriales, administrativos y políticos de todo orden interno.

El Estado entrega parte de su poder a una organización política basada en la reciprocidad para con éste, sustentada en la autoridad comunitaria y presente en el ejercicio político de cada unidad dotada de soberanía inicial.

La unidad se diluye para crecer.

Opinar lo contrario es inobservar décadas de desarrollo económico, social y territorial de los Estados, sus Regiones y entes locales adheridos progresivamente a la denominada Unión.

Sin embargo, Cohesión y los Fondos Europeos es eso, pero también es mucho más.

Los Estados unitarios, los Estados descentralizados, los Estados federales... cada cual con el régimen de descentralización política —decíamos— descansa parte de su soberanía en un proyecto común, en un objetivo compartido y una demanda histórica propia incesante.

La organización política y territorial deja paso a la realidad social.

Cohesión y los Fondos Europeos dan respuesta a las necesidades que, directa o indirectamente, las personas demandan. Es el fenómeno nacido de la Europa política a la Europa social, la Europa de las personas y los territorios.

Y, es, en ese momento, donde el proyecto supranacional comunitario encuentra su razón de ser. Pivota su existencia en la traslación de un poder único y originario a la realidad de los rincones territoriales donde Europa alcanza su plenitud como proyecto de integración.

Quedarnos en el mero desarrollo frío económico dejaría sin sentido un proyecto que va mucho más allá de los puntos y décimas de crecimiento bruto.

Cohesión representa la «escenificación» de realidades mesetas interiores y marinas, cadenas montañosas, zonas despobladas y «conhurbadas», áreas logísticas, núcleos sociales, personas desempleadas, estructuras inteligentes, colectivos en riesgo de exclusión... y así, infinidad de adjetivos que acompañan al sustantivo «Cohesión» y al verbo «converger» a través de la financiación de los Fondos Europeos.

Desde la incorporación de los Estados y, de conformidad con el Protocolo comunitario, en los Tratados de Adhesión de los diferentes Estados Miembros, éstos han intentado —con mayor desacierto que oportunidad a decir de verdad— representar los desafíos que la Política de Cohesión iba a tener que abordar de forma más o menos perentoria en cada Estado soberano cedente y, en consecuencia, de la utilización de los Fondos Europeos.

Así, los Estados han intentado influir en la configuración de la Política de Cohesión desde el mismo primer momento de su incorporación.

Anhelos históricos y reivindicaciones muy oportunas más que oportunistas han convivido en la configuración de una Cohesión basada en la diversidad de sus unidades territoriales determinadas, de sus Estados contrapuestos, de sus Regiones gemelas distanciadas en miles de kilómetros y, casi siempre, en la necesidad local de dar respuestas a las demandas de vecinos y ciudadanos, últimos perceptores de la Política de Cohesión.

Si tomáramos como ejemplo el Estado español debemos observar en primer momento como la estructura territorial del mismo da cabida, ad intra y ad extra, a la realidad comunitaria cofinanciada por la Política de Cohesión.

Progresivamente en el tiempo, el proceso descentralizador —derivado del auspiciado Estado descentralizable— ha configurado a España como un Estado unitario descentralizado territorial, política y administrativamente, donde junto con una colectividad estatal representada por el Estado coexisten centros de impulsión política basados en los principios de unidad constitucional, autonomía política, solidaridad, igualdad y principio dispositivo de los Estatutos de Autonomía.

Sin embargo, esta estructura lejos de dificultar la implementación y el desarrollo de la Cohesión en el Reino, apoyándose en ésta ha sido testigo de las décadas de mayor progreso económico, político y social coincidiendo con el desarrollo de un imberbe desarrollo de gobierno, asentada posteriormente y hoy indiscutible democracia constitucional.

De la mano de ambas, la Cohesión constitucional de España es el ejemplo paradigmático de un Estado con fuertes dificultades iniciales en su aperturismo internacional, con pequeña y débil voz en las instituciones europeas y, hoy, sin miedo podemos afirmarlo, enormes desafíos donde la soberanía y su modelo se jugaban mucho más que la instauración de un nuevo régimen político.

En juego estaba un modelo de convivencia que, con sus aciertos y sus errores, ha sido el marco jurídico, institucional, político, económico y social en el que las potencialidades de la Cohesión han multiplicado por factor diferencial un enorme efecto apalancamiento positivo a tener en cuenta respecto de la casilla inicial de salida.

Constitución y Cohesión han sido determinantes en el proceso de modernización del Estado.

La primera data de 1978, la segunda —con efectos jurídicos— desde el 1 de enero de 1986, fecha en el que el camino de convergencia económica y social, primero, y territorial tras Lisboa 2007, después, han caminado juntos para ofrecer un Estado moderno, innovador, atrevido, seguro de sí mismo, con una sociedad que ha superado no sólo sus miedos, sino que ha revertido la estructura económica, familiar y social en apenas tres generaciones.

Ha sido, sin duda, la etapa de mayor crecimiento como país que ha experimentado España en su historia. Y, sin augurios negativos aparte, no volverá a vivir otra igual. Sencillamente porque es imposible.

La modernización de las estructuras económicas; la implementación de las tecnologías de la información y comunicación en todos los sectores de desarrollo en escenarios de incesante cambio; el cambio en el campo: del olvido del sector primario al orgullo de pertenecer al mismo con unos productos en muchas ocasiones incomparables en el globo; el acceso sin pertenencia social al mundo universitario; los avances en escenarios de igualdad de oportunidades para mujeres y hombres; el régimen de exportaciones no ya a mercados sino al mercado mundial; la apertura de la Administración Pública; la Marca-País fuera de nuestras fronteras comunitarias (sí, las fronteras de España no empiezan y terminan entre Gibraltar y los Pirineos, van mucho más allá); la mejora e implementación de una red de infraestructuras físicas y energéticas envidiables; la consolidación de sistemas formativos que mejoran la empleabilidad de desempleados; los mecanismos para la inclusión social de aquellos colectivos con verdaderas dificultades para desarrollar un proyecto de vida... son innumerables los miles de ejemplos en los que la Cohesión europea de la mano de la Constitución Española han promovido y conseguido verdaderos cambios estructurales en nuestro país.

Cohesión constitucional de España.

Ahí está la clave de todo cuanto a nuestro alrededor ha multiplicado infinitamente la capacidad de mejora de un Estado cuanto menos considerado como un gran reto para la Cohesión, precisamente por lo diferente, variado, contrapuesto y diverso que es España.

Un Estado en el que coexisten grandes metrópolis y auténticos desiertos demográficos; pulmones industriales y zonas deprimidas económicamente; estratos sociales impulsados hacia la excelencia y colectivos con proyectos de vida en verdadero riesgo; zonas vertebradas y espacios sin ciudades tipo medio donde fijar y articular territorios y población de manera ordenada; auténticos tesoros marinos y pesqueros frente a hectáreas regadas de sequedad; zonas transfronterizas ricas en su bilingüismo, productos y gentes frente a espacios ya más bien cerrados hacia sí mismos como consecuencia de dificultades endógenas de desarrollo; barrios con más nacimientos que defunciones y un envejecimiento y «envejecimiento del envejecimiento» en ya demasiadas zonas de España que clama a gritos y llantos de una desertificación social un Pacto de Estado demográfico...

¿Cuántos países caben en España? Y, ¿en cuántos de esos países diferentes Cohesión ha representado oportunidad, espacio y futuro? La respuesta es sencilla, en todos y cada uno de ellos. Y, además, con un elemento muy relevante: la capacidad de adaptación de los Fondos Europeos de la Política de Cohesión para insuflar una bocanada de aire financiero tan imprescindible como necesaria y obligatoria en su recíproco compromiso. Posteriormente, en el marco de los sistemas de gestión y control, volveremos sobre esta idea.

El volumen financiero desplegado por Europa y acompasado por España en sus diferentes categorías (se explicará también más tarde) ha permitido ofrecer hoy una imagen de nuestro Estado, de nuestras Regiones y entes locales considerablemente distinta y notablemente superada en lo positivo en sus perspectivas iniciales desde 1986.

Líneas más arriba, de forma casi imperceptible, he señalado la capacidad de adaptación de una tipología de financiación comunitaria, los Fondos Europeos de la Política de Cohesión, que han convivido durante más de tres décadas con cambios y momentos históricos de todo tipo y condición.

Periodos económicos expansivos y etapas de crisis económicas incluso desconocidas han sido testigos privilegiados del impulso añadido a épocas de inversiones fundamentales de nuestra historia reciente, en algunos casos, o fuente financiera básica e indispensable para el desarrollo de todo tipo de políticas públicas.

Ejemplos de ellos los encontramos a cientos en las denominadas políticas inversoras de los Estados Miembros: líneas de fomento para la mejora y competitividad de las PYMES; inversiones en centros de investigación e innovación; extensión de servicios de banda ancha; lucha contra el cambio climático; líneas hacia la descarbonización de la economía; impulso de la economía circular; protección del medio ambiente; sistemas inteligentes de transporte...

O, bien, financiación para invertir en personas: impulso a la promoción, formación e intermediación de personas con dificultades en el mercado de trabajo; desarrollo de sistemas de inclusión social activa; políticas integrales para la acogida, inserción y convivencia de flujos migratorios; progreso para la condición de mujer y eliminación de las barreras sociales e institucionales que impidan el pleno desarrollo de la persona sin atender a su género; reducir el abandono escolar temprano; facilitar el aprendizaje de personas con discapacidad física, psíquica o sensorial; implantar sistemas duales de formación profesional para abordar el gran reto de la educación y la inserción del alumnado en un contexto más complejo pero también más abierto a oportunidades para perfiles apenas conocidos hace unos años...

Así, son diferentes y diversas las demandas auspiciadas por las Regiones y concretas y anheladas las demandas presentadas al Estado, sin perder la perspectiva de una Cohesión estatal, tan lógica como necesaria para el desarrollo armonioso de la unidad de Estado.

Cohesión ha sido testigo del tránsito llevado a cabo en este proyecto europeo.

De la Europa de los Estados a la Europa de las Regiones y de éstas a los entes locales.

De la unicidad a la pluralidad de una estructura de Estado que alberga un doble régimen político: la supranacionalidad y la descentralización.

Sin duda, un escenario que permite observar —desde la franqueza— con grandes dosis de optimismo, a la vista de los resultados obtenidos en estas tres décadas, como la convivencia de dos formas de entender el desarrollo de las comunidades sociales, económicas y políticas han convivido de manera exitosa en cuanto a las metas alcanzadas, de manera consensuada en la mayor parte de los procesos de toma de decisiones y, en definitiva, armoniosa para alcanzar ese crecimiento cohesionado y convergente que representa la Política de Cohesión.

Dos escenarios, dos tiempos, dos pasados, dos filosofías políticas alrededor de un sujeto político: el Estado.

Un Estado cedente en dos dimensiones complementarias.

Estado Supranacional a favor de un proyecto comunitario que, por atribución, asume competencias que tienden a armonizar los ordenamientos jurídicos nacionales de los Estados Miembros en pro del beneficio del Mercado Único Europeo y la consolidación de las libertades de circulación de personas, mercancías, servicios y capitales.

Una cesión del poder soberano para la creación de un proyecto europeo con Instituciones apoderadas para impulsar, pero también para controlar, supervisar y premiar o castigar, según los casos, el acierto o demérito de los diferentes Estados que han ido incorporándose en los diferentes procesos de ampliación comunitaria. Ceder para verse sometido, el Estado, a un derecho comunitario que ofrece espacios de oportunidad y, no hay que negarlo, impone obligaciones por la pertenencia al proyecto común.

Y, en segundo lugar, un proceso de descentralización política, territorial y social a favor de las Regiones-Comunidades Autónomas y Entes Locales que, bajo la bandera de la subsidiariedad ha permitido la programación y gestión de líneas de financiación que ha singularizado territorios, individualizado situaciones, diferenciado condiciones, preferido espacios y hasta discriminado positivamente los hechos diferenciales de un país plural y cohesionado.

La madurez institucional de un Estado, manifiestamente reconocido federal como es España, se mide en muchas ocasiones, por un lado, por la capacidad que tienen sus instituciones y agentes políticos, económicos y sociales de visibilizar los elementos que unen la diversidad y, por otro, por evidenciar las necesidades particulares, únicas y propias de territorios y personas sobre las que se ejerce la actividad política.

Y esto en España, debemos reconocer, no resulta sencillo.

Nuestro mapa físico y político se asienta sobre el reconocimiento constitucional de una preeminencia del Estado en la «tarea de Estado» de intentar y, según los casos, conseguir conciliar una pluralidad de demandas distintas en función del origen territorial en cada caso.

La tarea no es sencilla, si bien, el Estado dispone de poder de imperio y competencias funcionales para llevar a cabo semejante empresa.

Y he aquí donde el Estado ha encontrado un gran aliado a través de los Fondos Europeos y, en particular, los vinculados a la Política de Cohesión. Una fuente de financiación, pero, también y no menos importante, de modernización de las estructuras públicas y privadas de nuestro país, enarbolando la bandera de un europeísmo convencido que va a resultar fundamental en los próximos años para iniciar un período de recuperación que debe servir para obtener una metamorfosis de nuestras estructuras económicas, sociales y territoriales de la generación presenta y futura.
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            3.1. 

             Introducción

          


          Programar es crear. Crear de forma libre o condicionada.


          Como a continuación veremos, se trata de programar aquello que la vía reglamentaria europea deja expedita a Estados y Regiones de cara a imaginar una programación ad hoc, específica, singular a las características de dichas unidades territoriales y no, como pensamos que ocurre en muchas ocasiones, una programación dirigida, orientada y tutelada desde fuera, ajena a las necesidades del territorio de programación, simplemente con el objetivo de cumplir con los requisitos reglamentarios comunitarios que dejan poco margen, en ocasiones, para realizar una propuesta de programación más a la medida real que a la literatura de la norma.


          Definimos programación como el conjunto coherente, ordenado, sistemático e instrumental de fases y procesos que permite a un Estado o Región disponer de un instrumento de financiación comunitaria adaptado a las singularidades sociales, económicas y territoriales de éstos.


          La programación estructural de los Fondos Europeos de la Política de Cohesión tiene, como principal función, ejercer de función espejo respecto del sujeto político objeto de programación.


          En este sentido, como a continuación veremos, la programación traduce a las realidades de Estados y Regiones las previsiones reglamentarias comunitarias, curiosamente, en un ejercicio inverso de cualquier silogismo jurídico, supuesto de hecho y consecuencia jurídica.


          En este caso, la programación parte de la norma, del reglamento comunitario, para a través de su estudio y aplicación determinar cuáles van a ser los ejes y líneas de actuación del futuro instrumento de financiación llamado Programa Operativo.


          He aquí de entrada, una primera cuestión fundamental para la Política de Cohesión, la normativa comunitaria lo es para el conjunto de los Estados Miembros y Regiones que conforman, en cada momento, el proyecto político comunitario, es decir, se trata de un marco común que de forma progresiva, funcional y paulatina va a ir adaptándose para acabar conformando los Programas Operativos que serán cofinanciados a través del Fondo Europeo correspondiente.


          La relación entre Fondos y Programas la estudiaremos más adelante.


          

          

            3.1.1. 

             Reglamentación comunitaria: el origen

          


          Por tanto, prima facie, dos elementos relevantes antes de abordar el conjunto de tareas vinculadas a la programación estructural:


          1) «Reglamento Comunitario»


          Del conjunto de fuentes de Derecho derivado comunitario, la programación de la Política de Cohesión parte del Reglamento como fuente principal, de aplicación directa, sin necesidad de utilizar otro instrumento jurídico que requiera ser transpuesto o adaptado por parte de los Estados Miembros y, que, en consecuencia, constituye el marco normativo en base al cual va a construirse la programación comunitaria, amén de todas otras áreas vinculadas a la gestión, verificación y control, así como, evaluación de los Fondos Europeos.


          De esta forma, las instituciones comunitarias optan por la inmediatez jurídica evitando posibles causas que conllevaran el incumplimiento en la adaptación de los ordenamientos jurídicos de los Estados Miembros, buena parte de ellos de carácter compuesto y plural, con centros de impulsión política diversos y Parlamentos o Cámaras regionales competentes según distribución competencial propia, que derivase en un estado de desconcierto entre plena, parcial o nula depuración jurídica de sus ordenamientos, en definitiva, seguridad jurídica obtenida a través de la utilización de la vía reglamentaria comunitaria que despliega el conocido efecto desplazamiento material respecto de la norma interna nacional o regional.


          Diremos con carácter previo, aunque volveremos sobre esta idea, que la arquitectura normativa propuesta por la Comisión Europea, en un primer momento, y por el Consejo y Parlamento en el marco del procedimiento legislativo ordinario, posteriormente, va a estar compuesta por un paquete normativo en el que, junto con un Reglamento denominado de «disposiciones comunes», coexiste un Reglamento para cada tipo de Fondo Europeo, a fin de contemplar en el primero aquellas cuestiones que por ser común a todos y parte de ellos se eleva a un Reglamento general para, posteriormente, perfilar las singularidades de cada tipo de Fondo en un Reglamento específico.


          2) Reenvío reglamentario: de lo general a lo particular


          Como acaba de exponerse, el entramado normativo comunitario para la programación de la Política de Cohesión descansa en una piedra angular, el Reglamento de Disposiciones Comunes para, de manera inmediata, encontrar las aristas particulares de cada Fondo en un Reglamento específico y singular.


          Incluso, en ocasiones, como ocurre con la Cooperación Territorial, aunque sea un mismo Fondo Europeo (FEDER, por ejemplo) el que financie varios tipos de Programas Operativos (estatales o plurirregionales) cada uno de ellos dispone de un Reglamento propio, a fin de dar respuesta a las vicisitudes propias en cada caso.


          En consecuencia, con lo anterior, será el Reglamento propio de cada Fondo el que determine su ámbito, alcance, características, etc., para la fase de programación, esto es, qué objetivos, líneas y medidas —atendiendo a la categoría de Región— pueden resultar programados en el futuro Programa Operativo.


          

          

            3.1.2. 

             Del Derecho a la Causa

          


          Como hemos dicho, en el caso de la Programación comunitaria la fuente del Derecho europeo que va a determinar el curso posterior tiene carácter de aplicación directa, sin necesidad de ejercicios de incorporación jurídica a los ordenamientos nacionales de los Estados Miembros.


          «Bruselas», como onomatopeya institucional, se asegura, como decíamos líneas más arriba, una aplicación inmediata, sin atisbo de error en su transposición o incumplimiento por falta de tiempo, forma o fondo, en definitiva, a través de la vía reglamentaria asegura seguridad jurídica para el desarrollo de los instrumentos normativos y programáticos que dan cobertura a la Política de Cohesión.


          Sin embargo, el procedimiento a través del cual se diseña e implementa Cohesión representa uno de esos ejemplos donde es el Derecho el que se aplica a la Sociedad y no es ésta a la que se le aplica un Derecho demandado por la misma.


          Me explico.


          Tradicionalmente, la tarea legislativa siempre se ha visto en una doble encrucijada en función del orden causa/efecto entre origen y destino. Jurídicamente siempre se ha defendido que es la Sociedad la que «crea» el Derecho. No por el formalismo procedimental de las normas y su tramitación parlamentaria, sede de la titularidad de la soberanía, sino porque los ordenamientos jurídicos van adaptándose a causa de los cambios sociales, económicos y políticos de Estados y Regiones.


          Pocos, y muchas veces criticados por la Ciencia Política, son los ejemplos en los que el centro de impulsión política emana normas que orientan y condicionan la conducta social. Es entonces cuando el Derecho se aplica no a demanda social sino en ejercicio (legítimo) del legislador a través del impulso político y normativo llevado a cabo por el Poder Ejecutivo.


          Es, en este segundo grupo, donde se encuentra la normativa subyacente a la Política de Cohesión. La arquitectura normativa comunitaria despliega las «reglas del juego» para las fases de programación, gestión, verificación y evaluación y son los Estados y Regiones quienes vienen obligados a adaptar sus estructuras, procedimientos, funciones y sistemas de gestión y control para la salvaguarda del principio de «buena gestión financiera», anhelado por las Instituciones comunitarias y perseguido por las Administraciones Públicas territoriales, a fin de conseguir una ejecución armoniosa de los respectivos Programas Operativos.


          Quedarnos en este punto no sería del todo justo por cuanto parece que la normativa comunitaria «cae» como una losa sobre las propias Administraciones Públicas casi sin espacio de defensa, alegato o escapatoria alguna.


          Veámoslo de forma pausada.


          Los Reglamentos comunitarios que van a ofrecer cobertura jurídica a los Estados y Regiones en el desarrollo de los instrumentos necesarios para una correcta ejecución de la Política de Cohesión son normas legítimas, aprobadas por el Parlamento y Consejo y, amén de cumplir con todos los parabienes normativos, publicados en el Diario Oficial de la Unión Europea.


          Dicho esto, hay más trasfondo político y normativo lo que motiva, de lo contrario sería absurdo, haber abierto un apartado específico para abordar «Del Derecho a la causa», siendo «del Derecho» los Reglamentos comunitarios y la «causa» la consecución de una Cohesión social, económica y territorial.


          El motivo es sencillo. El poder de iniciativa o, incluso, de «Iniciativa de la Iniciativa» que los Tratados otorgan a la Comisión Europea en el marco del procedimiento legislativo ordinario colocan a ésta en un frontispicio institucional con una capacidad de orientar, condicionar y permitir según qué escenarios temáticos y funcionales nada comparables con el legítimo ejercicio del parlamentarismo comunitario. La razón es sencilla.


          Los Reglamentos comunitarios constituyen el pistoletazo de salida de todo período de Programación. En ellos se encuentran las reglas de funcionamiento del círculo vital de la Cohesión, esto es, el período de tiempo y cumplimiento de obligaciones que media desde la primera lectura del Reglamento hasta la primera solicitud de reembolso presentada por el Estado Miembro ante la Comisión Europea.


          Se regulan los roles y potestades que ejercerán durante un período plurianual las diferentes Autoridades de los Programas Operativos; el conjunto de deberes que asumen las Instituciones públicas para el despliegue las actuaciones cofinanciadas; los porcentajes de cofinanciación en función de la tipología de región que se trate; las condiciones habilitantes previas a disponer para la programación de los Objetivos Políticos y objetivos específicos de que se trate; los requisitos para la formación de unos sólidos sistemas de gestión y control; las medidas antifraude en el marco de riesgos operacionales; metodologías y combinaciones de simplificación; herramientas territoriales y temáticas singulares para el despliegue de la Cohesión... en definitiva, un entramado normativo —en ocasiones de compleja comprensión— orquestado por la Guardiana de los Tratados para construir una Cohesión centrada en la productividad y resultados de todo cuanto financia.


          Pues bien, todo ese elenco —ejemplificativo e ilustrativo, únicamente— es formulado por la Comisión Europea en sus propuestas reglamentarias y, diríamos en honor a la verdad, que únicamente perfilado por Parlamento y Consejo. El poder de influencia de la iniciativa reglamentaria recae en una exclusividad material casi aplastante a favor de la Comisión Europea.


          Una Comisión que despliega un menú de diferentes novedades en cada período de Programación a fin de ofrecer un espacio y marco jurídico estable, actualizado y atractivo respecto de la incorporación sistemática de nuevos conceptos, términos, procedimientos, papeles y obligaciones para con quienes se relacionan con la parte técnica de la Política de Cohesión.


          Y, todo ello, con carácter previo y de forma autónoma, es decir, un producto normativo reglamentario presentado a la «sociedad de la Cohesión» a fin de implementar los Fondos Europeos de los objetivos de cohesión económica, social y territorial.


          Unas propuestas que, a salvaguarda de los preceptivos trámites —decorativos en lo que a pretensión de cambios nos referimos— que emplaza a Comité de las Regiones y Consejo Económico y Social Europeo a formular propuestas de cambio en los respectivos dictámenes sobre las propuestas reglamentarias, llevan impregnadas el «sello Comisión», de ahí la dificultad de anhelar cambios en el procedimiento legislativo ordinario, testigo permanente período tras período, sin apenas incorporar cambios de calado respecto de la iniciativa reglamentaria presentada por la Comisión.


          Los reglamentos son Comisión.


          Para lo bueno y, también cómo no, para lo mejorable. Considero necesario no enfrentar términos que obstaculizan el desarrollo de una Política siempre constructiva, modernizadora del funcionamiento de las Administraciones y esperanzadora en cuanto a la mejora de áreas tan relevantes para el desarrollo económico, social y territorial como las que se despliegan al abrigo de Cohesión.


          Soportados en la fiabilidad de expertos en lo que al diseño de procedimientos y funciones se refiere, las propuestas reglamentarias acometen, en muchos casos, dobles saltos al vacío por diferentes razones.


          

            	

              -  En primer lugar, por el incesante incremento de figuras de enorme marcado técnico que afloran período tras período en los diferentes Reglamentos Comunitarios y que, bajo la bandera de la simplificación y la mejor regulación, traen consigo la necesidad de desplegar un volumen de recursos de aprendizaje en ocasiones desproporcionado para la implementación y ejecución de una Política que, recordemos, resulta complementaria e instrumental en el conjunto de las políticas públicas a desarrollar por Estados y Regiones.


            	

              -  En segundo lugar, por la eterna imposibilidad de mantener la terminología comunitaria de los Fondos Europeos en el marco de la Política de Cohesión un período de programación tras otro. Incluso, es más, en ocasiones, como ha ocurrido en el período 2014-2020 modificaciones profundas para el conjunto de los reglamentos que dan cobertura normativa a los Fondos respecto del período de programación inmediatamente predecesor.


            	

              -  Y, en tercer lugar, por la creación de mecanismos de trabajo alejados en exceso de la realidad jurídica de Estados y Regiones que deben acometer la actualización y revisión íntegra de sus sistemas de gestión y control habida cuenta del efecto desplazamiento material que los reglamentos comunitarios hacen respecto de la normativa nacional. En ocasiones, esos mecanismos de trabajo (véase las opciones de costes simplificados) requieren, para su efectiva puesta en marcha, de anualidades completas de trabajo de las diferentes Administraciones Públicas para asegurar un correcto funcionamiento y control de los mismos.


          


          Estas, y otras causas residentes en una burocracia comunitaria en ocasiones desbordante, dificulta la comprensión de una Política comunitaria trascendental en el desarrollo de Estados y Regiones y, no lo olvidemos, también para el propio proyecto comunitario.


          Dificulta, por un lado, y aleja, por otro. Veámoslo.


          Decimos que dificulta la puesta en marcha de los Programas por cuanto deben acometerse reformas jurídicas de calado en los sistemas de contratación pública y encargos a medios propios; regímenes de subvenciones públicas; convenios de colaboración, entre otros,... a fin de acomodar la realidad administrativa a las singularidades propias, específicas y exclusivas del derecho comunitario en la materia.


          Ello, además de conllevar una carga de trabajo importante en el arranque de cada período de Programación, desanima a las Instituciones públicas que hacen un verdadero esfuerzo de adaptación continua en sus funciones y procedimientos para asegurar la viabilidad técnica del ejercicio público en los Fondos Europeos.


          Y, aleja. Aleja mucho. Sociedad civil por descontado y Administraciones Públicas, en general, observan con distancia y recelo el volumen de obligaciones inherentes a la cofinanciación obteniendo, en sentido contrario, un efecto de rechazo derivado de los cambios continuos a acometer en el funcionamiento de administraciones, empresas, entidades sin ánimo de lucro, entidades colaboradoras... y cualesquiera otros sujetos que tengan toma de contacto con la cofinanciación comunitaria.


          Y, es, en este punto, donde la tecnocracia le ha ganado la partida a la política claramente.


          Los aparatos técnico-burócratas crean, de forma sistemática en el tiempo, verdaderos complejos jurídicos que producen, casi de manera automática, un efecto contrario al deseado, es decir, sujetos públicos y privados recelan del elenco de obligaciones asumidas, por ejemplo, por la participación de una empresa en un régimen de competitividad industrial, de una comunidad de propietarios en una convocatoria de eficiencia energética, de autónomos en la obtención de ayudas al autoempleo, de centros de formación en líneas de fomento de reciclaje o aprehensión de habilidades, de clúster en instrumentos de economía circular, de consorcios de investigación favoreciendo ecosistemas de I+D+i en régimen de colaboración público-privada, o, incluso, de personas físicas participantes de una operación cofinanciada en un régimen de itinerarios integrados de inclusión social... todas estas participaciones se enclavan en unos sistemas justificados como muy potentes desde la excelencia técnica y, sin embargo, son recelados por quienes participan, directa o indirectamente, de los Fondos Europeos en el marco de la Política de Cohesión.


          Un ejemplo evidente del impacto de estos duros entramados normativos y funcionales lo encontramos en la aplicación de metodologías de opciones de costes simplificados para determinados regímenes de ayudas públicas y subvenciones atendiendo a un umbral financiero que, tras su despliegue, ha conllevado el cambio de filosofía desde una política de cuenta justificativa de gasto real incurrido por el beneficiario de dicho régimen a una política de costes simplificados que pone el acento no en la factura sino en la metodología del cálculo del coste para medir si éste es coherente, justo, equitativo, verificable toda vez que va a recibir la cofinanciación de los Fondos Europeos.


          Obligatoriamente, Europa está abocada a la necesidad de replantear según qué escenarios que alejan a la población del funcionamiento y realidad de las Instituciones europeas, consecuencia inversa a la anhelada desde las instituciones comunitarias en un contexto de clara desafección de la ciudadanía que responde con su no participación en los procedimientos de concurrencia competitiva, de un lado, y en la negativa a asumir obligaciones derivadas de la condición de beneficiaria, por ejemplo, de una subvención cofinanciada por la Unión al conocer el volumen de requisitos y controles a los que se somete y considera desproporcionado en atención al volumen de ayuda a percibir.


          En definitiva, navegar por las frías aguas de los reglamentos comunitarios se convierte en todo un reto a superar teniendo en cuenta el entramado interno de difícil comprensión que, como digo, conlleva varios efectos:


          

            	

              (i)  Necesaria adaptación de los sistemas de gestión y control de las Administraciones Públicas, lo que se traduce en la inversión ingente de tiempo en proporción al coste-beneficio obtenido por los destinatarios últimos de la ayuda comunitaria;


            	

              (ii)  Distancia la Política de Cohesión de la ciudadanía, al percibir ésta la gestión comunitaria como una empresa de difícil comprensión;


            	

              (iii)  Aleja la Política de Cohesión de las Administraciones Públicas que, lejos de impulsar útiles procedimientos de reforma administrativa para el conjunto de los haberes públicos en el despliegue de nuevos servicios y formas públicas cofinanciadas conlleva, sin embargo, una dedicación desproporcionada medida en unidades de tiempo del ejercicio público para asegurar el retorno financiero que precede a la ejecución del gasto.


          


          

          

            3.1.3. 

             Significado del binomio «Categoría de Región y Concentración Temática»

          


          Se trata éste de un aspecto fundamental.


          Enlistado el conjunto de Objetivos Políticos y, a través de ellos, unidades menores denominadas objetivos específicos, programables en el Reglamento Comunitario sobre Disposiciones Comunes, será el Reglamento de cada Fondo el que, bien por una decisión de naturaleza política motivada en los Considerandos de los Reglamentos o, en función del tipo de Programa Operativo y Región de que se trate, permita la programación o condicione ésta, como a continuación veremos.


          Así, dos son los elementos que confluyen en un primer momento:


          - Categoría de Región: la Política de Cohesión arraiga su proyección en la consecución de unos objetivos que coadyuven, junto al resto de políticas comunitarias, a la cohesión económica, social y territorial de Europa tomando, como referencia territorial, el concepto de categoría de región.


          Triple es la clasificación que formulan las disposiciones reglamentarias para encuadrar a las regiones comunitarias en el mapa de Cohesión en función de la posición que su PIB/per cápita ocupe en relación con el PIB medio de la Unión Europea: regiones más desarrolladas, regiones en transición o, en último término, regiones menos desarrolladas.


          Los diferentes periodos de programación han ido moviendo, al alza o a la baja, las horquillas utilizadas para encuadrar a las Regiones teniendo en cuenta la situación económica previa al inicio de cada Marco Financiero Plurianual. Detrás de dichas horquillas y de sus porcentajes se esconde, evidentemente, la intencionalidad política (sin acento negativo) de orientar el destino temático y financiero de los recursos comunitarios a las diferentes categorías de región mapeando, de esta forma, la Política de Cohesión y predeterminando aspectos fundamentales, tales como, la elegibilidad de las actuaciones a programar, así como, el porcentaje de cofinanciación al gasto ejecutado por las diferentes unidades territoriales.


          Por tanto, categoría de región es un anclaje básico en el diseño de la Cohesión comunitaria.


          Pues bien, sentado lo anterior, en función de si nos encontramos ante una región más desarrollada, en transición o menos desarrollada, la capacidad e intensidad —en derecho y deber— se verá aumentada o disminuida en unas regiones u otras.


          Como hemos apuntado, la consecuencia inmediata es básica: la libertad para programar las futuras actuaciones objeto de cofinanciación va a verse ampliada o restringida en función de la unidad territorial que estemos estudiando en el marco de cada categoría de región y, posteriormente, Programa Operativo.


          La formulación de criterios para determinar el PIB/Estatal o regional en relación con el PIB/comunitario no ofrecen una realidad ajustada a la certeza social y territorial del ámbito de intervención de los Programas Operativos.


          Como ocurre en otros sistemas de cálculos de riqueza y/o necesidades de gasto (véase, a modo de ejemplo, el sistema de financiación autonómica) éstas se desvirtúan por el aislamiento exclusivo, con retoques estéticos en las fórmulas, hacia las variables macroeconómicas al presente de los Estados y Regiones, principalmente en estas últimas.


          Veremos en el presente capítulo de qué forma la realidad económica, social y territorial de Estados y, sobre todo, de Regiones resulta especialmente distinta a las grandes cifras y variables (conocidas, como el Método Berlín) dispuestas para realizar el cálculo y, en consecuencia, ubicar a un determinado territorio en una u otra categoría de región, con lo que ello representa.


          - Concentración temática: como puede deducirse de su propio enunciado, la concentración temática anhela la optimización, a través de rendimientos de escala, de unos Objetivos Políticos a programar en detrimento de otros.


          Si bien en el Reglamento sobre Disposiciones Comunes encontraremos el listado de Objetivos Políticos aplicables a cada Marco Financiero Plurianual y, a través de éste, a la rúbrica de Cohesión, Valores y Resiliencia, como antes hemos adelantado, la pertenencia de una Región a una determinada «categoría de región» conllevará que los esfuerzos por programar el Plan Financiero de cada Programa Operativo quede circunscrito, en mayor o menor medida, a tan sólo unos Objetivos Políticos concretos, dejando escaso margen a la libertad de elección.


          E, aquí, un primer elemento básico y fundamental en la tarea de Programación.


          La concentración temática prácticamente limita y encorseta el «arte de crear» con el que comenzábamos esta Introducción. Así, el potencial listado de Objetivos Políticos y Objetivos Específicos va a verse reducido de manera progresiva conforme atendamos a Regiones más desarrolladas, compensados en el caso de Regiones en transición y ampliado en el caso de Regiones menos desarrolladas.


          El acordeón de la Programación parte del concepto de «Categoría de Región» para estirarse o encogerse en función de la ubicación de cada Región en el mapa de cada Marco Financiero Plurianual.


          Sin embargo, curiosamente, nada más lejos de la realidad cumple esa función reflejo en la Política de Cohesión. La vis atractiva de grandes capitales regionales, corredores comerciales, ubicaciones geoestratégicas, son elementos que desvirtúan la realidad y aleja la Política de Cohesión de las Regiones, sobre todo, aquellas con una relevante extensión territorial y escasa vertebración de la estructura sociodemográfica.


          La intensidad en la Programación de algunos Objetivos Políticos en base a la medición de la «falsa riqueza regional totalizada» auspiciada únicamente por uno o varios municipios en un gran y vasto territorio afea la función de Cohesión de esta Política, al tratar a la Región —en algunos casos— como si de un magnífico Sillicon Valley se tratara cuando atendemos a territorios con zonas geográficas más cercanas, en cuanto a la dotación de servicios públicos y espacios de oportunidades, a los Estados de reciente incorporación a la Unión Europea en lo que a los elementos de cohesión económica, social y territorial, esto es, las tres ramas de la Política en cuestión a los que nos referiremos continuamente.


          Y, esta cuestión, debe llamarnos poderosamente la atención.


          Gran parte de las dificultades para hacer real y efectiva la programación traen causa de una predisposición a una Programación desvertebrada, incoherente y carente de fidelidad a los desafíos reales respecto de los Objetivos Políticos dispuestos a programar y los objetivos sociales, económicos y territoriales para los que Cohesión intenta dar respuesta.


          Asimismo, esta cuestión no sólo vincula al número de posibles Objetivos Políticos a incorporar a programación y el porcentaje de concentración temática que deben cumplir un número determinado de ellos, sino que, posteriormente, dificulta de manera notable el ritmo de ejecución de los Programas Operativos al disponer un volumen de senda financiera notable en contadas áreas, escaso margen para seleccionar los órganos gestores adecuados competencialmente para tal causa y, en consecuencia, el cumplimiento último de todo Programa, a fin de obtener uno de los elementos más codiciados en la perspectiva hacendística de la Política de Cohesión, esto es, el retorno financiero comunitario en atención a la tasa de cofinanciación que se disponga para cada Periodo en función de la «categoría de región».


          Veamos, a continuación y por separado, una breve explicación de lo que acabamos de apuntar, esto es, de cómo el número de Objetivos Políticos programables acaban concretándose en tan sólo unos pocos objetivos específicos, pudiendo, en consecuencia, condicionar el normal desarrollo de un Programa Operativo en base a los requisitos ex ante de Programación.


          Para ello, diferenciaremos dos grandes escenarios:


          

            	

              (i)  Regiones con un mayor nivel de desarrollo y, en consecuencia, abocadas a la selección de un número reducido de Objetivos Políticos y objetivos específicos que dotan de un elevado grado de concentración temática al Programa Operativo; o,


            	

              (ii)  Regiones con un menor nivel de desarrollo y, a contrario, habilitadas para la programación de un número de Objetivos Políticos y objetivos específicos programables mayor.


          


          A saber:


          A) Reducido número de Objetivos Políticos y Objetivos específicos con un peso financiero muy relevante en el Programa Operativo: este supuesto responde, sin duda alguna, a las regiones consideradas como «más desarrolladas», es decir, aquellas cuyo PIB/regional se encuentra por encima del umbral marcado por el Reglamento para definir y delimitar a las «regiones ricas».


          Los porcentajes han ido variando a lo largo de los diferentes periodos de programación (más del 90% PIB-regional/PIB-comunitario en el período 2014-2020 o más del 100% PIB-regional/PIB-comunitario) sin modificar el fin último de dicho cálculo: pintar en el mapa de los Estados a las regiones que más contribuyen a la riqueza nacional, esto es, las denominadas regiones locomotoras de la economía nacional y la renta per cápita.


          El resultado más inmediato se visibiliza en tres características propias de los Programas Operativos de dichas regiones:


          

            	

              a. 

              Elevado porcentaje de concentración temática, es decir, muy pocas líneas van a representar el mayor volumen financiero en el Programa Operativo;


            	

              b. 

              Escaso margen institucional en el ámbito de las Administraciones Públicas para la selección de los órganos gestores responsables del desarrollo del Programa Operativo: a nadie se le puede escapar que, para el desarrollo de las actuaciones incluidas en los Programas, deben ser seleccionados aquellos Departamentos o Consejerías competentes por razón de materia, principio básico de nuestro Derecho Administrativo que hace descansar en la Teoría de la Competencia del órgano el ejercicio de funciones públicas.Pues bien, llevado este principio fundamental de las organizaciones administrativas a la Programación de la Política de Cohesión, nos encontramos con el resultado de que serán unos pocos los «elegidos» para el desarrollo de los planes financieros.

Arma de doble filo que suele conllevar más riesgos que certidumbres.

Me explico.

Concentrar las sendas financieras en unos pocos gestores por razón de materia ayuda al desarrollo del Programa en el sentido que resulta más funcional porque evita la dispersión institucional en la gestión de los Fondos Europeos, por un lado, pero se juega a unas pocas cartas el éxito en la medición del rendimiento productivo y financiero del mencionado Programa.

En consecuencia, la elevada concentración temática para las regiones consideradas como «más desarrolladas» titula a unos pocos órganos gestores como los potenciales protagonistas en la gestión y ejecución del Fondo comunitario que financia el Programa Operativo.




            	

              c. 

              Baja tasa de cofinanciación: decíamos líneas más arriba que uno de los objetivos primigenios de la Política de Cohesión, desde la perspectiva hacendística, era, precisamente, obtener el retorno financiero de la tasa de cofinanciación.Pues bien, nos encontramos en este particular, con las tasas de cofinanciación más bajas de la Política de Cohesión para aquellos Programas Operativos cuyas regiones ostentan la condición «de regiones ricas» hasta el punto, como evidencia el Reglamento Comunitario de Disposiciones Comunes para el período de programación 2021-2027, que dichas regiones sean aportantes netas, es decir, que la tasa de cofinanciación no sea un reparto a mitades iguales sino que dichas Regiones soporten en sus presupuestos una tensión presupuestaria mayor que el ingreso a retornar, es decir, que las regiones más desarrolladas soporten más peso financiero en el desarrollo de sus Programas Operativos que la propia Unión Europea.

Es éste un hecho inédito en la historia de la Política de Cohesión.




          


          B) Elevado número de Objetivos Políticos y objetivos específicos con un peso financiero más repartido en el conjunto del Programa Operativo: por delante vaya una reflexión previa.


          El carácter de la reglamentación comunitaria para este tipo de regiones es volitivo, es decir, puede una región con menos recursos concentrar al mismo nivel que una región más desarrollada, si bien, como veremos, no ocurre en la práctica toda vez que las regiones con menos recursos disponen de justificación suficiente para motivar la programación amplia en un número elevado de Objetivos Políticos y objetivos específicos a fin de poder atender sus numerosas necesidades.


          Si entendemos, como quiera que es mi opinión, que la Política de Cohesión tiene que ser una política instrumental y orientativa para el conjunto de Estados y Regiones que debe ofrecer ámbitos temáticos de nuevo impulso e inversión, esta segunda opción define mucho mejor el ejercicio que la Cohesión representa para las unidades territoriales.


          Veamos las causas por las que enuncio tal afirmación:


          

            	

              a. 

              Cohesión como instrumento, no como finalidad: a nadie se le puede escapar que, a través del presupuesto destinado a Fondos Europeos, ninguna Administración Pública ataja problemas que, como dijimos en la introducción, presentan carácter estructural, es decir, problemas y dificultadas congénitas a la realidad del propio Estado o Región.Por tal motivo, la Cohesión es un instrumento que permite, junto con otro elenco de políticas públicas con reflejo presupuestario, mitigar el impacto negativo que determinadas debilidades llevan a horadar el crecimiento económico, político y territorial.

Consecuencia con lo anterior, a través de una Programación más amplia, Estados y Regiones pueden impulsar el apoyo cofinanciado a un mayor número de necesidades.

La diferencia entre el impacto financiero de «máxima concentración» y «concentración coherente» a las necesidades de las unidades territoriales no supone atajar problemas endémicos.

Las necesidades superan en mucho las disponibilidades presupuestarias por lo que, no siendo finalista la Cohesión, sí es un instrumento mucho más útil y visible al apoyar a un número mayor de amenazas detectadas.




            	

              b. 

              Cohesión como política orientativa, de proyectos piloto: a mi modo de ver, uno de los grandes retos de la Política de Cohesión en el proceso de mejora y desarrollo de Estados y Regiones es, precisamente, conseguir que a través de la cofinanciación comunitaria, la Cohesión lidere objetivos y ámbitos materiales que, hasta su intervención, pasaban inadvertidos en el diseño e implementación de políticas públicas.


          


          En consecuencia, Cohesión moderniza e innova los catálogos prestacionales de las Administraciones Públicas pretendiendo, y consiguiendo en muchos casos, abrir líneas de actuación que posteriormente han venido contando con financiación pública (y privada), es decir, políticas que han venido para quedarse.


          Éste es un elemento fundamental para la justificación de la necesidad de invertir en Política de Cohesión que, apoyada en la cofinanciación, ofrece a las Administraciones territoriales nuevas áreas demandadas por la sociedad o, en su caso, orienta a ésta en el desarrollo de su proyecto económico, social y territorial, esto es, más Cohesión.


          E, aquí, que causa y consecuencia responden a un mismo silogismo.


          La concentración temática como oportunidad y condición, según su peso en la Programación, que auspicia mejorar las condiciones de vida de los ciudadanos, fin último de cualquier política pública que no resulta ajena a la Política de Cohesión.


          

          

            3.2. 

             Elementos de la programación estructural de los Fondos Europeos

          


          

          

            3.2.1. 

             Cohesión: Regiones, zonas y desventajas

          


          Como hemos podido comprobar en la Introducción al presente Capítulo relativo a la Programación Estructural de los Fondos Europeos en el marco de la Política de Cohesión, la piedra angular en todo proceso de Programación parte del tipo o de la condición de región que el ente territorial ocupa dentro del mapa regional comunitario.


          El ejercicio estructural de los Fondos Estructurales y de Inversión Europeos parte del pórtico de entrada de los objetivos establecidos en el artículo 174 de Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.


          El mencionado precepto se explica en términos de desarrollo armonioso, refuerzo de la cohesión económica, social y, de forma novedosa desde la aprobación del Tratado de Lisboa, territorial. Este es, sin duda, uno de los grandes avances en la definición del pilar financiero de la Política de Cohesión, es decir, los Fondos Estructurales y de Inversión Europeos.


          Apellidar «territorial» a la clásica cohesión económica y social permite acoger al elemento físico del desarrollo de las políticas públicas cofinanciadas. Es sobre el territorio donde se produce el desarrollo económico y social de los proyectos políticos y, sin embargo, hasta el alumbramiento de la norma de Lisboa, la cohesión carecía del elemento más primario, arcaico y básico sobre el que se desarrollan las políticas públicas: el elemento territorial.


          Admitida la necesidad de que la Cohesión, además de ser tratada desde una premisa económica (dada la vieja y anhelada idea de convergencia), lo fuera social (las políticas resultan un sinsentido sin el elemento personal colectivo común a todas ellas, la sociedad), carecía de toda lógica dejar de lado el elemento prosaico, si se me permite la expresión, y también más visible en los avances de Cohesión.


          Anticipamos en la Introducción del presente libro los efectos visibles de la Política de Cohesión y afirmamos, ahora, que los mismos resultarían infructuosos sin el impacto físico en el territorio.


          Desde las antiguas infraestructuras físicas, las comunicaciones de cemento y las inteligentes vertebradoras de los territorios, la extensión de la banda ancha, las políticas de conservación del medio natural, la descontaminación de zonas afectadas por verdaderos desafíos medioambientales, la lucha contra el cambio climático, la reducción de la emisión de gases de efecto invernadero, la transición hacia una economía baja en carbono o, entre muchas otras, la protección del patrimonio cultural, tienen un elemento común sobre el que actúan para conseguir el progreso y desarrollo económico y social; el territorio.


          Celebramos, por tanto, que Cohesión acoja, por fin, un elemento tan básico como olvidado en las grandes rúbricas de la Política Comunitaria, aquella que, partiendo de la base territorial lo modela para hacerlo más accesible a través de la inversión para reducir las distancias físicas de territorios invertebrados por naturaleza; lo adapta para hacerlo atractivo a través de la inversión pública y privada; lo conecta con otras realidades distantes a la vista; lo moderniza para encontrar nuevas formas de desarrollo coherentes con los desafíos de una «sociedad sostenible»... en definitiva, alabamos que Cohesión, en lo que pudiera entenderse como una «vuelta a sus orígenes» tenga, entre sus objetivos de cohesionar económica, social y, ahora sí, territorialmente el proyecto comunitario.


          Resulta curioso, además, como posteriormente veremos que el advenimiento de «lo territorial» lo realicen los Reglamentos Comunitarios desde una perspectiva reivindicativa exigiendo, en consecuencia, que el territorio sea tomado en consideración hacia una Política de Cohesión ajustada al mismo y apartándose del resultado estadístico de la «categoría de región».


          Volveremos sobre ello más adelante.


          Prosigue el mencionado artículo 174 TFUE que «La Unión Europea se propondrá, en particular, reducir las diferencias entre los niveles de desarrollo de las diversas regiones y el retraso de las regiones menos favorecidas».


          Varios son los elementos a tener en cuenta de dicha cita en el marco del presente epígrafe:


          

            	

              1)  En primer lugar, el carácter voluntarioso, instrumental y medial del encargo del Tratado a la propia Unión. «Propondrá» es una dicción que esconde verbo y forma verbal. Me explico.Digo que esconde verbo porque el Tratado verbaliza a la Cohesión como un objetivo-propuesta. Evita el legislador comunitario la utilización de otros verbos que podrían haber arrancado unos compromisos de más altas cotas, tales como, «asegurará», «garantizará», «cerciorará»... por tanto, un verbo que invita a todas las instituciones comunitarias, bajo tutela de la Comisión Europea, al propósito común del desarrollo económico, social y territorial de la Unión.

Y digo que esconde forma verbal porque futuriza de manera instrumental el conjunto de medidas que van a dar forma a la intervención comunitaria en la materia. El Tratado, de esta forma, encomienda a la Unión un compromiso institucionalizado de forma conjunta para todos los actores políticos comunitarios y, además, como un propósito propio, hecho suyo, «La Unión Europea se propondrá». Prosigamos.




            	

              2)  En segundo lugar, encontramos el hecho diferencial de la Política de Cohesión por antonomasia. Cohesión es converger decíamos en las primeras líneas del presente Libro. Y lo es, dicha convergencia alcanza su plenitud, en particular, para reducir las diferencias entre los niveles de desarrollo de las diversas regiones y el retraso de las regiones menos favorecidas. Varios elementos a tener en cuenta al respecto:
	
a.  La Unión admite y reconoce la existencia de hechos diferenciales en un proyecto, el europeo, enarbolado en la armonización institucional y jurídica del mismo. Resulta curioso que Europa, como proyecto, haya partido siempre de un anhelo tan antiguo como el continente, disponer de unas reglas comunes, unos marcos fijos y de plena aplicación al conjunto de Estados y Regiones, unos órdenes jurídicos que permitieran el desarrollo de las libertades comunitarias y coadyuvaran a la consecución del mercado interior.Sin embargo, Cohesión rompe los parámetros clásicos para admitir hechos diferenciales, para acoger la diversidad de su proyecto para, en definitiva y «en particular» admitir que las regiones de Europa parten de diferentes niveles de desarrollo, es decir, que el proyecto homogéneo debe acoger la diversidad de un territorio tan dispar en su propio desarrollo.



	
b.  «(...) y el retraso en las regiones menos desarrolladas», para cerrar el propósito comunitario sobre el resultado de la renta per cápita de los territorios a través de la medición del PIB regional en comparación con la media del PIB comunitario para redoblar esfuerzos en las denominadas regiones menos desarrolladas.Admitido el objetivo de intensificar la inversión en estas regiones (inmemorial en el tiempo), hoy podemos afirmar sin riesgo a equivocarnos que es éste uno de los elementos donde mayor capacidad de recorrido presenta la Política de Cohesión puesto que hay verdaderas asimetrías internas dentro de los territorios de las regiones que desvirtúan, por completo, la realidad económica, social y territorial, alejando los objetivos perentorios de una gran parte de las regiones comunitarias de los objetivos atendidos por Cohesión dado el desdibujo al que avoca «la categoría de región», caracterizada por hechos diferenciales internos y heterogéneos.

El caso de España es palmario no sólo entre las regiones más desarrolladas sino, también y de forma agravada, en las regiones en transición, sometidas unas y otras a una programación estructural que desatiende desafíos inherentes a la condición de toda región, porque Cohesión es converger, también internamente dentro de las regiones.








          


          Más diferencias encontramos de la lectura proseguida de la norma cabecera de la Política de Cohesión económica, social y territorial.


          Así, continúa el Tratado afirmando que «Entre las regiones afectadas se prestará especial atención a las zonas rurales, a las zonas afectadas por una transición industrial y a las regiones que padecen desventajas naturales o demográficas graves y permanentes como, por ejemplo, las regiones más septentrionales con una escasa densidad de población y las regiones insulares, transfronterizas y de montaña».


          Vayamos despacio.


          En primer lugar, el Tratado reconoce sin ambigüedades la negativa afectación, por diversas causas, que presentan determinadas regiones afectadas. No sólo es un logro dicho reconocimiento sino que, de seguido, la Unión asume la necesidad de prestar especial atención a una serie de regiones afectadas, numerus clausus, por determinadas tipologías de patologías inherentes a las propias regiones.


          En segundo lugar, como acabo de adelantar, porque es el Tratado el que positiviza los supuestos en los que la Unión Europea debe prestar especial atención, a saber:


          

            	

              a)  Zonas rurales;


            	

              b)  Zonas afectadas por una transición industrial;


            	

              c)  y regiones que padecen desventajas naturales o demográficas graves y permanentes como, por ejemplo, las regiones más septentrionales con una escasa densidad de población y las regiones insulares, transfronterizas y de montaña.


          


          Bienvenida sea la diversidad, el reconocimiento de hechos diferenciales de determinadas regiones y necesidades acuciantes a combatir a través de la Política de Cohesión.


          Sin embargo, y antes de analizar la tipología bendecida por el Tratado, un aspecto que resulta relevante destacar: el Tratado reconoce no solamente la existencia de regiones afectadas por fenómenos físicos o personales de carácter negativo sino, que, admite que determinadas zonas insertas dentro de la «categoría de región» reciban un tratamiento diferencial y discriminatorio positivo en el marco de la Cohesión.


          Hecho relevante, trascendental y que debe ser oído y leído en las propuestas reglamentarias de la Comisión Europea, en un primer momento, y cristalizado en el Diario Oficial de la Unión Europea al término del procedimiento legislativo ordinario.


          La letra debe acompañar, de una vez por todas, a la música que retumba en las Instituciones Comunitarias hace ya unas cuantas décadas. Ya no hay motivo para no atender demandas singulares, específicas y perentorias de regiones y sus zonas, afectadas por la ruralidad o la transición industrial.


          Regiones y zonas, interesante matiz a tener en cuenta en la Programación estructural de los Fondos Europeos. La forma en la que se puede plasmar la letra comunitaria es diversa. La veremos posteriormente.


          Y, tras las zonas, las Regiones, abriendo un supuesto base (desventajas naturales o demográficas graves y permanentes) caracterizado, como ejemplo, en las regiones más septentrionales con una escasa densidad de población y las regiones insulares, transfronterizas y de montaña. Vayamos por partes dado que hay aciertos pero también olvidos.


          a) En primer lugar, debe considerarse un acierto el empleo del término «desventaja». La razón es sencilla. Las desventajas naturales o demográficas son eso, desventajas, no elementos de imposible restitución que impidan ser vencidos.


          Sería ilógico lo contrario, precisamente, en el marco de una Política Comunitaria que parte de las deficiencias para acometer su solución. Por tanto, acierto comunitario en el concepto que acuña el Tratado para abrir la necesidad de intensificar las tareas de Cohesión en aquellas regiones afectadas por dichas desventajas, que deben serlo además, graves y permanentes.


          b) En segundo lugar, y reconocido el acierto del legislador en el empleo del término «desventaja» que, admitiendo una dificultad relevante no da la causa por perdida considero que elevar a categoría de Tratado la utilización de «ejemplos de ubicación física» es una desconsideración al resto de regiones que presentan las mismas patologías que aquellas que el Tratado se encarga de recordar.


          Por todos es sabido que el ordenamiento jurídico comunitario, tanto originario como derivado, debe leerse en términos de unidad. Por tanto, utilizados los Tratados de Adhesión de los Estados más septentrionales para dar cabida, en dicho momento y forma, a la obtención de unas ventajas financieras para dar respuesta a unas desventajas socio-demográficas parece, lo es, redundante y premeditado intentar a través del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea volver a ratificar, posicionando a estas regiones en un lugar preferente a tenor de la literalidad del Tratado.


          Es por ello que, tras el acierto léxico de la desventaja y el previsible aplauso jurídico de intentar abrir supuestos o condiciones para la obtención de un trato discriminatorio y positivo en el marco de la financiación de la Política de Cohesión, afea muy mucho el intento de asegurar, a nivel de Tratado, la apertura de una nueva línea de trabajo que, en fondo, ha recibido los parabienes de Estados y Regiones.


          Los Tratados son para todos los Estados Miembros y Regiones no sólo para determinadas zonas geográficas ya de por sí afianzadas en posiciones políticas más adelantadas que el resto.


          c) Y, en tercer lugar, la casuística. Tasar listas cerradas, en Derecho, siempre resulta peligroso. Y si hablamos de Derecho Comunitario, habida cuenta que la Unión vive en la diversidad, lo es mucho más. Sin embargo, considero que la baja densidad de población (hecho abierto de facto a muchas otras regiones que las «más septentrionales»), las regiones insulares, transfronterizas y de montaña, constituye un cajón de sastre que habilita al legislador comunitario para un profuso y más detallado desarrollo reglamentario, como así ha ocurrido.


          El ejemplo más paradigmático tiene que ver con la «baja densidad de población» que el Reglamento destinado a la regulación del Fondo Europeo de Desarrollo Regional para el período 2014-2020, acoge por reenvío «recepticio» del Reglamento sobre disposiciones comunes, al cifrar en menos de 50 habitantes por kilómetro cuadrado las regiones afectadas por esta desventaja.


          Como vemos, la propia técnica normativa comunitaria permite sin necesidad de elevar a la categoría de Tratado la regulación de un aspecto determinado, singularizar un aspecto general o, finalmente, delimitar la aplicación de lo enunciado por una norma superior, véase el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea o, una norma funcionalmente mayor, como lo es el Reglamento sobre Disposiciones Comunes a los Fondos FEDER, FSE+, FEMP o, entre otros, Fondo de Cohesión.


          Sin embargo, el Tratado no resuelve, y tampoco lo hace la arquitectura normativa de la Política de Cohesión, qué ocurre con una casuística tan real y variada como la propia Europa: la concurrencia en una misma Región de desventajas naturales o demográficas graves y permanentes, que sean, al mismo tiempo, insulares y/o transfronterizas y/o de montaña. Se reseña esta cuestión dado que la orografía comunitaria acoge decenas de ejemplos de lo antedicho.


          Ejemplo de ello, sólo a modo de ejemplo por razones obvias, lo presenta la Región de Aragón, afectada por tres desventajas de las enunciadas por el Tratado, a saber:


          

            	 ∘ Región con desventaja demográfica derivada de la «baja densidad de población», con una media —en el conjunto de la región— de 27,2 habitantes por kilómetro cuadrado, según Eurostat. Por tanto, desventaja cumplida. De igual manera que la Región presenta zonas caracterizadas por auténticos desiertos demográficos, en los que la densidad demográfica apenas alcanza los 8 habitantes por kilómetro cuadrado. Por tanto, desventaja cumplida doblemente.


            	 ∘ Región transfronteriza con una impronta relevante. El Reino de España se abre a Europa, entre otras regiones, a través de Aragón, la Región con mayor despliegue territorial de los prehistóricos Pirineos, marca física de la Marca España. Por tanto, desventaja cumplida.


            	 ∘ Región de montaña, a través de dos importantes accidentes geográficos, como lo son los Pirineos y sus valles y el Sistema Ibérico. Por tanto, desventaja cumplida.


            	 ∘ Región con numerosas zonas rurales, gran parte de ellas sedientas de cohesionar con el resto del territorio, hecho singular y diferencial que se cifra en que más de la mitad de la población de la Región se encuentre censada en un único municipio. Hecho diferencial comunitario. Por tanto, desventaja cumplida.


          


          En definitiva, y enunciada la casuística de la Región de Aragón, replicable poliédricamente por otras tantas regiones europeas, la Unión se enfrenta al reto de acomodar la Política de Cohesión a las singularidades del territorio, toda vez superadas la dimensión económica y social de la citada Política.


          Hacer lo contrario, además de un grave incumplimiento del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea convertiría en ficción jurídica lo que es una realidad apremiante acometer, la Cohesión de las Regiones y sus zonas afectadas por desventajas naturales o demográficas graves y permanentes.


          Cohesión con mayúsculas y en su mayor dimensión y significado.


          

          

            3.2.2. 

             De la «Concentración temática» a la elegibilidad de actuaciones

          


          Definimos categoría de región como la unidad territorial básica tomada en consideración por la reglamentación comunitaria para determinar la categorización de una región comunitaria a efectos de realizar la programación estructural, determinar el grado de concentración temática a programar, la tipología de posibles actuaciones a incorporar en los Programas Operativos y, finalmente, la tasa de cofinanciación o tasa de reembolso respecto de los costes elegibles incurridos por las respectivas autoridades públicas.


          Si las páginas que componen el presente libro abordaran de forma científica o dogmática los aspectos exclusivamente técnicos de la programación estructural de los Fondos Europeos, a continuación, comenzaría una explicación detallada de los elementos anteriormente citados.


          Sin embargo, antes de adentrarnos en el análisis pormenorizado de los diferentes aspectos que pivotan alrededor del concepto de «categoría de región» y, en particular, en fase de programación, formulemos una reflexión previa en el marco de la Política de Cohesión.


          Ya hemos podido comprobar cómo la Política de Cohesión, a través de la acción conjunta de los Fondos Estructurales y de Inversión Europeos, justifica su presencia en el marco de las políticas públicas cofinanciadas sobre la base del anhelado logro de los objetivos fijados en el artículo 174 TFUE.


          Para tal fin cuenta con el derecho de actuación consagrado en el artículo 175 TFUE que viene a exigir a la Unión que aplique esa política por medio de los Fondos Europeos, como el más enfático atrio de entrada a la pormenorizada lectura que de los reglamentos comunitarios debe hacerse de seguido.


          En consecuencia, con lo anterior, todo parte —para posteriormente retornar en forma de ingreso comunitario— del concepto de categoría de región en el marco de la Política de Cohesión económica, social y territorial. Veamos por qué traemos de nuevo a colación este aspecto.


          La categoría de región está vinculada al resultado de una metodología de cálculo que, tras la combinación de diversos factores, ofrece el lugar que, en el marco de las «horquillas PIB», cada región comunitaria ocupa en el mapa europeo. Así, el denominado como «Método Berlín» incorpora como variables determinantes de cálculo, con peso desproporcionado entre las mismas, las siguientes:


          

            	

              -  La población;


            	

              -  La tasa de desempleo;


            	

              -  Nivel terciario educativo;


            	

              -  Emisiones de gases de efecto invernadero;


            	

              -  Migraciones.


          


          La reflexión que traigo a estas páginas es que todos estos elementos integrantes del sistema que, al final del proceso, ubica a cada región en el marco de su PIB en relación con la media del PIB comunitario deja al margen aspectos que, precisamente, el tercer apellido de la Política de Cohesión, el territorial, tendría que haber venido a subsanar por incorporación.


          Me explico.


          Todos los elementos que, en su combinación, dan como resultado la relación PIB regional versus PIB comunitario enfatizan el elemento social y económico, dejando al margen ya no sólo como elemento sino tampoco como factor correccional aspectos físicos de la llamada Cohesión territorial, anhelada por los Tratados durante décadas y, toda vez reconocida, olvidada por los legisladores, en algunos casos, y por la tecnocracia, por otros.


          Tanto el volumen poblacional como la tasa de desempleo son dos factores básicos y determinantes para alcanzar los efectos mayoristas, es decir, impactos estadísticos relevantes para las cuentas comunitarias. A nadie se le olvida que Cohesión es Política y, en consecuencia, cuanto mayor sea el impacto de ésta mayor beneficio para sus creadores.


          Sin embargo, no habríamos recorrido este largo camino reivindicativo del aspecto territorial para que el sistema que produce el dato estadístico olvide, por completo, al elemento físico de la Política, éste que permite comprobar las grandes infraestructuras físicas y los millones de rincones olvidados por toda la geografía comunitaria.


          Por tanto, primera consecuencia, el «Método Berlín» no contiene un elemento que en la Política de Cohesión es tan básico e inherente a la misma como la propia Política, el territorio. No sería extraño comprobar de qué manera se adiciona, con un peso relativo, la extensión territorial como un elemento cuantificador que influyera en el resultado definitivo. Tampoco extrañaría a nadie que elementos englobados en lo territorial (físico) y en lo social (humano) tuviera en cuenta aspectos relacionados con la densidad demográfica, no como un auspicio romántico sino como un frío elemento estadístico.


          Y, con todo ello, hay mucho más.


          Admitido, como hemos visto, que la metodología de cálculo olvida la generación territorial tampoco es especialmente cuidadosa con el elemento social.


          Veámoslo.


          Como elemento relevante de la Política comunitaria que viene a reducir las disparidades regionales y producir el anhelado efecto convergencia económica, social y territorial, la metodología de cálculo utilizada a tal efecto, ni incorpora aspectos inherentes a la población de la Cohesión ni matiza, perfila o perfecciona el resultado a través de condicionantes moduladores de éste. Veamos ejemplos.


          Si admitido resulta por unanimidad que la Política de Cohesión ha mejorado (y pretende seguir haciéndolo) la vida comunitaria de las personas que tal condición ostentan o viven en sus territorios, no extrañaría que, o bien como hemos dicho, la densidad demográfica fuese un elemento determinante en la metodología de cálculo o, bien, por el contrario, que se utilizasen factores correctores que presentaran en neto lo que en bruto arroja la frialdad del cálculo.


          A nadie se le escapa la necesidad de que aspectos tan interiorizados hoy ya por las culturas federalistas que combinan unidad y pluralidad, razón de ser del sueño comunitario, permitiera incorporar al Método Berlín elementos tales como, el envejecimiento de la población, el envejecimiento del envejecimiento, la dispersión poblacional, el encarecimiento de los servicios públicos para atender a personas que, sobre idéntico derecho, la distancia le encarece en el mejor de los casos, o le impide, en el peor de los escenarios... en definitiva, elementos que deberían estar presentes en los cálculos que vierten una estadística que da resultados, en ocasiones, tan alejados de la realidad que hipotecan y condicionan el posterior desarrollo de los Programas Operativos.


          Veremos ejemplos a lo largo del presente Capítulo.


          Formulada la reflexión previa necesaria para comprender de qué forma se lleva a cabo la categorización de regiones y cómo la metodología olvida aspectos que cumplen una función espejo de la realidad territorial, vayamos, siguiendo la definición realizada en el primer párrafo de este punto, a los aspectos técnicos de la categoría de región.


          De conformidad con lo señalado por la reglamentación comunitaria, tres son las categorías en las que se ubican todas las regiones comunitarias, a saber:


          

            	

              -  Regiones menos desarrolladas: cuyo PIB per cápita sea inferior al 75 % del PIB medio de la Unión Europea de los veintisiete Estados Miembros.


            	

              -  Regiones en transición: cuyo PIB per cápita esté entre el 75 % y el 100 % del PIB medio de la Unión Europea de los veintisiete Estados Miembros.


            	

              -  Regiones más desarrolladas: cuyo PIB per cápita sea superior al 100 % del PIB medio de la Unión Europea de los veintisiete Estados Miembros.


          


          Bajo la rúbrica «Cobertura geográfica de la ayuda», la clasificación de regiones en una de las tres categorías se determinará en función de la relación entre el PIB per cápita de cada región, medido en estándares de poder adquisitivo (en lo sucesivo, «EPA», ex articulo 102.2 RDC 21-27) y calculado sobre la base de las cifras de la Unión correspondientes al período 2014-2016, y el PIB medio de la EU-27 en el mismo período de referencia.


          Varios aspectos a tener en cuenta al respecto.


          El primer de ellos, la llamativa rúbrica que abre la categorización de regiones. Cobertura geográfica de la ayuda. Se entiende, ahora, el porqué de haber realizado una reflexión previa que olvida los elementos geográficos y territoriales para posteriormente titularizar la disposición normativa el precepto clave como si el origen del método que vierte a las regiones la categorización fuese territorial y/o geográfico.


          En segundo lugar, la nada desdeñable referencia reglamentaria a la expresión «estándares de poder adquisitivo» (en lo sucesivo, «EPA»), sobre todo, porque anuncia que en lo sucesivo el Reglamento realizará sucesivas referencias donde el atrevido lector de la norma únicamente encuentra un desierto de reseñas posteriores.


          Poco sentido parece que plantee la utilización de este detalle más allá que el decoroso y solemne efecto que produce en la reglamentación. Como sabemos, la utilización de «estándares de poder adquisitivo» permite expresar los datos toda vez que se ha eliminado las diferencias entre los niveles de precios existentes entre países y, de esta manera, se facilita una comparación más exacta del PIB entre Estados.


          Y, en tercer y último lugar, las horquillas/PIB utilizadas en los diferentes periodos de programación para terminar ubicando a las regiones en un lugar u otro.


          Detengámonos un momento en este tercer elemento para formular una reflexión al respecto. El lugar que ocupa, tras la utilización del Método Berlín una región u otra y, en conjunto, todas ellas, resulta sumamente relevante para la utilización de la rúbrica de Política de Cohesión económica, social y territorial en el contexto del Marco Financiero Plurianual.


          Sin embargo, hay un elemento previo al resultado que concluye categorizando a una región como «más desarrollada», «en transición» o «menos desarrollada», esto es, la disposición de los márgenes PIB entre una categoría u otra.


          A buen seguro que los grandes estadistas comunitarios, que los hay y muchos en el seno de la Comisión Europea, disponen de estudios y análisis concienzudos que permite justificar los cambios entre valores nominales de las diferentes horquillas, esto es, «más del 100%», «entre el 75% y el 100%» o, finalmente, «menos del 75%». Ocurre, en contraposición, que el efecto de dicha elección tiene una gran trascendencia en tres aspectos muy relevantes que nos ayudan a proseguir con este capítulo de Programación, a saber:


          

            	

              -  El volumen poblacional incorporado en el conjunto de la Unión Europea para cada rúbrica dada la relevancia que el Método Berlín dedica a la población;


            	

              -  El volumen de «concentración temática» a programar en cada Estado Miembro «por categoría de región»; y, finalmente,


            	

              -  La tasa de cofinanciación, que representa el retorno comunitario para Estados y Regiones respecto del conjunto de gastos elegibles declarados, a asignar a cada categoría de región.


          


          He aquí el nudo gordiano previo a la programación que vincula y condiciona todo el conjunto de obligaciones asumidas por las Autoridades públicas beneficiarias de la futura cofinanciación comunitaria.


          Para finalizar este primer punto, adelantar al lector que, el concepto de «categoría de región» será analizado, por obvias razones de vinculación temática, con otros aspectos tales como los «recursos financieros por categoría de región», «elegibilidad de actuaciones por región», o, como a continuación veremos, «concentración temática».


          La programación estructural de los Fondos Europeos pretende obtener el mayor valor añadido posible respecto de las intervenciones realizadas por Estados y Regiones en el marco de la disminución de las diferencias entre territorios y sociedades y con el suspirado objetivo de la convergencia comunitaria.


          Este objetivo ancestral de la Política de Cohesión permite acompasar, para cada período de programación, una amalgama de metas políticas concurrentes respecto de cada sujeto político participante.


          A saber. Cohesión enraíza su programación teniendo en cuenta los objetivos estratégicos de la Unión para cada período, siempre de carácter plurianual; los principales retos de Estados y Regiones; las Recomendaciones específicas dictadas por Consejo Europeo por país o, entre otros instrumentos de seguimiento, los Planes Nacionales de Reformas para cada Estado Miembro que incluyen reformas denominadas «estructurales», véase, mercado de trabajo, sistema de pensiones, unidad de mercado, modernización de la Administración Pública, cumplimiento de los objetivos de déficit, deuda y estabilidad presupuestaria... son las llamadas condicionalidades para el acceso a dicha fuente de financiación comunitaria.


          Y todo ello, condiciona y, a la vez, resulta ser condicionado, por la denominada concentración temática, esto es, la obligación reglamentaria que lleva a Estados y Regiones a limitar el número de sus prioridades políticas en el marco de la Política de Cohesión con el objetivo de obtener «resultados de escala» respecto de las intervenciones comunitarias.


          Vayamos por partes.


          Toda vez que, como hemos visto en el punto anterior, una Región ha quedado encuadrada en uno de los tres tipos de regiones previstos por la reglamentación comunitaria para acometer las tareas de Programación, dicha Región debe leer, por cada tipo de Fondo que pretenda programar, las condiciones que en materia de concentración temática, cada reglamento exige.


          Por tanto, la lectura de la reglamentación de disposiciones comunes debe hacerse teniendo en cuenta los porcentajes temáticos que, en materia de concentración, cada reglamento por Fondo obliga a aplicar.


          ¿Consecuencia inmediata?


          El listado de Objetivos Políticos, Ejes, Prioridades, Objetivos Específicos... o cualesquiera estructuras de programación para cada período, se va a ver reducido de manera muy notable si nos encontramos programando «regiones más desarrolladas», ampliado parcialmente si la región objeto de programación resulta ser «región en transición» o, en último lugar, disponer de un margen de programación más amplio si el sujeto territorial programado es «región menos desarrollada».


          Pocos elementos de programación presentan una relevancia técnica y política de tanta trascendencia como la aplicación, por Región y Fondo, de los condicionantes derivados de la concentración temática.


          Bajo el aura de la maximización de resultados, la obtención de «resultados de escala» o, por qué negarlo, bajo la legítima decisión de la reglamentación comunitaria de querer destinar sus (¿nuestros?) recursos a unos objetivos políticos en detrimento de otros, la concentración temática anticipa, de manera muy notable, las actuaciones objeto de programación que finalmente cristalizarán en la Decisión aprobatoria de la Comisión por Programa Operativo.


          Presentada la consecuencia inmediata de la «concentración temática» veamos cuál es su forma de funcionamiento y cómo se desciende de los objetivos políticos más generales a las líneas que acabarán conformando la intervención de Estados y Regiones.


          Para cada período de programación, a propuesta de la Comisión Europea, se diseña el denominado «árbol de programación», generalista en la zona de copa y detallista y minucioso en las raíces del mismo. Analicemos esta cuestión básica y primaria en el orden de tiempos de la Programación Estructural de los Fondos Europeos.


          Un primer acercamiento a la lectura de la reglamentación sobre disposiciones comunes va a alumbrar un listado de objetivos políticos y temáticos a conseguir a través de la financiación comunitaria de la Política de Cohesión, esto es, los Fondos Estructurales y de Inversión Europeos.


          En ese listado, de una u otra terminología según cada período, se esconden las líneas que van a disfrutar de la contribución pública nacional y contribución comunitaria a través de la cofinanciación. Posteriormente, analizaremos la vinculación entre ambas contribuciones.


          Desde las grandes líneas estratégicas en materia de investigación, desarrollo e innovación en el marco de las Estrategias Nacionales y Regionales en cada caso; a través de las políticas de conectividad, tanto físicas como virtuales que permiten hacer posible una Administración Pública «24x7x365» en la era de la inteligencia artificial o la «Sociedad del Dato» y la conexión de proyectos de vida y empresariales a las redes de comunicación; la implementación de políticas de competitividad que pretenden una verdadera transformación de la actividad económica a través de la implementación de procesos inteligentes en las cadenas productivas y de valor; la contribución de los Fondos Europeos para lograr un continente verde, sostenible y bajo en carbono, en el contexto de los Objetivos de Desarrollo Sostenible y Agenda 2030; sistemas inteligentes de transportes, en el marco de las Redes Transeuropeas de Transportes y Energía; amplio espectro social que ponga a las personas en el centro de las políticas públicas, como las actuaciones de formación, empleo, intermediación, igualdad de oportunidades, inclusión social activa, defensa de las minorías étnicas o, finalmente, el desarrollo sostenible e integrado de los ámbitos urbanos, rurales o costeros a través de procesos bottom up surgidos de iniciativas locales.


          En particular, y por leer sobre norma, actualmente la reglamentación comunitaria observa los siguientes Objetivos Políticos:


          

            	

              -  Objetivo Político 1. Una Europa más inteligente: transformación económica innovadora e inteligente.


            	

              -  Objetivo Político 2. Una Europa más verde y baja en carbono.


            	

              -  Objetivo Político 3. Una Europa más conectada: movilidad y conectividad regional en el ámbito de las TIC.


            	

              -  Objetivo Político 4. Una Europa más social: aplicación del pilar europeo de derechos sociales.


            	

              -  Objetivo Político 5. Una Europa más próxima a sus ciudadanos: desarrollo sostenible e integrado de las zonas urbanas, rurales y costeras mediante iniciativas locales.


          


          ¿Todo lo anterior resulta programable?


          A dicha pregunta viene a responder la concentración temática: obviamente no.


          Decíamos al comienzo de este Capítulo III que programar es crear de forma libre o condicionada. Y vamos a comprobar, a continuación, de qué margen disponen los Estados y Regiones a la hora de acometer la programación estructural.


          De una primera lectura, o de una lectura advenediza, si se prefiere, cualquier persona pudiera imaginar una programación equitativa para cada uno de los Objetivos o Ejes que plantea la reglamentación comunitaria, a fin de que una pluralidad temática fuese apoyada por la cofinanciación de la Unión Europea.


          Nada más lejos de la realidad.


          La primera cuestión fundamental antes de iniciar la programación comunitaria es comprobar qué condición tiene el sujeto territorial que va a realizar la tarea, nada sencilla como podemos analizar en el punto dedicado a las estructuras de Gobierno y principio de unidad de Región, es decir, si se trata de una «región más desarrollada», «región en transición» o «región menos desarrollada». Este análisis, y la lectura de cada Reglamento por Fondo, van a constreñir o ampliar la capacidad de programación.


          Por tanto, de primeras, cualquier sujeto que se acerque a las tareas de programación debe ser muy consciente que, en el mejor de los casos, podrá disponer de un margen que, por pequeño que le parezca, será probablemente mucho más amplio que el de otros sujetos.


          Concentración temática, por tanto, pretende agrupar los recursos financieros disponibles para cada Región o Estado al objeto, como decíamos líneas más arriba, de obtener el mayor impacto posible en un número reducido de objetivos políticos. La consecuencia de lo anterior resulta evidente, el Estado o Región no programa un listado de «preferencias departamentales o por Consejerías», justo lo contrario. Quien asuma la condición de programador va a tener que explicar dos aspectos que, a mi juicio, resultan muy relevantes:


          

          

            A) 

             Política de Cohesión, política estructural

          


          Los Fondos Europeos no son un instrumento de financiación coyuntural, puntual o singular. Como decíamos páginas atrás, mediante los Fondos Europeos se pretenden reducir las disparidades o divergencias que separan a los Estados y Regiones de un crecimiento armonioso en el conjunto de la Unión.


          Por tanto, el listado de Objetivos Políticos se va a centrar en ofrecer cofinanciación comunitaria a un concreto y limitado número de Objetivos que pretenden coadyuvar, junto a las políticas nacionales y regionales al margen de la Política de Cohesión, a resolver problemas estructurales, sino graves, si relevantes desde el punto de vista de la convergencia con otros Estados y Regiones en cada uno de los Objetivos analizados.


          De conformidad con lo anterior, la programación estructural, como veremos posteriormente, partirá de un diagnóstico o análisis previo que permitirá al Estado o Región justificar las propuestas de programación en cada unidad territorial. Dicho de otro modo, los Objetivos Políticos a cofinanciar son aquellos que se encuentran recogidos en la reglamentación de disposiciones comunes, en primer término, y «concentrados» según tipología de Región en el reglamento de cada Fondo, en segundo lugar.


          Y los Objetivos Políticos son los que son.


          No otros ni aquellos que la unidad territorial desearía programar.


          Se programa sobre la base de los Objetivos dispuestos por la Comisión, no sobre aquellos que quisiéramos programar o, como veremos de seguido, aquellos que la urgencia, emergencia o predilección política quisiera llevar a los Programas Operativos.


          La voluntad de pretender hacer lo anterior se sustentaría sobre la endeble argumentación de disponer de preferencias presupuestarias sobre otras líneas políticas internas que acabará abocando al gasto público a una imposible solicitud de reembolso y, en consecuencia, un importante agujero en la estimación de ingresos que, o bien el Tribunal de Cuentas o los órganos fiscalizadores de la gestión económico-financiera, contable y operativa del sector público de cada Comunidad Autónoma acabarán reflejando en el análisis del control externo respecto de la gestión económico-financiera y operativa del sector público, velando para que dicho gasto se ajuste al ordenamiento jurídico, a los principios contables y a los criterios de eficacia, eficiencia y economía.


          En consecuencia, pretender programar aspectos no recogidos en los Objetivos Políticos, Ejes u Objetivos específicos es el primer paso, como veremos a continuación, para toparnos de frente con uno de los principales problemas, la falta de elegibilidad de las actuaciones.


          

          

            B) 

             Elegibilidad de las Actuaciones e indicadores de medición

          


          Sin duda, junto con la determinación de la tasa de cofinanciación o tasa de reembolso a través del ingreso comunitario a conseguir respecto del gasto público certificado, la elegibilidad de las actuaciones es el elemento consecuencial más relevante derivado de la calificación de una unidad territorial «más desarrollada», «en transición» o «menos desarrollada».


          La elegibilidad de las actuaciones juega en un doble escenario:


          

            	

              -  En primer lugar, en fase de programación, por cuanto la tipología y número de las actuaciones va a venir determinado por la tipología de región. A mayor nivel de desarrollo de la Región menor número de actuaciones elegibles y éstas de carácter más innovador y disruptivo con lo anterior a fin de conseguir un efecto más transformador de la estructura económica y social de la región.


            	

              -  Y, en segundo lugar, en el desarrollo e implementación de las diferentes operaciones en las que se va a plasmar la actuación programada, es decir, en las acciones, proyectos o conjunto de proyectos en los que se va a materializar la actuación programada, a fin de que las diferentes «partes» (operaciones) que conforman un «todo» (actuación) sean coherente entre sí. Este aspecto, de carácter más técnico, abordaremos de manera detallada su explicación en el Capítulo dedicado a los «Sistemas de Gestión y Control».


          


          Y, junto con la elegibilidad de las actuaciones a programar, debe tenerse en cuenta, con idéntica o mayor importancia, los indicadores asociados a las Actuaciones, que actúan como cláusula de cierre de la fase de programación, es decir, un doble chequeo dispuesto por la Comisión Europea a fin de asegurar que medida y resultado inmediato guardan coherencia entre sí.


          Ejemplos de este juego, igualmente, veremos en el Capítulo dedicado a los «Sistemas de Gestión y Control».


          Sirva un ejemplo sencillo que clarifique al lector: si un centro público de empleo es titular de una línea destinada a la formación para personas desempleadas (la Actuación), las diferentes convocatorias o proyectos (operaciones) que pondrá en marcha para permitir el acceso de ese colectivo a actividades formativas deberán ir destinadas exclusivamente a personas desempleadas (indicador de realización).


          En consecuencia, elegibilidad de actuaciones junto con el indicador propuesto por la Comisión marcan un escenario donde, causa y consecuencia, viene determinado por la Guardiana de los Tratados.


          Realizar actuaciones no elegibles según cada Programa Operativo en el marco de los Objetivos Políticos dispuestos por la reglamentación o, ejecutar operaciones que no contribuyan a los indicadores de realización inherentes a la Actuación conlleva un grave incumplimiento de la programación estructural.


          

          

            C) 

             Concentración de recursos

          


          Como acabamos de señalar, la tipología de Región va a determinar el grado de concentración temática que, cada reglamento por Fondo, detallará.


          En este sentido, un par de notas clarificadoras:


          

            	

              -  Concentración temática de Objetivos Políticos: en función del tipo de Fondo que analicemos, el reglamento va a obligar a destinar un porcentaje del plan financiero global a una serie limitada de objetivos. Así, el Fondo FEDER, para regiones más desarrolladas en el período 21-27 exige una concentración temática del 85% entre el OP1 y el OP2 y, además, que de ese 85% el 30% se destine al OP 2.Es decir, una doble regla de concentración temática que va a conllevar un esfuerzo de concentración en la región.




            	

              -  Pluralidad de Concentraciones temáticas por tipología de región: de seguido con lo anterior, por ejemplo, en el caso de Fondo Social Europeo, para el período 21-27, cuya programación únicamente se realizará en el OP 4, el reglamento de dicho Fondo plantea diferentes concentraciones temáticas, asignando un porcentaje determinado a cada una de ellas. Véase concentración temática a favor del objetivo específico de inclusión social, garantía juvenil (participantes de 15 a 29 años) o, como novedosa para el período 21-27, la concentración temática lucha contra la privación materia.


          


          Como vemos, en consecuencia, la concentración temática —como regla de programación— y las diferentes concentraciones temáticas —por Objetivos Políticos y objetivos específicos— condicionan el margen de libertad y autonomía de Estados y Regiones a la hora de diseñar sus futuros Programas Operativos en función de la categoría de región que se trate.


          Cabe anticipar, aunque el lector ya se habrá percatado, que la reglamentación comunitaria, al señalar el grado y materias de concentración temática por Región, está señalando de forma clara y nítida quienes van a ser los «elegidos», es decir, los responsables políticos y técnicos a la hora de ejecutar los Programas Operativos.


          Y, ello, por cuanto, como anticipamos en la introducción, por aplicación del principio de competencia administrativa del órgano, la capacidad del futuro órgano gestor parte de la idoneidad temática y funcional entre actuaciones y encargado responsable de su ejecución.


          

          

            D) 

             Políticas propias versus políticas innovadoras

          


          Concluimos, finalmente, este apartado dedicado a la concentración temática y elegibilidad de las actuaciones con una reflexión relativa a las políticas propias versus políticas innovadoras.


          Por delante vaya que la Política de Cohesión pretende, como hemos visto, reducir las disparidades entre regiones y conseguir el efecto convergencia entre los distintos territorios europeos. Y, por delante, vaya también, la tendencia histórica de cuantas Administraciones y tiempos han programado Cohesión económica social y territorial.


          Subyace en ambas realidades la necesaria convivencia entre entender la Política de Cohesión como una verdadera política que innova, modifica, cambia y se adapta a realidades plurianuales muy distintas entre sí, convirtiéndose los Fondos Estructurales y de Inversión Europeos en el instrumento de financiación que ensaya un laboratorio de nuevas propuestas políticas o, por el contrario, quien entiende la Política de Cohesión como una herramienta hacendística donde el acento no se encuentra en la actuación a desarrollar sino en el aseguramiento de un gasto respaldado por ingreso comunitario.


          Una corriente y otra disponen de argumentos sólidos para su defensa.


          La primera, anfitriona de la innovación y el uso de Fondos Europeos para disponer nuevas líneas políticas de cuyo impulso cofinanciado dependerá, en gran medida, su supervivencia adaptada a las disponibilidades presupuestarias propias en cada caso; o, la segunda, de corte más conservador que pretende programar aquello que, de suyo, ya viene realizando o, por el contrario, incluso se encuentra normalizado política y legalmente.


          Este último caso sí debe preocupar más que la falta de ingenio a la hora de programar actuaciones novedosas e innovadoras por cuanto, como hemos visto, Cohesión marca qué objetivos políticos van a recibir respaldo financiero.


          Intentar adaptar aquellas líneas que vienen desarrollándose en otros periodos o, incluso, con recursos propios al tratarse de materias que, por marco jurídico, las Administraciones Públicas vienen obligadas, puede abocar a las estructuras públicas a acabar realizando actuaciones no elegibles cuyos gastos no podrán llegar a ser cofinanciados nunca, o en caso de hacerlo, a convertirse en potenciales gastos a descertificar al no encontrarse como programables en el marco comunitario.


          En consecuencia, la programación estructural se encuentra en un equilibrio entre abordar la programación de novedosas líneas de actuación que permiten ofrecer nuevos servicios públicos a los ciudadanos o nuevas formas de dación pública con productos distintos, por un lado, y la necesidad de asegurar que cuanto resulta programable forme parte de los recursos hacendísticos que permiten a las regiones abordar sus compromisos financieros de políticas comunitarias o políticas propias al margen de la cofinanciación.


          

          

            3.2.3. 

             Tasa de cofinanciación o tasa de reembolso y capacidad presupuestaria

          


          Comentábamos líneas más arriba que, desde un punto de vista hacendístico, los Fondos Europeos, en puridad la contribución comunitaria, constituye una fuente de ingresos de importancia relevante y variable en función de los marcos presupuestarios, necesidades de tesorería o alivio de gasto público de la Administración Pública que observemos.


          Afirmamos tal consideración por la importancia que, para diferentes administraciones territoriales, el retorno financiero en forma de ingreso comunitario ha tenido desde el punto de vista del sostenimiento de los gastos públicos.


          A mayores tasas de cofinanciación comunitaria más dependencia y vinculación con los compromisos comunitarios de gasto en ejecución de los Programas Operativos.


          La relación existente entre el volumen de gasto no financiero en la presupuestación pública de cada ejercicio y el peso que representa la previsión de ingresos es un binomio clásico de las haciendas públicas territoriales.


          Sin embargo, siendo esto así, existen varias consideraciones previas, y de carácter obligatorio en su cumplimiento, para materializar el ingreso comunitario en la caja única de las tesorerías de las administraciones concernidas.


          Veamos, por orden temporal, el curso de los acontecimientos hasta la obtención del retorno europeo.


          

          

            A) 

             Presupuesto público y presupuestación de las sendas financieras

          


          Primero cuanto acontece al camino a recorrer para la obtención de la tasa de retorno europea parte de una correcta presupuestación de las sendas financieras de las actuaciones incluidas en los planes financieros de los Programas Operativos.


          Toda actuación presenta un plan financiero anualizado desde el inicio del período hasta el fin de elegibilidad del mismo, salvaguarda de las reglas de «decalaje» financiero que el Reglamento pretenda para alargar el período de referencia.


          Por tanto, la primera obligación que asume la Administración Pública titular de un Programa Operativo, y que puede ser considerada matriz de las siguientes obligaciones filiales, es dotar de recursos financieros suficientes las actuaciones que, al encontrarse en el Programa aprobado por Decisión de la Comisión, resultan elegibles.


          Y he aquí, sin duda, el nacimiento de las primeras tensiones hacendísticas, esto es, aquellas que descansan entre la preferencia de Departamentos y Consejerías de presupuestar el mayor volumen posible de recursos propios desoyendo los planes financieros de cada actuación por Programa Operativo.


          Sin presupuesto, el ciclo ni tan siquiera arranca.


          De ahí la relevancia de realizar un profundo estudio de los capítulos presupuestarios y fondos financiadores para encontrar la idoneidad entre propuesta presupuestaria y plan financiero comunitario. El premio al órgano de presupuestación viene dado en forma de previsión de ingresos en el presupuesto por centro gestor, como consecuencia de que el presupuesto plasme la realidad temporal y financiera de las actuaciones objeto de programación.


          En el otro extremo de lo antedicho encontramos a aquellos centros gestores que, conocedores de los parabienes presupuestarios, de fiscalización, de ejecución y, finalmente, de pagos, representan las actuaciones bendecidas por la cofinanciación comunitaria.


          Será éste el caso en el que las preferencias hacendísticas, enfocadas en la obtención de la tasa de retorno, encuentren punto común de referencia con el cumplimiento de las obligaciones financieras del órgano gestor de las actuaciones.


          Caso de desarrollarse, en tiempo y forma, los diferentes sistemas de gestión puestos al servicio del presupuesto público, previa solicitud de reembolso por parte de los órganos gestores, procedimiento de verificaciones administrativas e in situ del Organismo Intermedio y, finalmente, solicitud de reembolso final, el retorno financiero acaudalará la caja de la tesorería de la administración territorial, aire fresco para afrontar los diferentes perentorios pagos que se encuentren a la espera de la contribución comunitaria.


          De ser así, y siempre, todos los procedimientos, la dificultad únicamente recaería en la tarea de corroborar que realidad presupuestaria y planes financieros obedecen a una única voz.


          Sin embargo, la cofinanciación comunitaria trae consigo otros escenarios más complejos para el presupuesto público.


          

          

            B) 

             Sendas financieras de los Programas Operativos y presupuestos prorrogados

          


          Probablemente, adjetivar prorrogado al presupuesto público tenga, de base, un significado negativo. No sólo porque el Parlamento correspondiente no ha sido capaz de sacar adelante la preceptiva voluntad del Ejecutivo de disponer de un marco presupuestario, de conformidad con el principio de anualidad que rige la materia, sino, sobre todo, por las consecuencias que pueden derivarse, en lo ateniente a nuestro estudio, en la gestión de los Fondos Europeos.


          Sin duda, el aspecto más negativo de la prórroga presupuestaria para la correcta absorción de la financiación de Cohesión radica en un triple escenario:


          

            	

              (i)  En primer lugar, aquellas actuaciones programadas dentro de un Programa Operativo que no hubieran sido presupuestadas en el denominado, llamémoslo así, presupuesto de base, la prórroga presupuestaria impedirá, durante el tiempo que medie hasta la entrada en vigor del siguiente presupuesto, disponer de senda suficiente para el desarrollo de los planes financieros aprobados en el marco de cada Programa. Este primer estadio puede traer consecuencias de solución irreparable habida cuenta de los tiempos que requiere la gestión económico-administrativa para poder regularizar el lapso de tiempo en el que no ha existido ejecución presupuestaria.


            	

              (ii)  En segundo lugar, respecto de aquellas actuaciones que, a pesar de disponer de sendas financieras en el presupuesto prorrogado, sus cuantías no reflejan la realidad de su plan financiero, es decir, el presupuesto prorrogado, respecto del presupuesto de base, ni tan siquiera cubre la anualidad contemplada en la Decisión aprobatoria de la Comisión.


            	

              (iii)  Y, en tercer y último lugar, afecto a ambos supuestos anteriormente contemplados, encontramos las consecuencias que de la ausencia o falta de presupuesto suficiente, ya no en el año natural, sino como consecuencia de su prórroga, se deriva del incumplimiento de los indicadores de realización, tanto en términos de hito (a mitad de Programa) como de meta, a su finalización.


          


          El incumplimiento de los indicadores de realización dispuestos al comienzo del período puede conllevar minoraciones relevantes, respecto de las expectativas iniciales, por incumplimiento de marco de rendimiento incluso, en el supuesto, de plena absorción financiera. Ambas realidades coexisten durante la ejecución de un Programa, si bien, el cumplimiento de una u otra no garantiza siempre alcanzar el éxito en ambas.


          

          

            C) 

             Anualidades de Periodos de programación superpuestos

          


          Es obligación de las Administraciones Públicas la presupuestación de los planes financieros recogidos a tal fin para cada Programa Operativo. Sin embargo, existen anualidades que obedecen a periodos de programación distintos, esto es, anualidades en las que coincide la finalización de un período de programación con el inicio de plazo de elegibilidad del siguiente inmediato. Y ello incorpora dosis de mayor dificultad que el escenario previsto en el punto A) anterior.


          La finalización de un período, ya en la prórroga bianual o trianual, según los periodos de programación, suele coincidir con los años con mayor necesidad de gasto público a fin de cerrar dicho período en cuestión sin dejar de absorber el 100% del plan financiero.


          Los últimos años son testigos de las dificultades, inherentes siempre a la materia de presupuestación, pero, además, con obstáculos añadidos fruto de las posibles descertificaciones que deban acometerse como consecuencia de los resultados que la Autoridad de Auditoría realiza en el espectro del control posterior.


          Ello implica la necesidad de dotar cada anualidad de las últimas de cada período de programación en base a tres ideas preceptivas:


          

            	

              (i)  en primer lugar, como mínimo, toda actuación debe disponer de presupuesto reflejo a la anualidad correspondiente según plan financiero;


            	

              (ii)  en segundo lugar, debe adicionarse la parte correspondiente a posibles descertificaciones que se hayan tenido que acometer como consecuencia del control financiero que la auditoría refleje tras sus respectivos controles; y,


            	

              (iii)  en tercer lugar, las sendas financieras correspondientes a las primeras anualidades de las actuaciones de la nueva programación.


          


          En consecuencia, con lo anterior, el presupuesto público sostiene un volumen de gasto, de carácter anticipado, que, en ocasiones, tensa las relaciones entre los Departamentos o Consejerías concernidas, esto es, la vigilante Hacienda y el órgano gestor titular de las actuaciones que, además de querer disponer de cofinanciación comunitaria anhela contar con otras partidas de gasto no cofinanciadas exentas, por tanto, del rigor y control en la gestión, característica propia de los Fondos Europeos.


          

          

            D) 

             Presupuesto público y liberación de Fondos Europeos

          


          En aquellos casos en los que el presupuesto no consigue reflejar la realidad de los planes financieros nos encontramos ante la primera e ineludible causa que motivará la liberación de la contribución comunitaria sin posibilidad de recuperación posterior.


          Me explico.


          La Comisión procederá a la liberación de Fondos en un programa operativo respecto de la parte del importe que, a 31 de diciembre del segundo o tercer ejercicio financiero (según los periodos de programación) siguiente a aquel en que se haya contraído el compromiso presupuestario correspondiente al programa operativo, no se haya utilizado para el pago de la prefinanciación inicial y anual y los pagos intermedios.


          Es decir, a partir de la primera anualidad con dotación financiera en el programa operativo (que resultará coincidente con la anualidad de aprobación del programa) la autoridad regional dispone de un plazo de 2 o 3 años, según las programaciones, para presentar solicitudes de reembolso por gasto representativamente proporcional a la cuantía que en concepto de ayuda recoge el plan financiero y la tasa de cofinanciación correspondiente.


          De no hacerlo, y recordemos que el origen de todo parte de un presupuesto suficiente, se producirá la liberación de fondos en la parte proporcional que no se haya conseguido ejecutar, como digo, sin posibilidad de acumular más gasto en las anualidades posteriores.


          Sentado todo lo anterior, el Programa Operativo recogerá, por mandato del reglamento de disposiciones comunes, para cada tipo de región, los porcentajes máximos de cofinanciación en el ámbito de la política de cohesión, a fin de garantizar que se respete el principio de cofinanciación merced a un grado apropiado de ayuda nacional pública o privada. Estos porcentajes deben reflejar el nivel de desarrollo económico de las regiones en términos de Renta Nacional Bruta per cápita en relación con la media de la EU-27.


          Así, para cada tipo de región, se asigna una tasa de cofinanciación máxima que, al ser consecuencia del procedimiento incompleto para la determinación de una región en una categoría u otra, también el resultado va a pecar de esa falta de exactitud respecto de las dificultades de gasto, añadidas en aquellas regiones donde el coste unitario por unidad de medida cofinanciada será mucho mayor como consecuencia del encarecimiento del servicio público prestado o entregado.


          En el Marco Financiero 2021-2027, el reglamento sobre disposiciones comunes devuelve los porcentajes de cofinanciación de los Fondos FEDER-FSE+-Fondo de Cohesión a los niveles previos a la crisis financiera.


          Los porcentajes de cofinanciación de la UE aumentaron en el período 2007-2013 para estos tres fondos. Fue una respuesta a la crisis financiera, con el fin de mantener inversiones esenciales en una época de ajuste de los presupuestos públicos.


          En este contexto, señala el reglamento de disposiciones comunes que ya no son necesarios unos porcentajes elevados de cofinanciación de la UE, y su reducción promueve la «percepción de propiedad».


          Unos menores porcentajes de cofinanciación de la UE dan lugar, asimismo, a un aumento del presupuesto global de la Política de Cohesión, teniendo en cuenta las contribuciones nacionales.


          Esto también contribuye a la flexibilidad financiera a disposición de los Estados miembros, ya que los porcentajes de cofinanciación en lo que atañe a los programas y las prioridades podrán establecerse de manera flexible, si bien, castiga como a continuación veremos a las «regiones más desarrolladas» que ven encarecida su concentración temática y disminuida su tasa de cofinanciación.


          El porcentaje de cofinanciación del objetivo de inversión en empleo y crecimiento a nivel de cada prioridad, para el período 2021-2027, no superará los porcentajes siguientes:


          

            	

              a)  el 70 % para las regiones menos desarrolladas;


            	

              b)  el 55 % para las regiones en transición;


            	

              c)  el 40 % para las regiones más desarrolladas.


          


          Finalmente, apuntaremos que, será en la Decisión de la Comisión por la que se apruebe un programa donde se fije el porcentaje de cofinanciación y el importe máximo de la ayuda de los Fondos para cada prioridad.


          

          

            3.3. 

             Fases y procesos de la programación estructural de los Fondos Europeos

          


          La programación estructural de los Fondos Europeos, en cada uno de los diferentes periodos de programación, requiere, entre otros muchos atributos para alcanzar un producto idóneo personalizado en el Programa Operativo, de dos elementos estructurales como la propia Política de Cohesión: orden y liderazgo, por un lado, participación e involucración, por otro.


          Veamos, por separado, ambas caras de una misma moneda.


          Decimos que la programación estructural va a verse necesitada de orden y liderazgo respecto de la unidad administrativa encargada y responsable de llevar a cabo los trabajos preparatorios de programación para alcanzar, en tiempo y forma, un Programa Operativo que atienda las debilidades estructurales que, en función de cada Fondo Europeo en particular, desean ser atendidas.


          Como a continuación veremos, el orden deviene casi obligatorio si se quiere cumplir, o al menos intentarlo, todos y cada uno de los requisitos reglamentarios que la fase de programación exige para aquella unidad territorial que auspicia disponer de un Programa Operativo que permita la cofinanciación de las actuaciones en él contenidas.


          Desde los requisitos adheridos a la categoría de región, la concentración temática, el cumplimiento de las condiciones habilitantes o habilitadoras, la preselección y selección de las actuaciones que formarán parte de la propuesta de Programa a la Comisión, la competencia administrativa y funcional de los socios, la idoneidad de los indicadores y su forma de cálculo y fuente, la contribución a los principios horizontales (igualdad de oportunidades, desarrollo sostenible e igualdad entre hombres y mujeres), el desarrollo de instrumentos territoriales o sectoriales/temáticos a incorporar en la programación... y cuantos elementos sean exigidos por las disposiciones reglamentarias obedecen y atienden a un orden armónico y armonioso que debe acabar venciendo las tensiones sectoriales propias del anhelo de cofinanciación comunitaria.


          Volveremos, sobre lo apuntado, un poco más tarde.


          Y, si el orden es la causa para un desarrollo correcto de los trabajos no resulta menor la importancia del liderazgo de quien ostenta, en su catálogo de competencias administrativas, la obligación de programación estructural.


          Éste es, sin duda, un elemento horizontal, transversal y vector para una correcta programación, fundamento primero de toda correcta ejecución de los Programas Operativos. Decimos que la correcta ejecución de un Programa nace, precisamente, de una correcta programación.


          Liderar consiste muchas veces, en fase de programación, a tomar decisiones que conduzcan los trabajos a la consecución de un objetivo primario en los Fondos Europeos: ser capaces de confeccionar el mejor Programa Operativo para que éste sea ejecutado siguiendo las exigencias de los planes financieros y, a mayor calificación, cumplir al mismo tiempo los indicadores de realización que llevan asociados todas las actuaciones finalmente recogidas en la Decisión aprobatoria de la Comisión Europea respecto de cualquier Programa.


          Cierto es que, de la lectura de los reglamentos, sobre todo en lo que atañe a la concentración temática, los ámbitos de actuación —como veremos posteriormente— prácticamente vienen señalados en la normativa reglamentaria dejando, en ocasiones, exiguos márgenes a la imaginación en la fase de programación.


          Por tanto, quien lidera, coordina, dirige... asume una obligación de resultado: diseñar para su posterior ejecución un Programa Operativo acorde con la unidad territorial objeto de programación, a fin de dar respuesta a los desafíos planteados, sumar esfuerzos para vencer a las debilidades regionales y, finalmente, ser capaces de anticiparse a las amenazas que pueden cernirse en determinados sectores económicos, sociales y territoriales del objeto programado.


          Y, en segundo lugar, comentábamos en esta breve introducción, que la programación estructural requiere, igualmente, participación e involucración.


          La incorporación de los actores horizontales y sectoriales (veremos, posteriormente, su diferenciación) resultan elementales para acometer la programación estructural con pleno respeto y coherencia al principio de competencia administrativa que, en páginas anteriores, ya nos ha aparecido respecto de los órganos y unidades que participan en la programación estructural.


          La programación es un proceso interactivo e iterativo que, sujeto al orden reglamentario y liderazgo de la unidad de programación, permite la incorporación de valor añadido imprescindible para definir el conjunto de acciones que van a formar parte del Programa Operativo.


          De ahí que cuanta mayor apertura respire el proceso de programación, mayor volumen de puntos de vista sean los aportados, mejor análisis de los actores concernidos en la ejecución de las actuaciones incorporadas en los Programas y más idóneo resulte la relación entre participante en la fase de programación y condición de órgano gestor, posteriormente, más ajustada a la realidad será el Programa Operativo que resulte de dichos trabajos.


          Por ello, como veremos a continuación, observar los principios de partenariado, participación, gobernanza multinivel, gobernanza multiactor, proporcionalidad y subsidiariedad resultan elementos inherentes a la función de programar desde la máxima comunitaria: una gobernanza compartida.


          

          

            3.3.1. 

             Principios de participación, partenariado, gobernanza, proporcionalidad y subsidiariedad

          


          Imagine una política europea que no tenga al frente de su credo particular la participación de los agentes implicados en la implementación y desarrollo de la propia política.


          Deje de imaginar, no existe.


          Y no es Cohesión una política comunitaria al margen de uno de los grandes «leitmotiv» comunitario, esto es, la contribución de la masa crítica sectorial y horizontal necesaria para permitir el cumplimiento de partenariado, a través de un sistema de gobernanza multinivel y multiactor en base a los principios de proporcionalidad y subsidiariedad.


          Son tantos los principios y están tan sumamente entrelazados que requieren, para mejor comprensión, una exposición por separado, por cuanto cada uno de ellos aporta matices distintos que se complementan a la perfección.


          

          

            A) 

             Participación

          


          La programación estructural debe ser un proceso participativo. Comprendiendo esta máxima resta seguir escribiendo al respecto.


          Participar es compartir, democratizar, cooperar, sumar, apoyar, en definitiva, contribuir a formalizar un proceso, el de programación estructural, que resulta ser complejo teniendo en cuenta la diversidad de ámbitos y objetivos políticos y temáticos a tener en cuenta.


          La participación se asienta sobre el principio de asociación que agrupa de manera corporativa intereses comunes a través del acuerdo en lo principal y renuncia en lo particular.


          La asociación es un elemento nuclear en la programación y ejecución de los Fondos Europeos que requiere, sobre el enfoque de gobernanza multinivel y multiactor, la participación de las Autoridades públicas, la sociedad civil, los interlocutores económicos, medioambientales y sociales y los organismos competentes para promover la inclusión social, los derechos fundamentales, los derechos de las personas con discapacidad, la igualdad de género o la no discriminación.


          Ahí es nada.


          Pocas políticas públicas responden, de forma tan coherente y coordinada, hacer valer el principio de participación como lo podemos observar en la fase de programación estructural.


          Una programación abierta desde las instituciones públicas, participada por los interlocutores y agentes relevantes según las materias y, siempre no lo olvidemos, liderada y ordenada por parte de la unidad de programación. Sin patrón...


          Por tal motivo, la fase de programación debe seguir una serie de etapas que permita, al público representado, la comprensión de la empresa que entre manos dispone la unidad de programación para coadyuvar a un resultado acorde a las necesidades y respetuoso con los condicionantes de programación.


          Veamos, cuáles son estas fases a las que nos referimos:


          

          Fase 1. Estudio, análisis y exposición de las reglas de programación estructural


          Escasas materias superan en complejidad y distancia al público en general como la reglamentación comunitaria de la Política de Cohesión sin que exista, desde el punto de vista del tejido público y privado, una media de conocimiento suficiente como para abordar la construcción de la programación sin que resulte imprescindible una exposición sencilla, clara y coherente de las reglas fijadas por los reglamentos europeos por parte de la unidad de programación.


          En este sentido, a continuación, se indican algunos de los puntos relevantes de cara a abordar la programación estructural con visos de participación exitosa. Así, destacaríamos como relevante:


          

            	

              -  Exponer la Estrategia comunitaria sobre la que se asientan los principios de programación al inicio de cada período;


            	

              -  Conocer los condicionantes derivados de la categoría de región y su afección respecto del cumplimiento de concentración temática;


            	

              -  Comprobar el porcentaje y las materias a concentrar;


            	

              -  Demostrar el cumplimiento de las condiciones habilitantes o habilitadoras previas a la programación de las actuaciones;


            	

              -  Analizar las posibles líneas de actuación que los diferentes Ejes y Objetivos Políticos permiten programar;


            	

              -  Buscar la complementariedad de las actuaciones a programar en los Programas regionales con los Programas Operativos plurirregionales (de aprobación previa a los programas regionales);


            	

              -  Trabajar, bajo principio de prudencia, sobre la base de los recursos financieros asignados a la categoría de región; y, finalmente,


            	

              -  Ser conscientes de la tasa de cofinanciación que va a obtenerse respecto de desembolso inicial de recursos propios.


          


          Todos esos elementos deberían formar parte de una aproximación detallada de las reglas de la programación, a fin de que todos los agentes implicados tuvieran claras las condiciones para acceder a la cofinanciación comunitaria y las obligaciones derivadas de la misma.


          

          Fase 2. Determinación de los agentes convocados


          La segunda fase es determinante para conseguir una programación participativa coherente, lógica y de valor por parte de la unidad competente en la programación estructural.


          Determinar a qué instituciones, agentes, entidades colaboradoras, representantes de la sociedad civil, en definitiva, a qué representatividad se convoca a la exposición de las principales líneas a tener en cuenta de cara a realizar las tareas de programación constituye una piedra angular de todo el proceso.


          Gran parte del éxito o fracaso de la efectividad del principio de participación devendrá del número y representatividad de los agentes implicados, siendo dispar, ya se anuncia, el grado de relevancia de unos con respecto de otros.


          En la primera línea de relevancia en la programación participativa encontraremos aquellos agentes o partner (ya anticipamos matices del principio de partenariado) temáticamente vinculados con los Ejes y Objetivos Políticos llamados a ser centrales en la programación estructural, esto es, los representantes públicos y privados de los objetivos de concentración temática, dada la repercusión financiera que tiene su protagonismo medido en términos financieros del futuro Programa Operativo.


          Y, en una segunda línea de relevancia, encontraríamos a los representantes del aquellos Ejes y Objetivos Políticos que, quedando fuera de la concentración temática reglamentaria pueden venir a ser considerados como los protagonistas de la denominada «segunda concentración» por cuanto, siendo escasos los recursos que quedan al margen de la concentración temática reglamentaria, es fácil suponer que, en un ejercicio de obtención de resultados relevantes, la unidad de programación opte por agrupar los recursos financieros disponibles al margen de concentración y articular una serie limitada de actuaciones absorbentes de la ayuda «no concentrada».


          Finalmente, por coherencia con el principio de participación, la salvaguarda de los intereses económicos, sociales y territoriales de la Política de Cohesión vendrá a ser efectiva a través de los agentes de representación civil en calidad de interlocutores de las necesidades de la sociedad en su conjunto, primando todos aquellos agentes vinculados con la igualdad de oportunidades y no discriminación, el desarrollo sostenible y, evidentemente, la igualdad entre hombres y mujeres.


          

          Fase 3. Aportaciones realizadas por los agentes


          Toda vez que finaliza la exposición ofrecida por parte de la unidad de programación se abre un plazo para que las partes concernidas en la programación presenten sus opiniones, puntos de vista, documentación, propuestas, metodologías de trabajo... en definitiva, para que, una vez interiorizadas las reglas de la programación y los condicionantes estructurales y/o coyunturales de la misma, los agentes civiles, políticos, consultivos... formulen sus consideraciones al respecto y se pueda abrir un período de reflexión, análisis y aportaciones.


          Convendrá que los agentes implicados sigan una guía o modelo de documentación preparada, con carácter previo, por la unidad de programación.


          Este elemento, basado en el orden que anticipa la introducción del presente capítulo, deviene fundamental por dos grandes motivos:


          

            	

              (i)  Por un lado, estructura, con carácter previo, el contenido material que debe contener el documento a cumplimentar por los agentes interesados y,


            	

              (ii)  Por otro, facilita a los participantes la forma, a través de la cual, deben exponer sus ideas, a fin de que la fase de aportaciones realizadas por el tejido participativo resulte común en cuanto su esqueleto e iguale, la forma de ser retornada por los participantes.


          


          

          Fase 4. Recepción, análisis y contestación de la unidad de programación a las aportaciones recibidas:


          Como en todo proceso que cierra una fase participativa, la unidad de programación vendrá obligada a recibir, analizar y contestar las diferentes aportaciones recibidas en la fase 3 el proceso de participación.


          Dependiendo del volumen y la dificultad técnica este posicionamiento de la unidad de programación podrá ser temático, es decir, agrupar por orden de temas las aportaciones recibidas y dar una explicación de su incorporación o decline.


          Otra forma de acometer la respuesta a las aportaciones puede ser por el origen subjetivo de las mismas, diferenciando la respuesta en base al origen de la aportación, esto es, bien sea respuesta a unidades administrativas de Estado o de la Región, agentes sociales, económicos, entidades sin ánimo de lucro, responsables medioambientales... pero siempre, con una coherencia entre el sujeto aportante, la materia dispuesta a debate y el retorno del posicionamiento de la unidad de programación.


          

          

            B) 

             Partenariado vertical y partenariado horizontal

          


          Constituye el partenariado un nivel superior al analizado anteriormente relativo a la participación por la repercusión que en el desarrollo de la programación va a disponer el mismo.


          Probablemente de una decisión inteligente y selectiva en relación con el partenariado que acompañará a la unidad de programación durante todo el proceso, derive, en gran medida, el éxito o fracaso de la programación estructural.


          Decidir es renunciar.


          Optar por aquellos partner que van a coadyuvar a la siempre difícil tarea de elaborar un Programa Operativo, esconde tras de sí, el necesario análisis previo por parte de la unidad de programación de escoger, siempre motivadamente, a sus compañeros de viaje.


          Sin embargo, como en tantas áreas de la programación, sus responsables tampoco van a disponer de una libertad total, ni parcial diría yo, en relación con la selección y composición de su partenariado.


          Pero, vayamos por partes.


          De entrada, desde el punto de vista de los Fondos Europeos, definiremos partenariado como el principio que informa la existencia de una programación conjunta, participada, competencial y transversal que pretende, de forma cohesionada, acometer la programación estructural.


          Diferenciaremos dos tipos de partenariado:


          (i) Partenariado vertical: el partenariado vertical o sectorial vendrá constituido por las unidades competentes por razón de materia. Sobre la teoría del órgano administrativo ya hemos anticipado algo en este libro pero constituye un elemento nuclear de la programación. Definidos los Ejes y Objetivos Políticos que conforman el árbol de programación, serán las unidades administrativas competenciales en los diferentes ámbitos temáticos de programación las verdaderas protagonistas por varias razones.


          

            	

              a.  En primer lugar, porque al descansar sobre ellas las competencias materiales coincidentes con las materias de programación serán ellas, y difícilmente otras si se desea justificar posteriormente la competencia administrativa de las mismas, quienes desarrollen el análisis y estudio de las líneas programables según el Acuerdo de Asociación y formulen las propuestas de las actuaciones a incluir en el futuro Programa Operativo sobre las base de tres elementos básicos: senda financiera, sistema de gestión e indicadores de realización.


            	

              b.  En segundo lugar, porque, como acabamos de anticipar, la «selección» de los partner verticales va a aportar el conocimiento técnico de la materia sectorial a programar. La amplitud o estrechez de los sistemas nacionales y regionales en materia de investigación, desarrollo e innovación; las necesidades relativas a los desafíos de la conectividad física y virtual; la situación del tejido productivo; los parámetros para la conversión de una economía verde; retos y retrocesos en la lucha contra el cambio climático; estado de los hogares en situación de pobreza energética; tasas de abandono escolar temprano; situación del mercado laboral... son elementos que, por el grado de especificidad son conocidos y valorados por los órganos competentes en cada Administración Pública.Por ello, la segunda razón —más allá de la estrictamente competencial y adherida a ella— por la que los partner sectoriales o verticales vienen a cumplir una función insustituible en cada una de las estructuras públicas que afrontan la programación estructural de los Fondos Europeos, viene determinada por el grado de calidad técnica y conocimiento profuso de cada una de las ramas del árbol de programación.

Desconocer el estado de situación, las medidas necesarias y específicas para cada unidad territorial en cada uno de los Ejes y Objetivos Políticos y acompasarlo con las políticas territoriales de cada Estado o región únicamente puede darse a través de la elevación a partenariado de la participación de cada una de estas unidades administrativas.




            	

              c.  Y, en tercer lugar, porque se garantiza la complementariedad de las actuaciones objeto de programación estructural de una región en los programas regionales con las actuaciones a desarrollar, en cada ámbito temático, en el ámbito de los programas plurirregionales.Este aspecto resulta fundamental para garantizar la coherencia de la programación de los Fondos Europeos en función del reparto financiero que se realice en cada uno de los Estados Miembros.

Determinada la cuantía asignada a cada Región, dos son los instrumentos a través de los cuales ésta resulta ejecutada: la asignación territorial a la región para que, en base a su autonomía competencial, ejecute las actuaciones programadas en sus respectivos programas operativos regionales y, por otro lado, la asignación financiera que se reserva el Estado para invertir en dicha región a través de los Programas plurirregionales y sus respectivos partner sectoriales, esto es, los organismos intermedios de la Administración central.

Por ello, un principio a salvaguardar por parte de los agentes sectoriales o verticales es, precisamente, la complementariedad de las actuaciones incorporadas en los programas regionales junto con las actuaciones programadas, en el mismo ámbito temático, en los programas plurirregionales.

La riqueza de programación se ve notablemente aumentada cuando una unidad regional garantiza una diversidad de actuaciones, complementarias entre sí a fin de obtener la mayor productividad posible, en dos planos institucionales diferentes, estatales y regionales.




          


          (ii) Partenariado horizontal: el partenariado horizontal o transversal vendrá determinado por las autoridades competentes en las materias relativas a igualdad de oportunidades, desarrollo sostenible e igualdad entre hombres y mujeres.


          Dicho partenariado cumple una función básica para el aseguramiento de los principios horizontales, aquellos que acompañan desde una dimensión humana y ambiental la fase de programación estructural de los Fondos Europeos.


          El respeto a los principios horizontales, bien por la contribución directa de las actuaciones objeto de programación a éstos, bien por el efecto neutro de las actuaciones sobre los mismos, constituye un «principio de principios» para la Política de Cohesión económica, social y territorial comunitaria.


          Decimos «principio de principios» porque más allá del fomento del estado de la ciencia, el otorgamiento de medidas de fomento para PYMES, la contribución a una cultura emprendedora, la capacidad para la generación de energía renovable o, por poner ejemplos variopintos, la integración de la población inmigrante, el impulso de medidas de autoempleo o, entre otros, la realización de itinerarios integrados de inclusión... el cumplimiento de los principios horizontales garantiza el fortalecimiento institucional a través de la Política de Cohesión.


          De nada servirían las tasas de cofinanciación, la elegibilidad de las actuaciones, el ingreso comunitario posterior al desembolso de gasto público, la mayor de la productividad de las operaciones... y un largo etcétera, si la Cohesión no contribuyera a elementos estructurales en toda sociedad avanzada, cohesionada y respetuosa con los derechos más básicos e inherentes a la ciudadanía europea y al desarrollo de las libertades comunitarias.


          Por ello, el principio de partenariado suma, al elemento vertical o sectorial, una dimensión horizontal representada por las instituciones y autoridades públicas que tienen, en el centro de sus políticas, la igualdad entre hombres y mujeres, la igualdad de oportunidades y el desarrollo sostenible en la formulación e implementación de las políticas públicas.


          Presentados los dos tipos de partenariado, tanto vertical como horizontal, y las razones de su existencia diferenciada veamos cuáles son los argumentos que la unidad de programación puede ofrecer para motivar la elección de unos con respecto a otros.


          Para ello, comenzaremos con las razones que justifican la incorporación de los partner sectoriales o verticales dada la razón de suyo para la elección de los horizontales o transversales. Éstas son las siguientes:


          1) En primer lugar, y ya anticipada en líneas anteriores, la primaria razón que subyace a la elección de los órganos sectoriales viene dada por el binomio competencia funcional interna y ámbito temático de programación.


          Así, al reparto interno de competencias de cada Administración Pública debemos asociarle el ámbito temático que, para cada período de programación, la Unión Europea ofrece en el escaparate de la Cohesión económica, social y territorial.


          Siendo, en apariencia, una tarea sencilla, esto es, buscar el homólogo competencial del ámbito de programación, existen una serie de circunstancias que dificultan tan aparente fácil función.


          Ese maridaje, si se me permite la expresión, de competencia interna y ámbito de programación, viene aderezado por varios aspectos a tener en cuenta a la hora de discernir agentes que comparten espacio temático a programar:


          

            	

              a) 

              De la pluralidad a la unidad: seguro que, con carácter general, resulta común a gran parte de las Administraciones territoriales de los Estados Miembros la existencia de una pluralidad de sujetos, estructuras y unidades administrativas o público-privadas que coexisten alrededor de un de los Objetivos Políticos y Ejes que pretenden ser programados. Por tanto, en escasas ocasiones una materia comunitaria va a descansar sobre la titularidad única de una unidad administrativa, es decir, va a existir una vinculación unívoca entre sujeto y materia.


            	

              b) 

              Mixtura de materias: a lo anterior, debemos adicionarle el hecho de que gran parte de los Objetivos Políticos y Ejes obedecen a una combinación de materias y ámbitos temáticos entrelazados entre sí. Ello dificulta sobremanera la elección de los partner sectoriales por parte de la unidad de programación. Se ve muy claro lo que acabamos de apuntar en varios ámbitos. Entre otros, en el ámbito de la investigación, desarrollo e innovación; en el ámbito de la transición hacia una economía verde o baja en carbono; en las tareas de mitigación, adaptación y lucha contra el cambio climático; en la inclusión social, inclusión activa... es relevante el número de ámbitos programables comunitarios cuyo productivo resultado descansa en una combinación de políticas integrales troceadas funcionalmente en el seno de cada Administración Pública.


            	

              c) 

              Ámbitos de programación novedosos: otro de los elementos que condiciona la elección de los partners viene dado por la existencia de ámbitos de programación diferentes entre periodos de programación comunitaria. En este sentido, cada período dispone de un árbol de programación que innova uno con respecto de los otros. Ello conlleva una tarea de indagación por parte de la unidad de programación para encontrar la unidad competencial o unidades competenciales que asumirá la función de programar sectorialmente el ámbito cofinanciado.


          


          2) En segundo lugar, experiencia en la gestión.


          Es ésta una de las razones de mayor peso en la selección de los partners sectoriales o verticales.


          La dificultad de gestión de las líneas cofinanciadas, la necesaria adaptación de los sistemas de gestión y control internos de las unidades administrativas a las obligaciones inherentes a la cofinanciación comunitaria, el cumplimiento de las sendas financieras de las actuaciones programadas, la productividad de los indicadores de realización, las tareas de evaluaciones intermedias y finales, el aseguramiento de las obligaciones en materia de comunicación, información y publicidad, el sometimiento a las tareas de verificaciones administrativas e in situ, los controles financieros posteriores de las Autoridades de Auditoría... todos ellos son sólo algunos de los elementos que conlleva la gestión de las actuaciones cofinanciadas y que, en consecuencia, requiere de estructuras administrativas conocedoras, mínimamente, del funcionamiento de la cofinanciación comunitaria.


          Inobservar lo anterior abocará al Programa Operativo a una dificultad propia añadida a las ya establecidas en vía reglamentaria.


          Nadie puede negar la entrada de un partner sectorial o vertical a la fase de programación, en primer término, ni la condición de órgano gestor, posteriormente.


          Sin embargo, la participación en los Fondos Europeos y, en consecuencia primaria, en la fase de programación, debe realizarse con un conocimiento de la realidad comunitaria o, si se prefiere, con la disponibilidad máxima para aprehenderlo si se desconoce.


          Al respecto diremos que, como es obvio, la incorporación de nuevos Objetivos Políticos y Ejes va a conllevar la aparición de nuevos partners, por lo que el requisito de la participación en anteriores periodos de programación decaerá, por naturaleza, al observar el menú de actuaciones programables. Siendo esto así, los nuevos ámbitos ya abrirán la necesidad de ser oportunos en la detección de nuevos agentes.


          En consecuencia, y no cerrando la posibilidad de que nuevos partners sectoriales o verticales participen de la programación estructural y la gestión de los Fondos Europeos respecto de los órganos testigos de periodos anteriores sí se debe ser consciente de los riesgos operacionales propios de la gestión cofinanciada.


          3) En tercer lugar, sometimiento al derecho administrativo y capacidad financiera y presupuestaria.


          Como lo anteriormente señalado, no es requisito sine qua non que el partner quede sujeto a derecho público, si bien, las garantías procedimentales, la afección de la gestión de los partner a los principios de concurrencia competitiva, igualdad de trato, no discriminación, publicidad, transparencia... son cauciones de peso para discernir, si no elegir, en igualdad de posibles partner, unos con respecto de otros.


          El sometimiento al derecho público por parte del partner de programación (a la postre, como veremos, futurible órgano gestor) es una medida de seguridad que puede motivar perfectamente la elección de un partner sectorial o vertical en detrimento de otro u otros.


          El desarrollo de las fases definidas en el procedimiento legalmente establecido, la dotación presupuestaria, la garantía de la pista de auditoría... son elementos asegurados a través de la utilización de los diferentes negocios jurídicos públicos que los partner pueden plantear en la fase de programación a la hora de determinar el sistema de gestión a emplear para la ejecución de sus actuaciones.


          Debe tenerse en cuenta que, gran parte de los sistemas de gestión y control utilizados para la implementación de la programación comunitaria se encuentran, además, armonizados por la normativa comunitaria, lo que facilita la comprensión de cuantas autoridades de control observarán, en totalidad o por muestreo, el gasto público ejecutado en el marco de la Política de Cohesión.


          Por tanto, disponer de un sistema jurídico basado en derecho público, asegurar la dotación presupuestaria necesaria para validar la capacidad financiera del partner constituye una de las tareas innegociables y determinantes de la unidad de programación en la fase de selección de partners sectoriales o verticales.


          En coherencia con lo anterior, como puede observarse, deben ser tenidos en consideración elementos fundamentales para el cumplimiento del principio de partenariado, principalmente, en lo que atañe al partenariado sectorial o vertical.


          De su acierto dependerá, primariamente, una programación coherente, lógica y funcional habida cuenta del conocimiento profuso que se le supone al partner y, como veremos más adelante, una garantía en la ejecución posterior que se logre realizar respecto de las actuaciones programadas.


          Por tanto, la unidad de programación vendrá a aplicar estos criterios que, acompasados por la idoneidad y voluntad política para cada período de programación, permitirá ofrecer seguridad respecto de los agentes implicados en la fase de programación. Fase en la que, como en tantas ocasiones hemos podido comprobar, la unidad de programación acomete supeditada al cumplimiento riguroso de un «test de idoneidad» respecto de los socios que participarán en la programación estructural de los Fondos Europeos.


          

          

            C) 

             Gobernanza multinivel, multiactor y económica

          


          Prosiguiendo con el análisis de los principios que rigen la programación estructural de los Fondos Europeos topamos con uno de los vectores institucionales de la misma: la gobernanza.


          Afirmamos, sin riesgo a equívocos, que la gobernanza es entendida como el conjunto de reglas, funciones y procedimientos, de naturaleza netamente institucional, dispuestos para el gobierno de los Programas Operativos cofinanciados en el marco de la Política de Cohesión.


          La gobernanza personifica, como acabamos de señalar, el principio de buen gobierno, aquél en el que las partes ceden a un todo común cada una de las singularidades propias, alejando las diferencias y acercando el consenso para el correcto desarrollo de las funciones que, como decimos, las partes que conforman el todo, tienen referidas.


          La gobernanza de los Programas Operativos descansa sobre una idea fundamental: la lealtad institucional. Sin lealtad de las partes concernidas, desde la Comisión Europea con la aprobación del Marco Financiero Plurianual y la incipiente fase de propuestas reglamentarias, hasta el último órgano gestor que ejecuta las actuaciones sobre cuya titularidad recae la obligación de implementarlas basan sus relaciones en términos de cooperación, colaboración, respeto y contribución recíproca.


          Los déficits en el cumplimiento de las obligaciones de cada una de las partes y niveles que conforman la gobernanza de los Programas no pueden ser suplidos por las otras. El deber es mutuo y la colaboración también. Lo contrario abocaría a los programas operativos a un desgobierno que cristalizaría con la inejecución de los programas.


          Por ello, si bien la gobernanza es un principio horizontal en el tiempo desde la programación, la gestión y ejecución, el seguimiento y evaluación y, finalmente, el control de los Fondos Europeos, considero apropiado presentar la gobernanza en la primera de las etapas de la política pública de Cohesión: la programación.


          Dicha gobernanza, como veremos a continuación, puede ser observada desde un triple punto de vista:


          

            	

              -  Gobernanza multinivel;


            	

              -  Gobernanza multiactor; y,


            	

              -  Gobernanza económica.


          


          Analicemos, en primer lugar, las dos primeras esferas del gobierno de la programación.


          Una y otra, gobernanza multinivel y multiactor, intrínsecamente vinculadas, pretenden coadyuvar a la implementación y correcto desarrollo de los programas a fin de garantizar el buen gobierno de éstos, en el que cada una de sus partes ejerce, sobre el principio matriz de buena gestión financiera, cada una de las funciones y competencias asignadas, con el objetivo de que el conjunto de miembros que participan en cada fase ofrezca sus servicios en términos de eficacia y eficiencia.


          Veamos cada una de ellas de forma separada para, posteriormente, comprobar cómo interactúan ambos planos, nivel e institución.


          1) Gobernanza multinivel: los Programas Operativos son formulados y programados siguiendo una estructura jerárquica y piramidal. Tres son los niveles que se reúnen en la gobernanza multinivel durante la vida de un programa y, en particular, en el nacimiento del mismo, la programación estructural.


          a. Comisión Europea: dos son las fuerzas motrices del proceso de programación a cargo de la Comisión: aprobación del Marco Financiero Plurianual e iniciativa del procedimiento legislativo ordinario a través de la formulación de las propuestas reglamentarias para que, posteriormente, sean consolidadas por parte de Parlamento y Consejo a través de la aprobación de la reglamentación de disposiciones comunes y reglamento por Fondo. Toda vez impulsado el procedimiento de un nuevo Marco Financiero y período de programación, la Comisión aborda la negociación de dos fases representadas por dos niveles distintos:


          

            	

              i.  Acuerdo de Asociación: «documento paraguas» suscrito entre la Comisión Europea y cada uno de los Estados Miembros que da cobertura institucional al conjunto de las posibles actuaciones, por Fondo, que finalmente resultarán ser programadas por parte de cada uno de los Estados Miembros de la Unión Europea. Afirmo que el Acuerdo de Asociación cumple esa función paraguas para el nivel central del Estado y los niveles descentralizados, como en el caso español representan las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales. Por tanto, la función negociadora del Acuerdo de Asociación centra los recursos y esfuerzos de la Comisión Europea junto con cada uno de los Estados Miembros para definir, siguiendo el árbol de programación y mediante la lógica de intervención, la totalidad de las posibles actuaciones a incorporar en cada uno de los Programas Operativos, bien de carácter plurirregional o, en su caso, de carácter regional. En definitiva, la función negociadora que concita a las partes señaladas constituye el más alto nivel de relaciones institucionales entre la Comisión Europea y el Estado Miembro.


            	

              ii.  Programas Operativos: aprobado el Acuerdo de Asociación y, en consecuencia, definida la elegibilidad total de las actuaciones posibles para cada período, se abre una etapa y tiempo de seguido a la aprobación del Acuerdo de Asociación, la negociación de los Programas Operativos. Dicha etapa abre, a su vez, la incorporación al proceso de programación de las entidades territoriales descentralizadas, a fin de negociar, junto con el Estado el contenido y las condiciones de los programas. Por tanto, junto con el Estado, titular de la negociación de los programas plurirregionales, participan las entidades descentralizadas para realizar las propuestas de las potenciales actuaciones que finalmente acabarán siendo programadas.


          


          b. Estados Miembros: los Estados Miembros representan el segundo nivel de la estructura de gobernanza multinivel en la fase de programación estructural de los Fondos Europeos. En base al reparto de competencias interno y, estrictamente vinculado con el principio de soberanía nacional, es al Estado Miembro al que, como hemos visto, le compete la representación ante las instituciones comunitarias coparticipado, en el caso de España, con las Comunidades Autónomas. Por tanto, es el Estado Miembro el que acomete la negociación del Acuerdo de Asociación que, si bien es un proceso participativo, descansa su titularidad en las estructuras estatales.


          El producto final del proceso de negociación institucionalizará la elegibilidad de las actuaciones que, posteriormente, tanto el propio Estado como las entidades descentralizadas querrán incorporar en sus propuestas de programación.


          Dicho esto, y también en el marco de la colaboración interadministrativa, el Estado acomete la negociación de los programas operativos plurirregionales, es decir, los instrumentos de inversión y desarrollo que los organismos intermedios de la Administración central (Ministerios y organismos dependientes) ejecutarán en cada una de las regiones, atendiendo al principio de «categoría de región» visto en el presente capítulo.


          c. Niveles descentralizados: por tal categoría referenciamos los diferentes niveles administrativos inmediatamente inferiores al Estado Miembro de conformidad con la organización territorial del poder constitucionalmente definida como modelo territorial de Estado.


          En el caso español, la participación de las Comunidades Autónomas en el proceso de programación se realiza siguiendo los principios de unidad de programación, autonomía política, igualdad y principio dispositivo de ejercicio político propio.


          Como puede observarse, la programación estructural por parte de las Comunidades Autónomas, siempre bajo la coordinación institucionalizada de la Administración central constituye un claro ejemplo de autogobierno y autonomía que permite, a cada una de las Comunidades Autónomas, proponer el conjunto de actuaciones que mejor den respuesta a los desafíos estructurales de cada región así definidos en el diagnóstico socioeconómico previo realizado.


          Igualmente, debemos también hacer una mención, por mínima que sea, a las Entidades locales por cuanto, si bien no son titulares de programas operativos, participan en función de los diferentes Fondos en el diseño de estrategias territoriales que pueden llegar a consolidarse al amparo de los programas operativos.


          Las estrategias territoriales integradas o las estrategias de desarrollo local participativo son ejemplo de la inclusión de las entidades y grupos locales en la fase de programación estructural de Cohesión, en ejemplo claro de la consolidación de los principios de cooperación mutua y recíproca entre los entes descentralizados de primer nivel, las Comunidades Autónomas, y la descentralización de segundo nivel, las entidades locales.


          En consecuencia con lo anterior, los principios de información mutua, colaboración, coordinación y respeto a los ámbitos competenciales respectivos definirán las relaciones entre entidades autonómicas y entidades locales en la fase de programación estructural.


          2) Gobernanza multiactor: analizada la gobernanza multinivel y el desarrollo de las funciones asignadas a cada uno de los niveles tratados, la gobernanza multiactor reúne no sólo a los actores institucionales de los diferentes niveles vistos anteriormente, sino aquellos actores que, sin responder a una institución en el sentido político de la palabra, sí representan los intereses económicos, sociales y territoriales durante la fase de programación estructural.


          Así, la gobernanza multiactor va a congregar a la administración institucional y a las entidades representativas de intereses diversos, es decir, se aúna la representatividad política y la representatividad social. Instituciones, sociedad civil e interlocutores sociales se dan cita en la fase de programación para afrontarla desde la diversidad y la pluralidad en base a la unicidad de acción ante las instituciones comunitarias.


          Dentro de la denominada gobernanza multiactor, la reglamentación comunitaria acuña un conjunto de colectivos destinados a participar durante la programación en las diferentes fases así previstas.


          En particular, destacamos los organismos pertinentes que representen a la sociedad civil, los interlocutores medioambientales y los organismos responsables de promover la inclusión social, los derechos fundamentales, los derechos de las personas con discapacidad, la igualdad de género y la no discriminación.


          La participación de este conjunto de actores, durante la fase de programación, resulta especialmente relevante en los siguientes hitos temporales:


          

            	

              a)  Fase de negociación del Acuerdo de Asociación: por cuanto, como hemos visto, constituye el paraguas de elegibilidad de las posibles futuras actuaciones a incorporar en los programas operativos. La participación de diferentes actores temáticos ofrece una visión poliédrica de los diversos sectores que conforman la temática de los Objetivos Políticos y Ejes a programar.Por tanto, se produce un salto de calidad relevante para el Estado Miembro contar con el tejido público y privado sectorial de cara a reforzar la negociación al contar con el respaldo y apoyo de quienes, además ostentar un nivel temático elevado dada la especialidad sectorial y material del ámbito de negociación, van a resultar los beneficiarios últimos de la política de cohesión cofinanciada.

Evolución histórica del impacto de Cohesión en un ámbito determinado, utilización de fuentes y datos estadísticos, análisis del estado de situación de un sector particular, actuaciones necesarias para el impulso de un sector económico, social o territorial... son algunos de los elementos que la gobernanza multiactor aporta en la fase de negociación del Acuerdo de Asociación y, en consecuencia, habilita a la sociedad civil a participar en el documento de negociación cabecera, a nivel de Estado Miembro, en cada período de programación.




            	

              b)  Fase de diagnóstico socioeconómico previo a la elaboración de los borradores de los programas operativos: apuntado líneas más arriba, los agentes implicados por temáticas pueden participar en la fase de diagnóstico previo, fase de suma importancia en la programación estructural por cuanto justifica la idoneidad de la programación de unas actuaciones con respecto de otras y, en consecuencia, el valor añadido de las mismas resulta fundamental.En este sentido, tanto para poner de manifiesto las fortalezas que presenta la unidad territorial objeto de análisis; enfatizar las debilidades estructurales de un sector en la comparativa nacional o comunitaria; anticipar y advertir las amenazas que se ciernen sobre determinados sectores que requieren la decidida intervención de la financiación comunitaria o, en último lugar, escenificar las oportunidades que la temática comunitaria representa para ámbitos y colectivos que pueden encontrar en la Cohesión europea una forma de impulsar actuaciones básicas para su desarrollo, son algunos de los aspectos que van a verse enriquecidos por la participación de la representación social de las comunidades.




            	

              c)  Fase de negociación de los programas operativos: finalmente, la fase de negociación de los programas operativos constituye otra escena de evidente potencial participación de la gobernanza multiactor para reforzar las viables actuaciones a incorporar en los programas, la idoneidad de determinados indicadores de realización y su forma de cálculo, cómputo y seguimiento o, incluso, la capacidad de absorción financiera que tiene una determinada línea de actuación en el conjunto del programa operativo.


          


          3) Gobernanza económica: quizás, sin duda, la esfera económica de la gobernanza es la más desconocida e inaplicada en la fase de programación y sí más cercana a la fase de gestión y ejecución de los programas operativos. Sin embargo, vamos a analizar la repercusión que presenta una gobernanza económica acertada, también, durante la fase de programación.


          El proceso, como no puede ser de otra manera, comienza con la asignación financiera que el Estado Miembro propone a las diferentes entidades descentralizadas por Fondo y programa operativo. A partir de ahí, la unidad de programación debe aplicar la gobernanza económica en un plano desconocido para la mayoría de los actores que rodean la programación estructural, el reparto de sendas financieras por actuaciones.


          Sin duda, como hemos señalado en otras ocasiones, atendemos, de nuevo, a que el acierto o error del futuro programa operativo guarde gran relación con la aplicación de la gobernanza económica en la incipiente vida de un programa, esto es, la programación.


          Hemos señalado en el presente libro que la Cohesión y, mediante ella, la financiación de los Fondos Estructurales debe ser utilizada para los grandes desafíos económicos, sociales y territoriales de las unidades territoriales de programación.


          Por tanto, en aplicación de la gobernanza económica, los planes financieros de las propuestas de los programas operativos no pueden convertirse en una lluvia fina para una multitud de actuaciones, sino justamente todo lo contrario.


          La determinación de la unidad de programación debe pasar por la concentración de los recursos en el menor número de actuaciones posibles consiguiendo, en su caso, los resultados de escala que comentábamos en páginas anteriores.


          Determinadas las actuaciones troncales de los programas operativos, la gobernanza económica se desarrollará en un triple momento temporal:


          

            	

              a)  Presupuestación de sendas financieras en los respectivos presupuestos de las unidades territoriales de Cohesión (Estado y Comunidades Autónomas, principalmente) para los órganos gestores responsables de su implementación y ejecución;


            	

              b)  Tesorería y pagos de derechos reconocidos frente a terceros en el desarrollo de las líneas de actuación cofinanciadas, bien sea a terceros derivados de prestaciones de servicios, bien sea a finales beneficiarios de subvenciones públicas en el contexto de la política de fomento, tan utilizada en el marco de los Fondos Europeos; y, finalmente;


            	

              c)  Financiación: la gobernanza económica afecta también a las unidades de financiación de los territorios por cuanto, tras la ejecución de gasto público y correlativo pago, como acabamos de ver, el ingreso comunitario viene a cofinanciar la parte del desembolso previo que, en función de la categoría de región, ésta tenga asignada.


          


          Destacar, finalmente, que la gobernanza económica va a estar acompañada de los diferentes instrumentos comunitarios de naturaleza económica, como son las recomendaciones del Consejo, las recomendaciones específicas por país o las prioridades que, desde el punto de vista de la estabilidad presupuestaria, adopte para cada Estado Miembro las instituciones comunitarias tendentes a garantizar el equilibrio presupuestario de cada Estado o región, como vimos en páginas anteriores.


          En conclusión, la gobernanza, tanto en su esfera multinivel, multiactor y económica es un principio vector transversal en la fase de programación estructural de los Fondos Europeos siendo, el éxito o fracaso posterior en la ejecución de los programas, heredero de la aplicación correcta o incorrecta de la gobernanza en el marco de la Política de Cohesión comunitaria.


          

          

            D) 

             Proporcionalidad

          


          Constituye la proporcionalidad un principio de adaptación, no ya sólo en la fase de programación estructural sino, fundamentalmente, en el resto de las fases que presenta la plasmación de la Política de Cohesión.


          Esgrimir proporcionalidad no supone renuncia. En ningún caso. En ningún modo. Se achaca muchas veces a la humildad financiera estar impregnada de pretensión de dosis de proporcionalidad. Nada más lejos de la realidad.


          Proporcionalidad significa una Cohesión adaptada a la realidad. A la realidad financiera, sí. Pero no sólo a ella. A la proporcionalidad presupuestaria, poblacional y territorial. Y he aquí las reivindicaciones del territorio, de la sociedad y del territorio. Cohesión para converger, pero proporcionalmente a la convergencia y al crecimiento.


          Y, programación estructural es testigo directo de una proporcionalidad proclamada en los reglamentos y, sin embargo, diluida en la práctica. Insaciables deseos de conocimientos, estadísticas, datos, costes, estrategias... condiciones, en definitiva, requisitos comunitarios de cara a programar aquello que el propio sentido común evidencia como latente de cada unidad territorial.


          La proporcionalidad es la barrera coherente y de sentido común que, en muchas ocasiones, se ve arrastrada por el oleaje comunitario. Dar, ofrecer, explicar, motivar, sí, pero de forma proporcional.


          Las actuaciones que se proponen en fase de programación resultan fácilmente programables o factibles desde un punto de vista de la lógica de intervención. Sobre esto, leeremos posteriormente.


          Proporcionalidad, define la Real Academia Española como la proporción o correspondencia de las partes con el todo o de una cosa con otra. De una cosa, la propuesta de programación, de otra, el programa operativo. Distancia en tiempo y forma del todo, el programa operativo, y de la parte, los trabajos preparatorios para la consecución del producto.


          Desde el cumplimiento de los requisitos de la reglamentación comunitaria de disposiciones comunes, las condiciones habilitantes o habilitadoras, el Acuerdo de Asociación, la categoría de región, la concentración temática... y, partir de ahí, la proporcionalidad. Todo sometido a una cuantía, la senda financiera fijada a nivel de programa operativo y su proporción, su proporcionalidad respecto de la totalidad de gasto no financiero de la unidad territorial previsible para el período de programación.


          Como ocurría con la gobernanza multinivel, multiactor y económica, la proporcionalidad va a ser una regla, como los propios Fondos, estructural a la vida propia de los programas operativos. Los sistemas de gestión y control, la evaluación de la capacidad administrativa, operativa y financiera de los órganos gestores, las obligaciones en materia de comunicación, información y publicidad, la selección de buenas prácticas... todo antecedido por la fase primaria, la programación.


          El grado de exigencia de justificación, motivación, estimulación de las razones que llevan a una unidad territorial a programar unas actuaciones en defecto de otras, la viabilidad financiera de las mismas, la contribución a los indicadores de realización de las actuaciones propuestas a programar, el coste unitario o unidad de medida por participante/beneficiario de la actuación cofinanciada... todo, no la parte, debe rezumar proporcionalidad.


          Proporcionalidad no es renuncia de obligaciones o, al menos, no debe entenderse como tal.


          Programar, de forma proporcional, constituye un elemento básico, innegociable a la contribución financiera de la Unión respecto del programa operativo objeto de análisis. Así, la categoría de región, la tasa de cofinanciación y el grado de elegibilidad determinan tres elementos básicos de cara a afrontar, en términos de igualdad, la fase de programación.


          Proporcionalidad es una cualidad o condicionante que no sólo tiene que ser enfatizada por la unidad territorial objeto de programación, sino que, por defecto, debe ser respetada por las instituciones comunitarias como un elemento de reciprocidad a la contribución comunitaria respecto de los objetivos de Cohesión.


          Obviar lo anterior constituye el primer paso a la desafección de la Política de Cohesión comunitaria. Sí, la Cohesión es virtual en la literatura reglamentaria, pero se ejecuta y formaliza como real a través de su implementación y ejecución. Sin embargo, para que ello resulte efectivo, debe abordarse una programación que, de entrada, respete la condición proporcional de cada uno de los actores que intervienen en la misma.


          Y, lo anterior, no es a beneficio de inventario de la región programable. Todo lo contrario. La región es causa de una Cohesión efectiva, directa y, como no, proporcional. La proporcionalidad no es una opción, es una necesidad. La distancia progresiva de la Cohesión radica, en gran medida, en el avance de la tecnocracia. Una tecnocracia que, bajo el paraguas de la eficiencia y eficacia, pierde su mayor valor al intensificar, en términos de obligaciones en materia de programación, aspectos y elementos que únicamente observando el sentido común serían rechazables por natura.


          Proporcionalidad genuina.


          Resulta ser ésta una condición novedosa para los nuevos periodos de programación que, sin embargo, tras su enunciado pierde el predicado. La proporcionalidad, fijada en el Tratado de Tratados, Maastricht, se diluye en el entramado de requisitos para programar, para dar nacimiento a un programa de soluciones y alternativas a los desafíos estructurales de la unidad territorial objeto de programación.


          Proporcionalidad, en resumen y escala, con el siguiente alcance:


          

            	

              1)  Relación entre categoría de región y tasa de cofinanciación: puede ser una reducción excesiva, pero, indiscutiblemente, la categoría de región y la correspondiente tasa de cofinanciación deben ser elementos a tener en cuenta de cara a programar por cada unidad territorial.Categoría de región y tasa de cofinanciación cuantifican, objetivan y delimitan los esfuerzos a realizar en base a la tasa de retorno obtenida. A nadie se le puede escapar que el coste/beneficio de cualquier región en el marco de Cohesión se debe enfrentar al beneficio obtenido o a obtener. Hacer lo contrario conculcaría la correspondencia entre inversión y beneficio y, en consecuencia, parámetros consolidados de la cultura comunitaria.




            	

              2)  Relación entre senda financiera asignada por Programa Operativo y requisitos de programación: puede ser reducida la Cohesión estructural a las más absurdas de las consecuencias, la disponibilidad financiera. Sin embargo, a nadie se le escapa que el cumplimiento de las obligaciones que dan lugar a la cofinanciación debe ser tenida en cuenta por la Comisión Europea en base a la senda financiera que Cohesión dispone para una unidad territorial en el Marco Financiero Plurianual.


            	

              3)  Relación entre ayuda comunitaria y presupuesto de la unidad territorial: y, sí, finalmente, Cohesión debe ser encuadrada y exigida, en base a la proporcionalidad que existe entre el presupuesto de gasto no financiero anual de la unidad a programar y la contribución de los Fondos Europeos. Obviar el peso específico y relativo de la cofinanciación en el conjunto de recursos disponibles al margen de ésta no sólo no resulta inmaduro, sino que es incoherente a la realidad.


          


          En definitiva, la proporcionalidad debe imperar la relación entre medios dispuestos y resultados a alcanzar, esfuerzos realizados y metas a conseguir, motivación y justificación de las actuaciones propuestas y receptividad o acogida de la Comisión... para hacer efectivo un principio elemental, el de la proporcionalidad, enfatizado por las disposiciones comunes reglamentarias «de conformidad con el principio de proporcionalidad establecido en el artículo 5 TUE, el presente Reglamento no excede de lo necesario para alcanzar dichos objetivos».


          En contexto de programación, que así sea.


          

          

            E) 

             Subsidiariedad

          


          Probablemente, una de las grandes banderas comunitarias tras la aprobación del Tratado de Lisboa.


          Subsidiariedad en el ejercicio de las competencias por parte de la autoridad pública competente para ello e intervención al mejor nivel o escala administrativa en función de los efectos de la acción pretendida, aproximando el ejercicio de las competencias al ciudadano en la mayor medida posible.


          De conformidad con el artículo 5.3 del Tratado de la Unión Europea, deben cumplirse tres condiciones para la actuación de las instituciones de la Unión conforme al principio de subsidiariedad:


          

            	

              a)  no debe tratarse de un ámbito que sea de competencia exclusiva de la Unión (competencia no exclusiva);


            	

              b)  los objetivos de la acción pretendida no pueden ser alcanzados de manera suficiente por los Estados miembros (necesidad); y, finalmente,


            	

              c)  la acción, debido a su dimensión o efectos, puede realizarse mejor a escala de la Unión (valor añadido).


          


          De esta forma queda institucionalizado el principio de subsidiariedad que, junto con el principio de gobernanza multinivel y proporcionalidad, constituyen el más solemne pórtico de entrada a la Política de Cohesión participada a través del principio de partenariado, vistos anteriormente.


          La subsidiariedad, en la fase de programación, permite articular los mecanismos necesarios para que cada Institución interviniente en la misma (administración regional, administración central y Comisión Europea) aborden las fases de programación en base a un vector fundamental, la gestión compartida.


          En virtud de ella, la Comisión Europea procede a delegar las estrategias de programación (y, también, de ejecución) de los Programas Operativos en los diferentes Estados Miembros y regiones de la Unión Europea.


          De esta forma, la aplicación del principio de subsidiariedad limita la acción de la Unión Europea para la consecución de los objetivos establecidos en los Tratados permitiendo, en consecuencia, la participación legitimada de niveles institucionales y administrativos más cercanos a la ciudadanía, destinataria última de los productos de la Política de Cohesión.


          Así, tanto las decisiones como los procesos decisionales acercan la acción comunitaria al ciudadano último, origen y fin de las medidas a incorporar en la fase de programación por parte de las Administraciones territoriales a ser cofinanciadas en el marco de la Política de Cohesión a través de los Fondos Estructurales y de Inversión Europeos.


          Por ello, Comisión Europea, Estado Miembro, Región y entidad local acometen una programación compartida y conjunta, pero, también diferenciada en cada una de las fases de programación y en las decisiones sobre la viabilidad de las actuaciones programables y la justificación de las mismas.


          Un poder compartido y una responsabilidad participada para crear una programación estructural abierta, accesible y ajustada al nivel administrativo más próximo al ciudadano omitiendo, de esta forma, la formulación de estrategias de «arriba a abajo», de naturaleza vertical imperativa sustituyendo el poder coercitivo por la cesión de espacios a las autoridades administrativas territoriales que mayor cercanía presentan con la ciudadanía.


          Cerramos, de esta forma, la descripción de los principios que vinculan y vertebran la programación estructural para abordar, de seguido, la figura de la Asociación entre la Unión Europea los Estados Miembros y la plural visión de éstos en función de la descentralización que caracterice su organización territorial del poder, dando cabida en el marco de la unidad estatal a las singularidades económicas, sociales y territoriales que presenta cada país miembro de la Unión.


          

          

            3.3.2. 

             De la Europa de los Estados a la Europa de las Regiones: de la visión de Estado a la función convergente del mismo. El acuerdo de asociación

          


          

          

            A) 

             Introducción: Europa como sujeto político en el marco de la Política de Cohesión

          


          El proyecto comunitario, cuyos orígenes ahondan raíces en la búsqueda de una vía definitiva de paz a los trágicos acontecimientos derivados de los diferentes procesos bélicos que asolaron el viejo continente, fue tomando, progresivamente, un cariz de naturaleza económica, aduanera y mercantil en los primeros tiempos de andadura.


          Quizás, hoy, todavía ése sea el origen de no disponer de un verdadero proyecto político para Europa, con voz y presencia real en el mundo y tengamos que seguir manteniendo la vieja idea de ¿cuándo Europa no ha estado en crisis?. Una crisis que cohabita en el desarrollo de las diferentes fases que Europa ha ido acometiendo hasta nuestros días.


          Pero, como sabemos, los orígenes y primeros pasos de la andadura europea fueron dirigidos hacia dimensiones económicas, industriales, fabriles, aduaneras y mercantiles... con mayor preocupación por la creación de un Mercado Único Europeo que favoreciese el intercambio de bienes, la prestación de servicios y la consolidación de una zona económica creciente al viento de cola que las estadísticas macroeconómicas que presentaban todas aquellos Estados que decidiesen incorporarse a proyecto supranacional comunitario.


          Consecuencia con lo anterior, la opción económica desniveló la balanza a favor de proyectar un proyecto económico en detrimento de un verdadero proyecto político que, alcanzó su cuota de mayor fracaso, con la fallida y non nata constitución europea, dejando al Tratado de Lisboa la difícil tarea de mantener el tipo institucional y competencial en las generaciones de Tratados derivados.


          Sin duda, una misión complicada, sobre todo, cuando el proyecto acababa de virar hacia un camino, hoy década y media después, todavía sin conocer exactamente qué futuro se le antoja a la vieja Europa en un contexto globalizado y mundializado donde las economías emergentes echan por tierra gran parte de los datos macroeconómicos europeos, donde las viejas estructuras no dan soporte suficientemente ágil y moldeable a los diferentes periodos de crisis y donde la población (activo principal del continente intelectual) envejece y se desertifica a pasos agigantados, sin que exista política que revierta estas tendencias.


          Así pues, el gran éxito del proyecto no económico y sí político de Europa ha sido, sin duda, la consolidación de unas estructuras jurídicas e institucionales tendentes a garantizar la defensa y protección de los derechos fundamentales, el aseguramiento de las libertades de circulación de personas, mercancías, servicios y capitales haciendo, hoy en lectura de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, del fortalecimiento de las estructuras nacionales y europea un pilar fundamental sobre el que construir, definitivamente, un proyecto político europeo basado en los principios federalistas de igualdad y solidaridad.


          No son pocos los retos a los que se presenta Europa ni tampoco los miedos históricos que acompaña a cada período de necesarias continuas reformas.


          En términos comunitarios, la capacidad de dar respuesta a las diferentes perspectivas poliédricas del sinónimo Europa, crisis.


          Crisis de corte económico mundial, habida cuenta de la incapacidad para contrastar en tiempo y forma las turbulencias en el ámbito financiero, bancario o doméstico. Da igual la escena en la que se juegue el euro su fortaleza y su habilidad para sortear, sino para predecir, los grandes impactos que la afección de la economía y productividad mundial generan en las estructuras económicas europeas.


          Y crisis económica casera, donde Bruselas no supo encontrar el equilibrio de respuesta a la crisis de la que todavía hoy los estratos sociales más vulnerables no han recuperado la senda del crecimiento y, sin embargo, ya asoman nuevas turbulencias en las que, de nuevo, veremos si la tecnocracia le gana la partida a la política, derivando la respuesta comunitaria en otra motorización reglamentaria europea que, a diferencia de otros modelos económicos, ahoga el crecimiento, reprime la inversión y deja al albor del tiempo la recuperación de la economía como quien espera que el cielo escampe en mitad de la tormenta.


          Como digo, veremos si de nuevo el Diario Oficial de la Unión Europea amanece integrado por numerosas normas reglamentarias que, por su efecto directo desplazamiento de las normas internas de los Estados Miembros abocan a Estados y Regiones a un proceso de contracción económica mientras observamos los positivos efectos de las políticas de expansión de crecimiento, liberalización de la economía y reducción de la carga impositiva, mochilas todas ellas demasiado pesadas para acelerar la capacidad de respuesta a fin de ofrecer una Europa de oportunidades, de desarrollo económico y alejada de la depresión financiera y, a la postre, social a la que deja rendida a la sociedad comunitaria el mantra de la estabilidad presupuestaria, déficit público y consolidación fiscal.


          Reconociéndome un convencido de la necesidad de disponer de unos Estados financieros saneados, de unos presupuestos que den cobertura al crédito necesario para afrontar los gastos sociales en un modelo de seguridad financiera, no puede ser que ese objetivo (que, además se incumple reiteradamente) lo sea a cambio de renunciar en el camino a un crecimiento armonioso, sostenible e integrador de economías y personas.


          Crisis territoriales que, al igual que la parte económica presentada, también adolece de un doble desafío, en este caso, de Europa con sus Estados y de los propios Estados miembros de la Unión. De Europa con sus socios, como consecuencia de la puesta en marcha, por vez primera, de un proceso regresivo y decreciente de aspirar a una mayor y mejor Europa.


          Una Europa que ya no sólo no suma, sino que resta.


          Una Europa que ha tenido que habilitar una opción contranatura a todo proyecto de integración, de composición, en definitiva, de crecimiento de Estados que, es, a la postre, un crecimiento de culturas, de diversidad, de pluralidad, de más y diferente Europa.


          La crisis derivada por la solicitud del Reino Unido de aplicar el artículo 50 Tratado de la Unión Europea por la que se da pistoletazo de salida, nunca mejor dicho, al abandono de un Estado clave y fundamental en el proceso modernizador comunitario es, sin duda, otro ejemplo más de la imposibilidad de crear un proyecto político, que dé respuestas políticas a problemas políticos.


          Y, junto a los problemas de Europa y sus socios, los problemas territoriales de los Estados miembros con las, inicialmente denominadas, tensiones territoriales que, con el paso del tiempo, se están acabando, convirtiendo en verdaderos desafíos del mantenimiento del orden público, la inobservancia penal de conductas delictivas y el desafío a los propios Estados.


          Movimientos con prácticas terroristas acampan a sus anchas en espacios públicos donde la Cohesión ha representado oportunidad con su inversión. Sedes de las principales instituciones constitucionales y de Estado son acorraladas por grupos organizados con capacidad para asaltar la norma, la convivencia, la seguridad ciudadana y, en definitiva, el Estado de Derecho.


          Y es ahí, donde la respuesta comunitaria no puede estar siendo más timorata.


          Europa debe posicionarse del lado de sus socios y hacer frente con sus mecanismos a instituciones públicas que violan las normas fundamentales de convivencia.


          La respuesta debe ser clara, única y unívoca.


          Lo contrario es dejar al Estado, al socio, al cedente de la soberanía del origen comunitario al albur de prácticas delictivas, de enfrentamientos callejeros, de debilitamiento y fractura social.


          Una fractura que tardará mucho en cicatrizar de no disponer de una respuesta europea de altura, con vuelo, que haga frente a las unidades territoriales que, además de maltratar la política, utilizan medios públicos con cargo a presupuesto regional, nacional y comunitario para financiar la ruptura del euro que pretende unirnos.


          Y, en tercer lugar, tras las vertientes económicas y territoriales, haya las crisis humanitarias, siendo triple la perspectiva que debe afrontarse:


          

            	

              -  Una crisis migratoria que debe dar respuesta a las oleadas de proyectos de vida rotos que encuentran una ausencia comunitaria clara de capacidad para, con independencia de la opción política que las diferentes fuerzas representen, ser conscientes del drama de vida que supone afrontar la etapa de tránsito, desde el origen al destino, sin la solvencia europea necesaria que ofrezca una réplica jurídica y humana a un problema que pronto dejará de ser coyuntural para convertirse en permanente y estructural.


            	

              -  Una crisis demográfica que presenta una doble vertiente:
	 ∘ Envejecimiento de la población que, generación tras generación, mejora su esperanza de vida, pero que, en demasiadas ocasiones, dicho alargamiento en la edad no se ve acompañada por una calidad paralela.El envejecimiento poblacional comunitario debe venir respondido con medidas específicas, con respuestas claras y con una ambición incontestable, para no acabar soportando únicamente las familias el drama de un proceso de muerte en vida largo, costoso y desesperanzador.

Éste es, probablemente, el mayor reto estructural de Europa como sociedad para las próximas décadas. De su respuesta dependerá, en gran medida, el éxito social más relevante de los últimos y venideros tiempos.



	 ∘ Despoblación: cientos de estudios, comparecencias, declaraciones acompañan a un fenómeno que, como otros anunciados en estas páginas, resta y lastra las oportunidades que Europa, como proyecto político, debe ofrecer. Y, para lograrlo, como en tantas otras facetas de la vida europea, únicamente hace falta un elemento: voluntad política. Que el territorio se deprime y duerme progresivamente hacia una muerte anunciada es algo tan evidente y palmario que duele hasta reconocerlo. Y, además, lo hace cabalgando a lomos de un fenómeno irreversible como es el cambio climático. Ambos factores, evidentemente desde el punto de vista antrópico, de la mano, ofrecen ya hoy en día un coste económico y social que la Cohesión debe hacer frente.



Dejar fenecer el elemento físico del poder europeo o abandonar a sus suertes a pequeños núcleos poblacionales en regiones calificadas como «más desarrolladas» so pena de disponer de verdaderos desiertos demográficos no tiene gusto ni como broma.

Es imprescindible cambiar, en según qué territorios, las reglas para determinar la categoría de región o, por el contrario, permitir a ésta una mayor elegibilidad de actuaciones al margen de las regiones inteligentes.

Hay más soluciones. Aunar nuevos métodos de medición de riqueza, con mayor flexibilidad en la elegibilidad de las actuaciones o, por ejemplo, una mayor tasa de cofinanciación en proyectos desarrollados para la fijación de la población sino búsqueda de nueva planta habitacional.




            	

              -  Y, finalmente, una crisis social. Una crisis social con dos colectivos llamados a ser los verdaderos protagonistas de la respuesta que Cohesión ofrezca a los desafíos conocidos. La población joven y la población envejecida. Respecto de esta última ya hemos apuntado que, per se, el envejecimiento presenta retos propios. Como los presenta la población joven. Un estrato social para Europa de oportunidad. Oportunidad para ofrecer un elemento clave en la cohesión social: la distancia entre los sistemas educativos y el mercado laboral.


          


          Todo proyecto político debiera de tener en consideración la incorporación más temprana de nuestros preparados jóvenes al mercado laboral, elemento éste que dinamizaría a las sociedades, ampliaría la contribución a los presupuestos públicos y maduraría la estructura social anticipando respuestas a consecuencias evidentes.


          Sobre la base del éxito europeo de numerosos programas en materia educativa y formativa deben articularse programas que favorezcan la configuración de perfiles semiprofesionales o profesionales que anticipen la llegada de los jóvenes europeos a la vida real.


          Incremento práctico de las titulaciones universitarias, prácticas anticipadas y remuneradas en el tejido productivo al que va dirigida la población europea en las etapas educativas pre-laborales, diseño anticipado de ciclos formativos que acompasen los cambios económicos a las ofertas educativas... en definitiva, Cohesión tiene por delante el reto de adaptar a la realidad cambiante e incesante las medidas a implementar para ofrecer la posibilidad de intervenir positivamente en la realidad, dejando al margen quimeras y sueños de educaciones astronómicas, al alcance de muy pocos.


          

          

            B) 

             De la Europa de los Estados a la Europa de las regiones: el «fenómeno Cohesión»

          


          Sentados los desafíos que deben ser tenidos en cuenta por todos aquellos que se acercan a Cohesión como vía de financiación sin entender el carácter político programático que, a través de la Fondos Europeos, la Unión debe hacer frente, analizaremos, a continuación, cómo, precisamente, Europa ha desarrollado —junto con la Política Agrícola Común— su mayor músculo político e institucional a través de la Política de Cohesión Económica, Social y Territorial.


          Como hemos comentado en el punto anterior, si de algo ha pecado la Unión Europea como proyecto, ha sido, precisamente, de un carácter político más marcado, aspecto éste que se ha visto superado por la visión económica en sus orígenes y la ausencia de un papel más destacado en el ámbito político.


          Sin embargo, como comenzábamos diciendo, probablemente el mayor músculo político ha sido desempeñado por la Unión Europea a través de dos de sus grandes políticas con mayúscula: la Política Agrícola Común y la Política de Cohesión.


          Le corresponde, como hemos avanzado en líneas anteriores, a la Política de Cohesión la función de reducir las disparidades territoriales existentes entre los Estados Miembros y entre las Regiones de éstos, provocando, con su intervención, un efecto convergencia, salvaguarda de la propia Cohesión.


          Y, es, en Cohesión, donde ha funcionado de manera notable el proyecto político de la Unión, precisamente, en un ámbito multinivel, primero los Estados y, progresiva y paulatinamente, las Regiones.


          Es, en Cohesión, donde las dificultades derivadas de las diferencias han acercado posiciones equidistantes provocando, sin duda, un efecto Cohesión que aúna política y resultados.


          Decimos, de la «Europa de los Estados» a la «Europa de las Regiones» y, evidentemente, ha sido en Cohesión donde mayor desarrollo se ha producido respecto de esta idea.


          Nadie duda, o, mejor dicho, nadie puede dudar que en una primera fase el protagonismo recayera en los Estados. Unos Estados que, cedentes de su poder, la soberanía, fueron configurando un proyecto en base a la homogeneización de sus ordenamientos jurídicos, el fortalecimiento de economías de escala y la constitución de un espacio de Libertad y Derecho.


          Admitido, en consecuencia, el papel bilateral Estados-Unión Europea, tanto por la cesión de la soberanía como el reparto interno de competencias, como un instrumento sobre el que crear una de las políticas comunitarias con mayor despliegue territorial de todo el proyecto europeo, pronto fueron las Regiones de los Estados las que fueron tomando un protagonismo destacado, pues, sin duda, no hay Política de Cohesión sin Regiones.


          El papel relevante de las Regiones deriva desde la configuración del mapa de elegibilidad regional. Ya sabemos, a estas alturas, que las «categorías de regiones» son la piedra angular que ubica al territorio regional en la escala de riqueza comparada comunitaria. Por tanto, en el mismo origen de la Política de Cohesión se encuentra, en escenario destacado, el papel de las Regiones.


          Tanto para éstas, como para los propios Estados en los que geográficamente las primeras se encuentran. En Cohesión no hay Estado sin Regiones. Son éstas las que configuran y ubican al Estado Miembro en el lugar que, en conjunto y con las diferencias territoriales propias que existen, le corresponde.


          Además, y antes de entrar a analizar la Política de Cohesión en el tránsito entre Estados y Regiones, debemos tener en cuenta que este proceso «regionalizador» de la Cohesión fue teniendo, paralelamente, un reconocimiento institucional comunitario progresivo. Lo decimos porque dicho proceso descentralizador, conocedor de las diferencias territoriales, «federalizante» incluso, culminó con la creación del Comité de las Regiones, sede estratégica para la defensa de los intereses regionales en el marco de la Unión Europea.


          Un Comité que, tras su creación en Maastricht, siendo una pieza indispensable para dotar al procedimiento legislativo ordinario de los matices regionales necesarios de toda propuesta normativa, decayó en su evolución al no llegar a ser considerado Institución comunitaria en el Tratado de Lisboa, como evidencia su ausencia en el actual artículo 13 TUE, enumerador de las instituciones comunitarias.


          Puede ser la deriva institucional comunitaria o el miedo a un protagonismo molesto en su evolución pero, lo que sí es cierto es que, tras casi 20 años de existencia, el Comité de las Regiones debiera haber sido considerado como una Institución comunitaria que diera el impulso definitivo al proceso «regionalizador» comunitario, clave en el desarrollo de la Política de Cohesión.


          Dejar al margen el órgano que representa los intereses de, entre otras muchas políticas, la representativa de un tercio del Marco Financiero Plurianual, no sólo es un desacierto en el impulso político de la Unión sino que es cerrar los ojos a una realidad regional mucho más madura y potente de lo que las Instituciones de corte histórico y clásico pretenden conseguir dejando fuera del entramado oficial comunitario al Comité de la Regiones.


          Formulada esta reflexión, volvamos a la idea de cómo Cohesión ha permitido realizar sin ambigüedades el tránsito de la Europa de los Estados a la Europa de las Regiones.


          Sería a través del Acta Única Europa, en el año 1988, el instrumento normativo que acogió el objetivo de la cohesión económica y social europea a través del primer reglamento comunitario en la materia.


          Posteriormente, tras ese tímido instrumento regulatorio, los tres tratados de la década de los noventa, probablemente, el período de tiempo de mayor esplendor comunitario desde sus orígenes, es decir, Tratados de Maastricht en 1992, Ámsterdam en 1999 y Niza en el año 2000 desarrollaron la incipiente idea de convertir a la Política de Cohesión, precisamente, en eso, en política comunitaria. Lejos quedan, como vemos, los impulsos políticos desarrollados por el Consejo Europeo que éste ha ido cediendo en beneficio de instituciones comunitarias tecnocráticas.


          Volveremos sobre ello más tarde.


          Así, en consecuencia, tras el reconocimiento tratadista a la Política de Cohesión, la dotación presupuestaria en los diferentes Marcos Financieros Plurianuales fue acogiendo la idea de convertir a la Cohesión en una de las políticas con mayor impacto territorial comunitario.


          Cohesión como espacio de oportunidad.


          Oportunidad para territorios y personas.


          Personas que, con independencia de su lugar de residencia en el viejo continente ostentan el derecho de aspirar a una mejora en sus condiciones de vida, siendo Cohesión, el instrumento básico y fundamental para lograrlo. Aspirar a una mejora de vida y a unas políticas de fomento en el desarrollo económico y social de los pueblos de Europa está en el epicentro de la idea de convergencia y crecimiento armonioso y equilibrado de los territorios comunitarios.


          Territorio, sí. Puesta de manifiesta la importancia que presenta el elemento territorial recobra especial sentido la reflexión que hicimos sobre el sustento físico del desarrollo político de Europa en Estados y Regiones. Precisamente, acudir a la geografía para explicar la necesidad de desarrollar una política a medida del territorio es uno de los elementos fundamentales para hacer de las Regiones los actores principales de la Cohesión.


          La ubicación geográfica de las Regiones, la disponibilidad de recursos naturales, las singularidades propias de las estructuras sociodemográficas, las estructuras productivas, el infra o supra desarrollo de infraestructuras físicas o inteligentes, la existencia de un catálogo profuso de patrimonio cultural, la conectividad virtual, los input para el aprovechamiento de la economía circular, el autoabastecimiento mediante energías renovables, la capacidad para hacer frente al cambio climático y a la huella de carbono... .en definitiva, cientos de elementos para justificar que, por fin, la Política de Cohesión económica y social reconozca, con plenos derechos, el elemento territorial que le da razón de ser y, en consecuencia, cierre el círculo de la Europa de los Estados a la Europa de las Regiones.


          Y, es, en este contexto, donde Cohesión debe modernizar el diseño de políticas públicas, debe anticipar soluciones ante posibles problemas futuros dando realidades presentes, debe convertirse en el laboratorio productivo de programas e ideas que permitan un desarrollo propio y singularizado al elemento territorial de la Cohesión, las Regiones.


          Todas seguramente con desafíos comunes orbitando alrededor de la mejora de condiciones de vida. Una mejora que irá desde el acceso a servicios públicos básicos al incremento en la velocidad de acceso a Internet pero, que, en todo caso, evidencia el espacio de oportunidad que representa Cohesión y su capacidad para conseguir logros vinculados al incremento de oportunidades, nunca mejor dicho, de vida comunitaria.


          Por ello, la idoneidad de la Política de Cohesión reside, precisamente, en su capacidad para ofrecer bienes y servicios que apoyen el crecimiento económico, social y territorial de cada rincón comunitario, sabedor de que en algunos casos la financiación comunitaria será finalista y, a través de ella, se obtendrán los objetivos planteados y, en otros casos, representará un instrumento que, junto con los recursos propios de Estados y Regiones, permita reducir la distancia que existe en una política entre el punto de partida y la meta a alcanzar.


          Productos públicos con denominación de origen comunitaria, productos y servicios propios, individualizados y adaptados a la realidad de cada Región, haciendo efectivos los principios instrumentales de subsidiariedad y proporcionalidad para conseguir una Cohesión regional plena sobre la que se mejore las condiciones de vida de los habitantes de Europa.


          

          

            C) 

             Concepto y significado del Acuerdo de Asociación

          


          Como hemos visto, el proceso «regionalizador» comunitario parte de los hechos diferenciales y asimetrías que las diferentes Regiones aportan para dar pluralidad, diversidad y riqueza a la Política de Cohesión.


          Pues bien, las Estrategias Europeas para cada década, los mandatos de la reglamentación comunitaria en materia de Fondos Europeos, las características para cada período en función del Fondo analizado y el mapa de elegibilidad regional cristalizan en la voluntad política de Comisión Europea, Estados Miembros y Regiones en un documento de sumo valor estratégico para el desarrollo e impulso de la Política de Cohesión económica, social y territorial.


          Huelga desarrollar los principios ya analizados anteriormente, esto es, participación, partenariado, gobernanza, subsidiariedad y proporcionalidad, que van a colegir, junto con la lealtad institucional y la cooperación recíproca, la tarea de plasmar en el documento matriz, el Acuerdo de Asociación, el menú de elegibilidad para cada Estados con sus Regiones, en cada período de programación.


          Tan sencillo, y complejo al mismo tiempo, como el hecho de que todo lo que no se contenga en el Acuerdo de Asociación no podrá ser objeto de programación y, en consecuencia, no podrá obtener la cofinanciación comunitaria.


          Acuerdo de Asociación es sinónimo de elegibilidad.


          Se da, así respuesta a la pregunta qué.


          De ahí que su importancia sea capital a la hora de diseñar un instrumento al que el tejido público y privado que se acerque a los Fondos Europeos debe proceder a su religiosa lectura con ánimo de hallar en el mismo si la idea o proyecto que tiene en mente puede recibir cofinanciación y en base a qué requisitos y criterios.


          El Acuerdo de Asociación, uno para cada Estado Miembro de la Unión, representa el espacio de oportunidad de la financiación de Cohesión y, es, al mismo tiempo, unidad que impide llevar a cabo actuaciones que se encuentren fuera del mismo. Por tanto, cuanto contenido en el mismo puede ser objeto de programación, fuera de su contenido no hay espacio para la intervención comunitaria a través de la Política de Cohesión.


          Y, como en tantas otras áreas comunitarias de estudio, parece sorprendente que, del conjunto de definiciones que ofrece la reglamentación comunitaria sobre disposiciones comunes a todos los Fondos en el marco de Cohesión para el período 2021-2027, no se ofrezca una definición clara y meridiana sobre qué es el Acuerdo de Asociación. Sí lo hacía, en cambio, la reglamentación del período 2014-2020, por lo que abordaremos la conceptualización del Acuerdo de Asociación partiendo de dicha literatura reglamentaria.


          En el período 2014-2020, el Acuerdo de Asociación fue definido como «un documento elaborado por un Estado miembro, con participación de socios de conformidad con el enfoque de una gobernanza en varios niveles, en el que se expone la estrategia de ese Estado miembro, las prioridades y disposiciones para utilizar los Fondos EIE de una manera eficaz y eficiente para perseguir la estrategia de la Unión para un crecimiento inteligente, sostenible e integrador, y que la Comisión aprueba tras evaluarlo y dialogar con el Estado miembro de que se trate», ex artículo 2.20 RDC 1303/2013.


          Veamos, por partes, los elementos definitorios del Acuerdo de Asociación:


          1) «Documento elaborado por un Estado Miembro, con participación de socios de conformidad con el enfoque de una gobernanza en varios niveles»: es decir, la promoción subjetiva del Acuerdo es clara y meridiana.


          Cada Estado Miembro elabora y diseña un Acuerdo con la colaboración e implicación de los diferentes niveles en los que la organización territorial del poder acoja.


          En el caso español, la gobernanza multinivel dispone para este fin de la participación del Estado español y, preferentemente por lo explicado en el punto anterior en el marco de la regionalización comunitaria, por las Comunidades Autónomas.


          Y, la gobernanza multiactor, en base a lo recogido para este principio en el presente capítulo, diferenciando la aplicación del principio de participación y el principio de partenariado, de mayor intensidad y relevancia.


          2) «(...) en el que se expone la estrategia de ese Estado miembro, las prioridades y disposiciones para utilizar los Fondos EIE de una manera eficaz y eficiente» es decir, el Acuerdo de Asociación parte de una estrategia previa para cada Estado Miembro y en función de las prioridades que el sujeto soberano señala para, a través de la intervención de los Fondos Europeos, utilizar de manera eficaz y eficiente la financiación de la Política de Cohesión.


          Vemos ya en esta referencia que realiza la norma cabecera reglamentaria tres elementos relevantes:


          

            	

              a.  Estrategia: los Fondos Europeos no son, precisamente, improvisación. Ni tampoco oportunismo financiero. Justo al contrario. La programación de las actuaciones y, en consecuencia el contenido del Acuerdo de Asociación obedece a un respaldo previo de una Estrategia que justifique y motive la inclusión de determinadas temáticas siempre, en todo caso, de carácter estructural.


            	

              b.  Prioridades y disposiciones: sobre el menú de Objetivos Políticos, Ejes y objetivos específicos, el Acuerdo de Asociación recoge el listado elegido por cada Estado Miembro para, de forma integrada, acometer por tipo de Fondo cada una de las líneas programables que se residenciaran en las actuaciones recogidas en los futuros Programas Operativos. Esta parte del Acuerdo de Asociación diríamos que es la más relevante desde el punto de vista temático dado que, se recuerda, lo no contenido en el Acuerdo queda fuera de ser objeto de programación y, en consecuencia, al margen de la Cohesión para cada Estado Miembro y Región en un período de programación determinado.


            	

              c.  Eficacia y eficiencia: dos principios que se van a convertir en faros de guía en la siguiente fase a la programación, la gestión y ejecución de los Fondos Europeos. Eficacia en la consecución de resultados previstos y eficiencia en la relación entre medios empleados y objetivos conseguidos. A partir de ahí, idea aplaudida por cualquiera que se acerque a la Cohesión, una serie de rígidas obligaciones de cuyo cumplimiento dependerá, en buena medida, la correcta ejecución de los Programas y al advenimiento del ingreso comunitario en términos de la tasa de cofinanciación.


          


          3) «(...) para perseguir la estrategia de la Unión para un crecimiento inteligente, sostenible e integrador»: para cada período, tres elementos intrínsecamente vinculados:


          

            	

              a.  Estrategia plurianual: donde la Unión Europea se da para sí y sus respectivos Estados Miembros una Estrategia para una década, orientando todos los recursos, dentro y fuera de la Política de Cohesión, a la consecución de los objetivos emblema fijados para ello.


            	

              b.  Acuerdo de Asociación: por Estado Miembro que cumple la función paraguas en términos de elegibilidad definiendo las líneas y prioridades a programar.


            	

              c.  Programas Operativos: resultado del proceso de negociación entre Estados y Regiones con la Comisión Europea que recogen los Ejes y objetivos específicos en los que cada unidad territorial (Estado vía plurirregionales o Región vía regionales) va a desarrollar en base a un plan financiero y unos indicadores de realización.


          


          4) «y que la Comisión aprueba tras evaluarlo y dialogar con el Estado miembro de que se trate»: cerrando la definición con la aprobación, por parte de la Comisión Europea, del Acuerdo de Asociación, programa-marco en el que se desarrollará la programación de las actuaciones a incorporar en los programas operativos.


          Destaca la incorporación del verbo dialogar como instrumento de negociación entre Unión Europea y Estados Miembros cuyo diálogo continuará, sin solución de continuidad, para, una vez aprobado el Acuerdo de Asociación proseguir con la negociación de los Programas Operativos Plurirregionales y Regionales, entendidos éstos, ya no como un programa-marco sino como una suerte de contratos entre Unión Europea, Estados y Regiones con obligaciones sinalagmáticas y recíprocas en función del cumplimiento total o parcia de lo en ellos contenido.


          Definido y caracterizado el Acuerdo de Asociación y evidenciando la importancia que el mismo representa, veamos, a continuación, características generales del Acuerdo de Asociación, así como, las diferentes fases concernidas alrededor del mismo: preparación, presentación, contenido y aprobación.


          

          

            D) 

             Preparación del Acuerdo de Asociación

          


          Comenzaremos señalando que el Acuerdo de Asociación es un documento cuya elaboración recae como una obligación para cada uno de los Estados Miembros.


          La primera consecuencia, de conformidad con lo anterior, es que el sujeto obligado a presentar, en el calendario fijado a nivel de Reglamento para el conjunto de los socios de la Unión, ante la Comisión Europea el contenido y estructura del Acuerdo recae en cada Estado Miembro.


          A partir de ahí se ponen en marcha los diferentes mecanismos de colaboración y cooperación intraestatales para, sobre una primera propuesta realizada por la unidad competente en el diseño y elaboración del Acuerdo de Asociación, que las diferentes unidades políticas que componen el Estado se coordinen con éste a fin de que el Acuerdo refleje el contenido que, bajo un paraguas común, abre la puerta a la elegibilidad de las futuras actuaciones.


          En el caso español, dado el marcado carácter descentralizado del mismo, es a través de las reuniones horizontales y sectoriales, entre los diferentes Ministerios y los órganos competentes en cada materia en el caso de las Comunidades Autónomas, los encargados de ir diseñando el contenido estratégico del futuro Acuerdo de Asociación.


          Como señalo, dos son las principales vías de cooperación:


          1) De un lado, con carácter global y horizontal, la unidad ministerial competente, en cada período de programación, para acometer la elaboración del Acuerdo en colaboración con las unidades competentes de cada Comunidad Autónoma que ostenten las competencias de coordinación de Fondos Europeos, coincidente, con la condición de Organismo Intermedio de los Programas Operativos estructurales, esto es, Fondo Europeo de Desarrollo Regional y Fondo Social Europeo.


          Ambos niveles administrativos, Estado y Comunidades Autónomas, afrontan, en base a su respectivo reparto competencial fijado en la Constitución Española de 1978 y los diferentes Estatutos de Autonomía, la formulación de las líneas a incluir en el Acuerdo de Asociación a fin de que se encuentren reflejadas todas aquellas que posteriormente dará cobijo a las actuaciones de los distintos Programas Operativos.


          Por tanto, estructura a nivel de Objetivos Políticos, Ejes y objetivos específicos, junto con líneas de actuación incluidas en estos últimos para reflejar la voluntad política que tanto la Administración General del Estado, a través de los programas plurirregionales, como las Administraciones autonómicas, a través de los programas regionales, desean incorporar en el mapa de la elegibilidad para cada período de programación.


          En un plano más discreto, de naturaleza más institucional que técnica, el Acuerdo de Asociación puede ser explicado en tres sedes de marcado carácter político, como es, el Consejo de Ministros que, habitualmente, toma en consideración el Acuerdo de Asociación como respaldo previo a su presentación a la Comisión Europea; la Conferencia para Asuntos Relativos a la Unión Europea (CARUE) o, incluso, el propio Senado, como Cámara de representación territorial de las Comunidades Autónomas, habida cuenta de las diferentes propuestas parlamentarias que, si bien no presentan un carácter vinculante, sí permite a los grupos parlamentarios orientar al Gobierno en ámbitos vinculados con la programación comunitaria y, con carácter previo en este caso, con el Acuerdo de Asociación.


          2) Y, de otro, con carácter vertical y sectorial, los diferentes Ministerios, por razón de materia y competencia, mantienen reuniones bilaterales con sus homólogos autonómicos para articular las líneas a incluir en los diferentes objetivos específicos del Acuerdo de Asociación.


          En este escenario, se pierde visión global del Acuerdo pero se gana minuciosidad y competencia específica técnica para albergar las líneas que den amparo a las futuras actuaciones.


          Esta colaboración se realiza, mayoritariamente, en el seno de las diferentes Redes temáticas, lideradas por la Administración General del Estado y participadas por las diferentes Comunidades Autónomas. Ejemplos de ello, la Red de I+D+i, la Red de Economía Baja en Carbono, la Red de Autoridades Ambientales, Red de Inclusión Social... foros de debate, así como respectivas Conferencias Sectoriales dotar al Acuerdo de los encajes necesarios para afrontar la programación de las futuras actuaciones.


          Especialmente relevante resultan los trabajos de estas redes por varios motivos:


          

            	 ∘  En primer lugar, porque los participantes en las mismas son los potenciales órganos gestores de los programas operativos y, en consecuencia, la primera aproximación a cada período de programación debe producirse en el momento más temprano posible, a fin de que los responsables puedan hacer el seguimiento a las particularidades que se den en cada ámbito temático.De no ser así se pierde gran parte de la calidad que ofrece participar en las diferentes versiones de Acuerdo de Asociación donde, en un proceso difícil y largo, el Estado negocia con la Comisión el contenido del mismo. De ahí que, en las diferentes versiones, existen líneas o elementos de líneas que se incorporen o se rechacen hasta conseguir la versión definitiva del contenido del Acuerdo.

Como digo, en las distintas versiones, la Comisión incorpora o retira requisitos que cierran o abren la futura elegibilidad de las actuaciones propuestas en los programas operativos, por eso es capital la participación continuada de quien, a la postre, será órgano gestor por cada ámbito temático en los diferentes programas operativos.




            	 ∘  Y, en segundo lugar, porque se mejora un elemento básico en programación, la lógica de intervención. Simplemente lo dejamos apuntado, si bien, no dejamos pasar la ocasión de, al menos, definirla.


          


          Se trata de la secuencia ordenada llevada a cabo por la unidad de programación que justifica la propuesta de inclusión de una u otra actuación en base a los siguientes elementos:


          

            	

              (i)  diagnóstico de una situación sectorial deficitaria para el Estado o la región: véase, a modo de ejemplo, el déficit territorial del acceso a la banda ancha; la destrucción de tejido empresarial en I+D+i, la contaminación de procesos productivos, el deterioro medioambiental o patrimonial, las altas tasas de desempleo en el colectivo femenino mayor de 54 años, los colectivos en riesgo de exclusión social... .y cualesquiera problemas estructurales que presentan amenazas o debilidades para la cohesión social, económica y territorial;


            	

              (ii)  disposición de un conjunto de Estrategias políticas y marcos jurídicos (las denominadas, condiciones habilitantes o habilitadoras previas): véase a modo de ejemplo, las Estrategias nacionales en I+D+i y Ciencia, los planes de extensión de banda ancha, las estrategias de competitividad y crecimiento para las PYMES en España, la Estrategia de Lucha contra el Cambio Climático, la Estrategia o Pacto Nacional por la despoblación... en definitiva, el amparo programático estratégico y marco jurídico que justifique la intervención de la Política de Cohesión en esos ámbitos;


            	

              (iii)  elenco de actuaciones que coadyuvan a mitigar el efecto negativo derivado de una situación deficitaria señalada en el diagnóstico: núcleo central de la programación, la propuesta material de las actuaciones, véase línea de subvenciones para la financiación de proyectos estratégicos en innovación empresarial, eficiencia energética en entidades locales, mitigación y adaptación al cambio climático, fomento de la contratación de jóvenes desempleados, contratación de servicios para el transporte social adaptado... en definitiva, la propuesta de actuaciones toda vez detectada la debilidad estructural en un determinado ámbito y la disposición de una Estrategia que avale la intervención en el mismo;


            	

              (iv)  propuesta de plan financiero plurianual a desarrollar en el marco de los programas operativos; aspecto que supone uno de los elementos de negociación más importantes, tanto en las relaciones entre la unidad de programación y el futuro órgano gestor como entre el Estado y la Unión en la negociación del Acuerdo de Asociación y programas operativos; y, finalmente,


            	

              (v)  elección de indicadores de realización y resultado que midan, directa o con ayuda de otras políticas complementarias, el rendimiento esperado de la actuación: como cierre de la lógica de intervención, la cuantificación de los resultados esperados que, de manera directa a través del plan financiero dispuesto, el Estado o la Región pretendan conseguir (realización) y los indicadores que midan el impacto a alcanzar junto con otras políticas públicas en la materia no cofinanciadas por los Fondos Estructurales (resultado).


          


          Por todo ello, la participación sectorial o vertical reviste especial importancia, como resulta igualmente clave, los trabajos internos de coordinación entre las unidades horizontales y verticales para poder saber transmitir a la Comisión la idoneidad y relevancia de la propuesta formulada y la oportunidad que para ésta representa en el período de programación que nos encontremos.


          De igual forma, y teniendo en cuenta la lógica de intervención a aplicar en la fase de programación resulta indispensable que, caso de no disponer de las Estrategias previas necesarias que habiliten la programación de actuaciones, a nivel competencial oportuno se inicien los trabajos para disponer de los documentos estratégicos que den amparo y respaldo a las propuestas a incluir en los programas operativos.


          Esta tarea no encuentra mejor Foro de trabajo que las redes temáticas sectoriales que aúnan las voluntades de la Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas.


          

          

            E) 

             Presentación del Acuerdo de Asociación

          


          Finalizados los trabajos por parte de la unidad responsable de la elaboración del Acuerdo de Asociación, éste es presentado a las instituciones comunitarias, en particular, a la Comisión Europea que procederá a su valoración, enmienda y devolución al Estado Miembro a fin de que incorpore las propuestas de cambios, por supresión o adición, que la Comisión le formule.


          Este proceso, difícil y prolongado en el tiempo, es clave por la razón ya comentada en este capítulo: el Acuerdo de Asociación es la llave de la elegibilidad potencial de los Programas Operativos, decayendo la posibilidad de incluir a través de estos últimos aspectos que queden fuera del propio Acuerdo.


          Más allá de las tensiones propias de todo proceso de negociación, no siendo diferente en ello el Acuerdo de Asociación, sí que las partes compelidas, tanto Estado Miembro como Comisión Europea son conscientes de la necesidad de alcanzar un Acuerdo, valga la redundancia, en el menor tiempo posible, a fin de abrir la etapa de negociación de los programas operativos con la mayor de las seguridades posibles, dado que no hay firmeza de Programas hasta que no se cierra el Acuerdo de Asociación y, en consecuencia, dificulta mucho el trabajo preparatorio de los Programas el hecho de tener abierta la negociación del Acuerdo de Asociación.


          En el momento de presentar el Acuerdo de Asociación resulta vital explicar convenientemente la justificación de utilizar los Fondos Europeos de manera eficaz y eficiente durante todo el período de programación, plurianual, durante siete años más la regla N+2 o N+3 aplicable a cada período, coincidente, con el tiempo de elegibilidad de los gastos de las actuaciones.


          Es importante, y así lo hacen las disposiciones reglamentarias comunitarias, que el borrador del Acuerdo de Asociación se presente con anterioridad o simultáneamente a la presentación del primer programa que, suele coincidir, con la primera versión de alguno de los programas plurirregionales de la Administración General del Estado.


          La reglamentación comunitaria, en su lógica tiempo-espacio, admite también la posibilidad de que el Acuerdo de Asociación se presente junto con el Programa Nacional de Reformas, documento aprobado por cada Estado Miembro para dar cumplida cuenta del compromiso del Estado con las obligaciones comunitarias sectoriales en cada caso.


          Se observa, en este caso, el carácter estructural del conjunto de recursos financieros y políticos entregados por la Unión Europea para cada Estado Miembro.


          Me explico.


          La propia reglamentación comunitaria no deja escapar la oportunidad de anudar el Acuerdo de Asociación al conjunto de programas y planes de reformas, teniendo en cuenta que, la futura cofinanciación comunitaria para las diferentes actuaciones incorporadas en los Programas Operativos ayudará a mejorar las deficiencias puestas de manifiesto en los diferentes Planes Nacionales de Reformas. Éstos, junto con las recomendaciones del Consejo por país, y las recomendaciones específicas, conforman el conglomerado político comunitario al que también se suma el Acuerdo de Asociación como programa-marco europeo en el contexto de la Política de Cohesión económica, social y territorial.


          Finalmente, en el marco de la cooperación territorial europea, sea ésta transfronteriza, transnacional o transeuropea, la reglamentación comunitaria, habida cuenta de las características propias y singulares de los Programas Operativos en este ámbito, permite que los programas Interreg sean presentados a la Comisión incluso, antes de presentar el correspondiente Acuerdo de Asociación por parte de las Autoridades Nacionales que conforman la gobernanza de los mencionados Programas.


          

          

            F) 

             Contenido del Acuerdo de Asociación

          


          Como ocurre en la mayoría de las ocasiones, la minuciosidad reglamentaria también se encuentra presente en el contenido que debe disponer el Acuerdo de Asociación.


          Además de presentar las disposiciones reglamentarias una plantilla-modelo a seguir por los Estados Miembros que homogeniza el contenido para todos los Estados y limita la capacidad de creación de éstos a partes iguales, la reglamentación dispone cuál debe ser el contenido del Acuerdo de Asociación.


          En particular, los elementos más relevantes vienen a coincidir con el «árbol de programación» que ya hemos venido explicando en base al cual, de manera descendente, el Acuerdo de Asociación va explicando su propio contenido.


          En particular, el Acuerdo de Asociación consta de los siguientes elementos, por orden:


          

            	

              1)  Objetivos políticos seleccionados, con indicación de qué Fondos y programas contribuirán a su consecución y la justificación correspondiente, además de, cuando proceda, la justificación del uso de la modalidad de ejecución, teniendo en cuenta las recomendaciones específicas pertinentes por país.a. Recordemos que, para cada período de programación, se articulan un conjunto de Objetivos, con diferente denominación, que vienen a disponer por temáticas los objetivos que la Unión pretende conseguir a través de la intervención de la Política de Cohesión.




            	

              2)  Para cada uno de los objetivos políticos seleccionados a los que se hace referencia en el Acuerdo de Asociación, se debe acompañar:
	
a.  un resumen de las políticas elegidas y de los principales resultados previstos para cada uno de los Fondos;

	
b.  coordinación, delimitación y aspectos complementarios entre los Fondos, así como, cuando proceda, la coordinación entre programas nacionales y regionales;

	
c.  aspectos complementarios entre los Fondos y otros instrumentos de la Unión, incluidos los proyectos estratégicos integrales y los proyectos estratégicos relativos a la naturaleza;

	
d.  asignación financiera preliminar de cada uno de los Fondos por objetivo político a escala nacional, respetando las normas específicas de cada Fondo sobre concentración temática;






            	

              3)  Cuando proceda, desglose de los recursos financieros por categoría de regiones con arreglo a la triple división ya comentada, e importes de los créditos propuestos para su transferencia entre categorías de regiones;


            	

              4)  Importes que cada uno de los Fondos aportará a por categoría de regiones;


            	

              5)  Lista de los programas planificados en los Fondos con las respectivas asignaciones financieras preliminares por Fondo y la correspondiente contribución nacional por categoría de regiones;


            	

              6)  Resumen de las actuaciones que emprenderá el Estado miembro en cuestión con el fin de reforzar su capacidad administrativa para la ejecución de los Fondos.


          


          Tras revisar el contenido, procedamos a analizar su aprobación.


          

          

            G) 

             Aprobación del Acuerdo de Asociación:

          


          Y, finalmente, se procede a la aprobación del Acuerdo de Asociación, toda vez que la Comisión Europea informe favorablemente a la propuesta de Acuerdo presentada por cada Estado Miembro, habiendo tenido muy en cuenta las recomendaciones específicas pertinentes por país para formular su aprobación al Acuerdo.


          Debe destacarse que la Comisión Europea, toda vez que el Estado Miembro presenta el Acuerdo de Asociación puede formular observaciones en un plazo de tres meses, tiempo que aprovechará la institución comunitaria para evaluar el contenido del mismo.


          Tras las observaciones formuladas por la Comisión, el Estado Miembro revisa las mismas a fin de tomar en consideración el contenido alegado por la Comisión o, en su caso, justificar los motivos por los que no se aquieta a la argumentación comunitaria.


          Cerrado el Acuerdo de Asociación, la Comisión adoptará una Decisión mediante un acto de ejecución por el que se aprobará el Acuerdo, en un plazo máximo de cuatro meses a partir de la fecha en que el Estado miembro en cuestión haya presentado dicho Acuerdo de Asociación.


          Importante señalar que, existe la posibilidad reglamentaria, de que el Acuerdo de Asociación contenga un Programa Operativo en su interior, en cuyo caso la Comisión adoptará una decisión, mediante un acto de ejecución por el que se aprobará el programa, en un plazo máximo de seis meses a partir de la fecha en que el Estado miembro en cuestión haya presentado dicho programa.


          Con el Acuerdo de Asociación cerrado, se abre la puerta oficial para que el Estado Miembro acometa en exclusiva la tarea de presentar los Programas Operativos a la Comisión en estrecha colaboración, en el caso de los programas plurirregionales, con los futuros organismos intermedios de la Administración General del Estado y, con las Comunidades Autónomas o regiones en cada caso, en el ámbito de los programas regionales.


          

          

            3.3.3. 

             Del Acuerdo de Asociación a los Programas Operativos regionales

          


          Y se aprobó el Acuerdo de Asociación.


          Fiesta del Estado sí, pero, con mucho trabajo todavía por delante.


          Autonomista constitucional, anhelo de hechos diferentes pero coherentes con el hecho sustancial, el Estado, se abre la etapa para que las regiones, Instituciones constitucionales, puedan programar las singularidades que enriquecen, y no separan, a la unidad sustancial estatal.


          La gran tarea desempeñada por el Estado la reciben, a golpe de acta de notoriedad, las Comunidades Autónomas. Una tarea coparticipada que enriquece la constitucionalidad regional de España, donde se crean espacios de común acuerdo, de renuncia acordada... de contrato social con el proyecto político que es España.


          Un proyecto sumado por fines diferentes, igualmente legítimos, donde Estado y Estado Autonómico no pelean sino que suman, asienten y continúan en el desarrollo constitucional de esa España constitucional cohesionada.


          De nuevo, en otro gran ejercicio de la estatalidad autonómica, ésa que encaja en valor las diferencias de unos y otros por todo lo que nos resulta de común, aflora para acometer el proceso de programación de la Cohesión, con mayúsculas, que auspician una verdadera Política Regional, ésa que realizan las Regiones y catapulta Estados, medida de sujetos soberanos que acogen una regionalidad en el único marco posible, la constitucionalidad cohesionada de España.


          Acuerdo de Asociación en mano se abre el tiempo y espacio para que las unidades de Estado reivindiquen, legítimamente, una Cohesión de puntada e hilo. Una cohesión que cumpla su función, reiterada en este libro hasta la saciedad. Converger, sumar diferencias y restar deficiencias. Una Cohesión que juega con el futuro democrático, subsidiario, proporcional del proyecto político que es Europa.


          El protagonismo vira hacia el territorio, el espacio de la población donde se desarrollan los proyectos de vida. Costas kilométricas, llanuras eternas, cadenas montañosas donde sólo existe un invierno cada vez más mermado, latifundios de riqueza y minifundios de calidad... toda reivindicación regional no es menos país, al contrario, es el sumatorio de un Estado poliédrico afortunadamente en haberes.


          Las regiones dotadas de una autonomía constitucional, pero respetuosas con la unidad estatal. El Estado configurado soberano, pero conscientemente generoso de que es más y mejor en la diversidad de unas regiones que alimentan un mismo Estado.


          Regiones uniprovinciales y regiones de hasta nueve provincias, regiones con extensiones inhabitadas y procesos intensos de conurbación, espacios de soledad y espacios de multitud, hectáreas de cereal y costas insoldables, terciarización de economías y respeto y orgullo de una primarización económica conocida desde tiempos inmemoriales... la diferencia está asegurada y la calidad de programación servida.


          Pocos Estados programan desaladoras, parques científicos-tecnológicos, servicios públicos de transporte social adaptado, líneas de fomento para la modernización de un sector primario orgulloso de ser potencia de Estado que alcanza los dos dígitos del PIB, arquitecturas de extensión de grandes líneas de conectividad física y virtual, orígenes artesanos que presumen de competitividad en pleno siglo XXI, auspicio de focos de pobreza social que deben ser revertidos... población, toda ella, que es beneficiaria de la verdadera Política de Cohesión económica, social y territorial.


          Dicho lo cual, programemos espacios autonómicos de oportunidad.


          Programación autonómica: Las Comunidades Autónomos asumen el reto.


          No es sencillo. Con estructuras mucho más débiles que el Estado pero con la ilusión de hacer efectivo el principio de subsidiariedad y proporcionalidad, las Regiones de España, en única e intensa colaboración con el Estado afrontan la tarea de programar, de disponer plurianualmente un instrumento que permita la reducción de diferencias y deficiencias.


          Decíamos, antes, que el Estado no es menos por sumar más sujetos, los autonómicos.


          Las autonomías son mejores de la mano de un soberano, del que forman parte, coherente con la realidad de este Estado, sí, plural pero único como punto fuerte.


          La colaboración, la cooperación, la lealtad institucional, la reciprocidad son activos suficientes y potentes para poder ofrecer a cada territorio aquello que su diagnóstico socioeconómico ha puesto blanco sobre negro.


          Las autonomías, a viento de cola del Estado y siendo éste tan plural como la realidad geográfica y social que representa, afronta la programación como un «tour de table» en el que, cohesionado como país, la España constitucional pone en valor la necesidad de disponer de programas propios, diferentes en su origen y comunes en sus fines... unos programas que pretenden un cambio estructural que visibilice esa realidad diferente, apoyada en metas propias y no enfrentada, en la que el Estado coparticipa con Comunidades Autónomas, también solidarias con el siempre ejercicio de institucionalidad que la unidad constitucional cohesionada garantiza.


          No hay Cohesión sin regiones.


          No hay Cohesión de regiones sin Estado.


          Política se llama la Cohesión. Sin política común, convergente, reunida en pro de la realidad plural de un Estado llamado a cohesionar no hay realidad posible.


          Por todo ello, los grandes Objetivos políticos, Ejes, objetivos específicos afrontan un programación singular, territorial, propia... Cohesión se territorializa. Ésa es la función, sobre todo, toda vez que Cohesión decidió reconocerse territorial, admitida su social y económica realidad.


          

          

            3.3.4. 

             Estructuras de Gobierno: la unidad de la región

          


          Como hemos podido anticipar en puntos anteriores, la programación estructural de los Fondos Europeos responde, inequívocamente, a la necesidad de articular un partenariado potente dentro de cada estructura de Gobierno y con una vinculación cuasi obligatoria a las temáticas que, en cada período de programación, se abordan.


          Por tanto, son las disposiciones reglamentarias europeas las que, a través de los Objetivos Políticos y Ejes que serán objeto de programación en cada período, las encargadas de orientar temáticamente la Política de Cohesión y, en paralelo, las potenciales unidades competenciales responsables de diseñar el contenido de las actuaciones, anudar una batería de indicadores de realización a las mismas y fijar un plan financiero a ejecutar durante el período de elegibilidad de gastos que determine la normativa reglamentaria.


          Sentado lo anterior, y atendiendo a la estructura administrativa de cada Administración Pública, será la competencia reconocida en los diferentes Decretos de estructuras departamentales la forma de determinar, en un primer momento, la idoneidad subjetiva que habilite a una unidad administrativa para llevar a cabo la programación de las futuras actuaciones a incorporar en los Programas Operativos.


          Estamos ante el ejercicio de una potestad de autoorganización que permite a cada Gobierno realizar una distribución de competencias y reparto de responsabilidades propio.


          Un ejercicio de libertad política y discrecionalidad, en el ejercicio de la función ejecutiva, que presenta una fuerte repercusión respecto de la coherencia de funciones a la hora de llevar a cabo una programación estructural. Señalar qué unidad acoge según qué competencia va a ser básico para acometer la programación a través de una unidad administrativa y, en coherencia, en detrimento del resto.


          Junto a la competencia administrativa para la programación estructural como seña identitaria del partenariado existen otros elementos, igualmente de necesaria atención, en lo que afecta ya no sólo a la programación de futuras actuaciones sino a los sistemas de gestión y control que se utilizarán para su desarrollo, caso de llegar a programarse.


          Sobre los sistemas de gestión y control se abordará, de manera extensa, las particularidades que la cofinanciación conlleva respecto del método de gestión elegido para ejecutar las actuaciones. De esta manera, observaremos en el capítulo dedicado a la gestión de los Fondos Europeos el funcionamiento de los sistemas de gestión y las singularidades propias derivadas de la cofinanciación comunitaria.


          De momento, y por no ser objeto de análisis en el presente capítulo, nos ceñiremos a los elementos afectos a cada unidad administrativa que resulte elegida para llevar a cabo la programación de las actuaciones en el marco del Acuerdo de Asociación.


          De esta forma, la competencia administrativa de las unidades que conforman el partenariado; la actividad administrativa que la Administración desea llevar a cabo en cada uno de los Objetivos Políticos y Ejes de la programación estructural; el sistema de gestión y control para la ejecución de las futuras actuaciones cofinanciadas; la sumisión plena o parcial al Derecho público por parte de la unidad funcional y, finalmente, la relación entre planes financieros de las actuaciones y presupuesto anual de cada unidad administrativa.


          Siendo todos ellos relevantes, veamos uno a uno el impacto y la razón que motiva su explicación en este punto del Libro.


          

          

            A) 

             Titularidad competencial de la unidad administrativa

          


          Definida la competencia como la atribución de una determinada cuota de poder a un órgano o unidad administrativa dentro del entramado institucional de cada Administración Pública, presenta la propia competencia una consecuencia medida en un triple sentido:


          

            	

              -  Jerarquía competencial: ejercida, como veremos a continuación, en un doble plano.
	 ∘  Relaciones Comisión Europea-Autoridad de Gestión (Ministerio competente según el Fondo) y Organismo Intermedio (responsable autonómico ante Autoridad de Gestión): las tres instituciones públicas que representan los tres niveles administrativos que acometen la programación estructural actúan sometidas a las obligaciones reglamentarias a fin de que sea el Organismo Intermedio la unidad que acometa la programación regional, cumplimiento con las obligaciones de programación fijadas por la Comisión Europea e, igualmente, en estrecha colaboración con la Autoridad de Gestión.Se trata de una relación triangular que tiene, como objetivo único, la elaboración, presentación y aprobación de los Programas Operativos. Como veremos más adelante, Cada programa establecerá una estrategia respecto de su contribución a la consecución de los objetivos políticos y la comunicación de sus resultados, junto con el contenido que abordaremos más adelante dedicado, en exclusiva, a los Programas Operativos.



	 ∘  Relación Organismo Intermedio-partenariado competente por razón de materia: desarrolladas estas relaciones bilaterales entre el Organismo Intermedio y cada unidad administrativa competente por materia, son los principios de participación y partenariado los encargados de regir dichas relaciones.Hemos anticipado, con anterioridad a estas líneas, la importancia de los vectores de orden y liderazgo que debe ejercer quien asume, Organismo Intermedio, la responsabilidad de presentar propuestas de Programas Operativos en el marco de cada período de programación a la Autoridad de Gestión y Comisión Europea, respectivamente.








            	

              -  Competencia territorial: claramente manifestada en el alcance físico de las competencias administrativas que ejercen tanto el Organismo Intermedio como las unidades competenciales para el desarrollo de las actuaciones a programar. Nada más lejos de la realidad que los límites sobre los que se ejercen las competencias administrativas, de marcado carácter territorial fijado en los respectivos Estatutos de Autonomía.Poco más diríamos al respecto, salvo por la participación, cuando así ocurre, de instituciones territoriales diferentes a las de la Comunidad Autónoma, cuyas actuaciones se desarrollan en el marco de un programa operativo regional.

Ejemplos de ello puede ser la participación de las diputaciones provinciales, con alcance territorial distinto y limitado respecto de la Comunidad Autónoma y, en consecuencia, limitada la ejecución de su gasto a los límites provinciales de cada una de ellas.




            	

              -  Materialidad de la competencia: sin duda, la arista más relevante de los tres elementos analizados relativos a la competencia administrativa de la unidad.


          


          Como decíamos al comienzo de este punto, el propio listado de Objetivos Políticos fijados por los reglamentos comunitarios, los Ejes y Objetivos Específicos aprobados por cada Acuerdo de Asociación para cada Estado Miembro van a determinar hacia qué materias debe ir conducida la Política de Cohesión para cada período de programación.


          En consecuencia, las propias temáticas predeterminan los sujetos a los que debe dirigirse la unidad de programación a fin de acometer:


          

            	 ∘  El contenido paraguas del Acuerdo de Asociación, en fase de preparación, para conocer si el mismo ampara las futuribles actuaciones que desean ser programadas;


            	 ∘ El contenido de las actuaciones a proponer en cada programa operativo;


            	 ∘ El cumplimiento, o las medidas para tal fin, de las condiciones habilitantes o habilitadoras, previas y de carácter obligatorio para llevar a cabo la programación de actuaciones;


            	 ∘ Batería de indicadores que mida, directamente, la realización de la actuación o el impacto, de resultado, a lograr junto con otras políticas públicas; y, finalmente,


            	 ∘ Sistema de gestión y control empleado para la ejecución administrativa de las actuaciones.


          


          Como adelantamos, en ocasiones, la amplitud temática de la propuesta reglamentaria o Acuerdo de Asociación invita a disponer, de forma concurrente, mecanismos de colaboración entre materias incluidas en un mismo Objetivo Político.


          Véase la intrínseca relación entre tareas de investigación, desarrollo e innovación experimental, aplicada o empresarial; prevención, adaptación y lucha contra el cambio climático; itinerarios integrados de inclusión social con programas de intermediación socio-laboral; programas educativos en tramos ascendentes contiguos a la edad educativa de los alumnos; actuaciones de formación vía empleados y/o desempleados... un largo etcétera que, por mor de una programación coherente, en aquellas ocasiones en las que no exista una unívoca relación entre unidad administrativa y objetivos a programar requerirá de la articulación de mecanismos de coordinación tutelados y dirigidos por la unidad de programación.


          

          

            B) 

             La actividad administrativa y la programación estructural

          


          Sujeta la actividad administrativa a los principios de legalidad, igualdad, proporcionalidad, favorlibertatis, interés público, continuidad, perfectibilidad y, entre otros, servicio público efectivo a los ciudadanos, se desarrolla ésta en el marco de la Política de Cohesión, en base a una doble óptica:


          - Actividad de fomento: constituye la orientación a fines de interés general uno de los principios más relevantes del derecho público y, en particular, de los Fondos Europeos como instrumentos de financiación en el marco de Cohesión.


          Ello motiva el empleo de una técnica con singularidad jurídica propia: la subvención.


          Mecanismo que, entendida como una donación modal sujeta a cumplimiento del objeto subvencionable, permite la utilización de convocatorias de concurrencia competitiva por parte de la unidad competente por razón de materia para orientar, a través de la técnica de fomento, el comportamiento de las actividades y proyectos privados que pretenden ser cofinanciados en el contexto del programa operativo correspondiente.


          En consecuencia, aquellas unidades administrativas que deseen enfocar las actuaciones públicas o privadas hacia los fines públicos (coincidentes con los indicadores de realización) recogidos en sus respectivas estrategias políticas optarán por la técnica de la subvención en el marco de la actividad de fomento.


          Cientos de números de boletines oficiales publican, casi diariamente, convocatorias de concurrencia competitiva como instrumentos para hacer llegar la ayuda comunitaria en contraposición de la realización de proyectos que contribuyan a los desafíos que pretende dar respuesta los programas operativos.


          Fomento, en el ámbito de la inversión, de líneas para el incremento de número de investigadores en empresas, clúster, consorcios... incluidos en sectores económicos estratégicos para la región; líneas destinadas a la mejora de la eficiencia energética de entidades locales, comunidades de propietarios, PYMES, autónomos; líneas de proyectos en innovación empresarial que suponga una mejora desde el punto de vista del estado de la técnica... o Fomento, en el ámbito de las políticas sociales, de líneas para el desarrollo de itinerarios integrados de inclusión socio-laboral; de líneas formativas; de líneas de emprendimiento, mejora de las condiciones laborales (cotizaciones a la Seguridad Social, por ejemplo); de líneas en ámbitos geográficos claramente identificados, como fomento de cooperativas; de líneas de proyectos con entidades sin ánimo de lucro; de líneas a favor del transporte social adaptado; de líneas para proyectos de cualificación profesional...


          De conformidad, con lo anterior, la subvención es una herramienta históricamente empleada en el marco de los Fondos Europeos. De ahí que, en la fase de programación, para la implementación inmediata del Programa toda vez aprobado éste, sea necesario disponer de un marco jurídico estable en lo concerniente a las bases reguladoras de las diferentes actuaciones potencialmente cofinanciables, en tanto en cuanto, ofrecen seguridad jurídica durante la permanencia de la línea incorporada en el programa operativo y, en consecuencia, permite a la Administración publicar las diferentes convocatorias en ejecución del plan financiero asignado en cada programa.


          - Actividad de prestación o servicio público: categoría encargada de acoger los diferentes actos o negocios jurídicos empleados por las Administraciones Públicas para desarrollar la prestación de servicios públicos considerados deficitarios en el marco de la Política de Cohesión para cada período de programación.


          Así, si la subvención es la técnica propia de la actividad de fomento, la contratación pública se convierte en la verdadera protagonista de la ejecución de las actuaciones incorporadas en los programas operativos objeto de cofinanciación.


          Una técnica, la contratación pública, que, gracias a la armonización de los ordenamientos jurídicos a través de los diferentes procesos de transposición de directivas comunitarias, coadyuva a la creación de economías de escala respecto de los costes asumidos por la Administración Pública en la ejecución de las actuaciones cofinanciadas, permite la concurrencia de operadores económicos y la aplicación de principios de transparencia, integridad, entre otros.


          La contratación pública como fin en sí misma y también como instrumento para el desarrollo de otras políticas públicas que se ven beneficiadas a través de los procedimientos de contratación pública.


          La tipología de objetos contractuales públicos es muy diversa. Extensión de banda ancha, restauración de patrimonio cultural, preservación de patrimonio natural, servicios de administración electrónica, consolidación de procedimientos telemáticos de diversa índole (sanitario, judicial, tributario, agrícola...), mantenimiento de las redes de calidad del aire, o, servicios de verificaciones administrativas e in situ licitadas por las Autoridades de Gestión y Organismos Intermedios para la revisión del gasto ejecutado, previo a la presentación de operaciones y proyectos, comúnmente conocido, como procedimiento de certificación.


          Junto a los procedimientos de contratación pública observamos sucedáneos de los mismos como es el caso de los encargos de ejecución. Técnica utilizada en materia de gestión de Fondos Europeos entre diferentes órganos gestores de un mismo Programa que, cumpliendo los requisitos que marca la normativa en materia de contratación pública, permite la ejecución —principalmente— de servicios complementarios entre actuaciones de un mismo Objetivo Político o Eje.


          

          

            C) 

             Sistemas de gestión y control para la ejecución de las futuras actuaciones cofinanciadas

          


          Abordaremos, a continuación, la relevancia que presenta, en la fase de programación conocer las características de los sistemas de gestión y control de los potenciales órganos gestores miembros del partenariado técnico y cualificado que acomete, junto con la unidad de programación, dicha tarea.


          No siendo el lugar en el presente libro en el que se explique pormenorizadamente el significado, alcance y características en relación con qué es y cuáles son sus respectivas fases, resulta relevante conocer el sistema de gestión a utilizar por el miembro de partenariado que presenta la condición de potencial órgano gestor por diferentes motivos:


          - En primer lugar y, en relación con lo detallado en el punto anterior, porque permite conocer cuál es la finalidad pública a través del cual va a ser ejecutada la actuación correspondiente. Me explico. Disponer del sistema de gestión a utilizar por el potencial órgano gestor, permite a la unidad de programación detallar cuál es el instrumento técnico que la política va a utilizar para desplegar las actuaciones.


          Si hablamos de un sistema de gestión basado en convocatorias de concurrencia competitiva la unidad de programación podrá explicar a los servicios responsables de la Comisión Europea de la evaluación de la propuesta de Programa Operativo las medidas de fomento a aplicar en el ámbito de las PYMES, la investigación o la transición energética.


          Si hablamos de un sistema por contratación pública, la unidad de programación detallará cuáles son los servicios a desplegar en el marco de la Política de Cohesión que permita reducir la brecha digital, la distancia telemática Administración Pública/Ciudadanía, los bienes de interés cultural que recibirán cofinanciación, si hablamos de FEDER, o, en el caso de Fondo Social Europeo, los transportes sociales adaptados que se ven beneficiados de la ayuda comunitaria, las unidades de los itinerarios integrados de inclusión social y laboral prestados por empresas especializadas, entre otros.


          - En segundo lugar, porque dependiendo del sistema de gestión puede justificarse la presentación anual de los planes financieros de cada actuación. Veámoslo despacio. Si atendemos a un sistema de gestión de fomento de un ámbito determinado, concurrencia competitiva mediante, lo normal será encontrarnos planes financieros constantes en la plurianualidad del período, es decir, todas las anualidades los Boletines Oficiales recogerán líneas de subvenciones con un importe similar entre ellas.


          Sin embargo, si atendemos a procedimientos de concurrencia competitiva, y, de entre ellos, en especial, los contratos de obras, podemos encontrarnos con diferencia financieras entre anualidades, correlativas a la ejecución lógica de un contrato de dichas características. En el caso de las ejecuciones de obras resulta clarísimo el ejemplo. Desde las actuaciones preparatorias, el proyecto técnico, los trabajos iniciales, la ejecución neutral del contrato y la fase de finalización tiene su reflejo en un plan financiero dispar entre anualidades. Y ello resulta relevante explicarlo en la fase de programación por cuanto podemos observar sendas financieras dispares entre anualidades cuya razón descansa en dicha argumentación.


          Este aspecto puede tenerse meridiano por el potencial órgano gestor, si bien, el éxito de dicha argumentación pasa, indiscutiblemente, por una explicación detallada y motivada por parte de la unidad de programación.


          Además de por lo antedicho, resulta importa el conocimiento de dicho sistema de gestión, también es clave por la repercusión que puede llegar a tener en el cumplimiento anual conjunto, y por Ejes de los Objetivos Políticos, desde el punto de vista financiero, esto es, cumplir anualmente la cuantía mínima necesaria para evitar el descompromiso financiero del Programa o, si se prefiere, de los respectivos Ejes del mismo. El ritmo de ejecución físico debe ir acompañado por el ritmo de ejecución financiero e, influye, y mucho, el sistema de gestión elegido para que las actuaciones presenten un compás financiero que permita la plena absorción de Fondos en cada anualidad.


          Viéndolo por los dos sistemas de gestión fundamentales, en el caso de las subvenciones lo lógico será encontrar sendas anualizadas proporcionales durante todo el período. En el caso de la contratación pública debemos ser conscientes que los planes financieros recogerán anualidades más potentes que otras, principalmente, por la diferencia entre las anualidades preparatorias y de ejecución central en el caso de las obras. No existirá tanta diferencia cuando el objeto contractual lo sea de servicios.


          - Y, en tercer y último lugar, resulta relevante conocer el sistema de gestión por el calendario de implementación, principalmente, por aquellas actuaciones que requieren, bien la creación de un marco jurídico que acoja instrumentalmente la gestión de las actuaciones a incorporar en el Programa Operativo, bien la adaptación de uno ya creado.


          Teniendo en cuenta que los Programas Operativos cuentan con un «decalaje+ de comienzo y fin respecto del período plurianual inicial, de siete años, es básico, para asegurar una plena ejecución de los mismos, que la unidad de programación conozca los condicionantes temporales de cumplimiento y, sin duda, un factor que puede retrasar o hipotecar en términos financieros la ejecución de los Programas lo es, sin duda, disponer de un marco jurídico que recoja el conjunto de obligaciones derivadas de la cofinanciación.


          Este elemento afecta, principalmente, a los regímenes de subvenciones públicas. Y, además, se trata de una afección muy relevante respecto de elementos básicos y elementales para garantizar la elegibilidad y subvencionabilidad de los gastos incurridos en el desarrollo de las actuaciones objeto de cofinanciación.


          Algunos de los más relevantes son los siguientes:


          

            	 ∘ Objeto de la subvención, que guarda directa relación con la actuación incorporada en el Programa Operativo y que, en consecuencia, determina la elegibilidad de toda la convocatoria. Si objeto subvencionable y actuación no coinciden se produce un decaimiento completo del régimen convocado;


            	 ∘ Beneficiarios, claramente vinculado con los agentes hacia los que va dirigida la línea de fomento convocada. PYMES, autónomos, grupos de investigación, comunidades de propietarios, entidades locales, centros educativos y de formación, entidades sin ánimo de lucro... además, en la mayoría de las ocasiones, la contribución a los indicadores de realización que lleva anudada cada actuación coincidirán con los beneficiarios de la ayuda comunitaria, véase, a modo ejemplificativo, los siguientes: número de empresas beneficiadas por la ayuda cofinanciada, número de investigadores que ven mejoradas sus instalaciones como consecuencia de la intervención europea, número de clúster, asociaciones o agrupaciones empresariales.Debemos, finalmente en relación con los beneficiarios, tener en cuenta que, caso de que el colectivo hacia el que va dirigida la línea de financiación no contribuya con sus proyectos a los indicadores de realización acordados a nivel de actuación, las solicitudes de subvención deberían ser rechazadas, toda vez que la realización va unida y medida a la financiación de los Fondos Europeos.




            	 ∘ Criterios para la selección de los proyectos que concurren a las convocatorias: aspecto fundamental en las dos tipologías de criterios. De un lado, los criterios básicos u obligatorios, es decir, aquel o aquellos criterios que deben cumplir todas y cada una de las solicitudes de subvención presentadas por los potenciales beneficiarios. Estamos no ante un criterio de ponderación sino ante un requisito objetivo a cumplir, de cuya eficacia depende que el proyecto sea o no valorado conforme a la segunda categoría de criterios, los de ponderación o priorización.Los criterios obligatorios o básicos son de naturaleza objetiva y comprobable, entre los que podemos destacar, por ejemplo, que sólo aquellas empresas que tengan las consideración de PYME podrán ser beneficiarias de la línea de fomento; otro ejemplo podría ser que se traten de entidades locales menores de 5.000 habitantes para poder ser beneficiaria de la subvención; o, finalmente a riesgo de no ser exhaustivo, que las entidades concurrentes a la convocatoria de subvenciones tengan acreditados procesos de evaluación de la calidad según los cuales únicamente aquellas personas jurídicas que puedan demostrar disponer de dicha acreditación puedan concurrir a la línea convocada.

Junto a los criterios obligatorios o básicos, los criterios de ponderación o priorización que permitirá al órgano instructor de la convocatoria atribuir una puntuación determinada a cada uno de los criterios enlistados en la convocatoria, de cuyo resultado dependerá que el proyecto presentado reciba una mayor o menor puntuación y, en consecuencia, que reciba finalmente la subvención solicitada.

Ejemplos de esta segunda categoría de criterios son, entre otros muchos, el grado de energía ahorrada a través del proyecto presentado; la capacidad para generar energía renovable mediante el proyecto o medida presentada; número de desempleados de larga duración beneficiados por el proyecto; número de personas en riesgo de exclusión atendidas; grado de coincidencia del proyecto con las políticas comunitarias, nacionales o regionales... como vemos, esta segunda categoría de criterios está sometida a una valoración cuantitativa, en ocasiones de naturaleza objetiva directamente o, en otras ocasiones, de naturaleza discrecional que debe contar con la motivación suficiente por parte del órgano instructor en el momento de otorgar una puntuación que puede conllevar el beneficio o no de recibir la subvención solicitada.




            	 ∘ Indicadores de realización: la convocatoria debe señalar, de forma clara y meridiana, los indicadores a los que deben contribuir los diferentes proyectos que se presenten a la convocatoria, a fin de que sea el órgano instructor el que mida el rendimiento de los proyectos en términos de realización conjunta de la convocatoria y, de esta manera, proceder a sumar la contribución de cada convocatoria en términos de la actuación. El conjunto de indicadores de realización de cada convocatoria, hasta agotar el plan financiero, debe contribuir a conseguir la totalidad del indicador de la actuación durante el período de programación.


            	 ∘ Sometimiento a las obligaciones derivadas de la cofinanciación: véase mantener una contabilidad separada; someterse a las verificaciones y controles de las diferentes Autoridades competentes; mantenimiento de la documentación justificativa durante el plazo marcado para cada período de programación por las disposiciones reglamentarias; obligaciones en materia de información, publicidad y comunicación...


          


          Como vemos, la unidad de programación en colaboración con el potencial órgano gestor debe visualizar las tareas de programación de forma coetánea a realizar un trabajo de regularización jurídica que permita disponer, cuanto antes, de unas bases reguladoras y convocatorias de subvenciones que alienten la ejecución financiera y de realización lo antes posible.


          Especial relevancia tiene este trabajo para aquellos potenciales órganos gestores que no han participado nunca en tareas de programación de Política de Cohesión por cuanto sus materias no se habían incluido en el listado de Objetivos Políticos, Ejes y Objetivos específicos en anteriores periodos. La adaptación jurídica de una temática que, de no estar cofinanciada, pasa a estarlo, resulta clave para poder conseguir comenzar, en términos de seguridad jurídica, un período de programación.


          En otro orden de cosas, y siguiendo la segunda tipología de los sistemas de gestión y control, en el caso de la contratación pública la dificultad deviene cuando se produce la aprobación de paquetes de directivas comunitarias que requieren, por un lado, de la transposición de las mismas a los ordenamientos jurídicos nacionales de los Estados Miembros, encontrando la problemática en una tardía o incompleta transposición, y, por otro lado, en la adaptación de los pliegos de cláusulas particulares a los términos en los que se desarrollan y adaptan las directivas en cada Estado.


          Ambas circunstancias tienden a ser procelosas en cuanto su materia y dilatadas en el tiempo. Sin embargo, como demuestran los datos ofrecidos por la Comisión Europea, la contratación pública ha demostrado ser un sistema de gestión operativo, seguro y fiable respecto de la ejecución de las sendas financieras de los Programas Operativos de los Fondos Europeos.


          Explicadas las tres razones, actividad administrativa, repercusión financiera y habilitación de un marco jurídico que recoja las obligaciones comunitarias y cumpla con la función de habilitar un espacio de seguridad jurídica, abordemos, a continuación, el siguiente elemento a tener en cuenta por parte de la unidad de programación respecto de la naturaleza y régimen jurídico aplicable al potencial órgano gestor.


          

          

            D) 

             Sumisión plena o parcial al Derecho público por parte de la unidad funcional

          


          Una de las tareas relevantes que debe acometer la unidad de programación es conocer, en profundidad, la naturaleza jurídica y, en consecuencia, el régimen jurídico aplicable al funcionamiento del potencial órgano gestor.


          Por delante vaya un elemento de carácter innegociable: la seguridad jurídica como garante del correcto funcionamiento de los sistemas de gestión del órgano gestor. Y, es aquí, donde reside uno de los elementos determinantes que incrementan o, en su caso, disminuyen, las garantías aparentes de fiabilidad jurídica por parte de quien puede terminar convirtiéndose en órgano titular de actuaciones incorporadas en el Programa Operativo y, en consecuencia, de sus sendas financieras.


          La sumisión plena o parcial al Derecho Administrativo por parte del potencial órgano gestor determina la aplicación de un elenco de garantías que resulta pleno en algunos casos y, en cambio, parcial en otros. Veámoslo por partes.


          El creciente sector público que ha ido desplazando a las tradicionales estructuras administrativas sometidas, en origen y destino, a la plena aplicabilidad del Derecho Público ha ido originando escenarios de gestión que, como todos sabemos, resulta, en ocasiones, más cercano al derecho privado que el origen exclusivamente ius publicista de la gestión administrativa.


          Dejando a un lado los centros gestores estrictamente públicos, como lo son las Direcciones Generales de los diferentes Departamentos que aglutinan competencias homogéneas respecto de sus diferentes Servicios, el diseño de las estructuras de Gobierno ha ido permitiendo la creación de unidades que, en su propio origen, tiene como objetivo el distanciamiento progresivo del Derecho Administrativo en pro de la bandera de la eficacia y eficiencia en la gestión de servicios y dación de bienes públicos a la ciudadanía y el mercado.


          Precisamente, es ese distanciamiento de los regímenes jurídicos netamente administrativistas es el que influye a la hora de afirmar que esa distancia con la gestión pública tradicional presenta riesgos operacionales a tener en cuenta por parte de la unidad de programación a la hora de elegir, de entre los posibles, los llamados a ser órganos gestores titulares de actuaciones y sendas financieras incluidas en los Programas Operativos.


          Desde los tímidos organismos autónomos que, prácticamente, presentan un mapa gerencial idéntico a las Direcciones Generales, pasando por las entidades de derecho o entidades públicos empresariales, hasta llegar a las empresas públicas, hay un llamativo ramillete de posibilidades que, bajo el concepto de Sector Público, pueden aducirse formas de gestión más cercanas a la empresa privada que a la Administración Pública.


          Todo ello, además, teniendo en cuenta que las Autoridades de Auditoría, en el ejercicio de sus funciones, son más proclives a intensificar los controles posteriores sobre las figuras que se alejan de estructuras netamente públicas, por cuanto en el funcionamiento de los sujetos alejados del core público se merman —de manera notable— las posibilidades de incurrir en irregularidades que, posteriormente, afectarán al gasto ejecutado.


          Debemos tener en cuenta que la aplicación de un régimen netamente administrativista o, por el contrario, la aplicación de un régimen jurídico ius privatista conlleva consecuencias relevantes en la gestión de las actuaciones cofinanciadas. Veamos algunos ejemplos:


          

            	

              -  Presupuestación: de presupuestar las sendas con identificación al centro gestor, capítulo presupuestario, destinatarios y fondos financiadores (los cuatro elementos más relevantes de toda aplicación presupuestaria que soporta el gasto público) en el caso de las Direcciones Generales y Organismos Autónomos y, en consecuencia, se comienza a trazar una pista de auditoría que llegará hasta el libramiento de fondos públicos a través de la Tesorería, nos encontramos con otras formas de atribuir presupuesto a las entidades que, como hemos visto, son protagonistas de la llamada huida del derecho administrativo.Ejemplos encontramos varios: desde la atribución de una cuantía anual en los presupuestos generales, sin identificación precisa de la finalidad prevista; las transferencias presupuestarias anuales a las entidades privadas por parte del Departamento al que se encuentran adscritas las mismas; o, por ejemplo, la firma de convenios de colaboración que dan forma a una subvención directa para el desarrollo de variopintas actividades... son algunas de las formas que revisten la disponibilidad de fondos públicos por parte de estas entidades que, como puede comprobarse, no presentan las mismas garantías que las unidades competenciales estructurales de los Gobiernos.




            	

              -  Fiscalización del gasto: el circuito presupuestario y contable del gasto público dispone de una serie de garantías en la fase de fiscalización del mismo en términos de autorización, disposición y finalmente, reconocimiento de obligación que, previo a su ejecución debe ir siendo autorizado a través de las diferentes Intervenciones delegadas.Dichos controles, muy mejorables respecto del control de legalidad comunitaria que representa un plus en la aplicación de un régimen jurídico propio y diferenciado del relativo a los recursos propios, ofrece mayores garantías de intervención en el ciclo natural del gasto público.

Este elemento no existe conforme se va uno alejando del epicentro administrativista de la gestión y, en consecuencia, los riesgos operacionales en la determinación de convocatorias o contratación pública se incrementan exponencialmente.




            	

              -  Pago: dependiendo la salud de la Tesorería de la Administración Pública del ingreso comunitario que se recibe como consecuencia de la solicitud de reembolso mediante la presentación de operaciones y proyectos por parte de las autoridades competentes a la Comisión Europea, los servicios de tesorería de la Administración convierten en preferentes los pagos de aquellos gastos que presentan cofinanciación y, en consecuencia, permiten una mayor ejecución de los Programas por cuanto de la misma depende, igualmente, el retorno financiero en términos leídos por las tasas de cofinanciación aplicables a cada región.


          


          Vistos los elementos que auspician una ejecución plenamente sujeta a derecho administrativo o, en su caso, más cercana a parámetros de gestión privada, veamos el último de los elementos a tener en cuenta de cara a seleccionar a los potenciales órganos gestores por parte de la unidad de programación, la repercusión presupuestaria.
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